
LEY 906 D E 2004 
(agosto 31) 
por la cual s e expide el Código de Proc edimiento Penal.  
(Corregida de conformidad con el Decreto 2770 de 2004)  
El Congreso de la R epúblic a 
DECRETA 
T I T U L O P R E L I M I N A R 
PRINCIPIOS RECT OR ES Y GARANTIAS PROC ESALES 
Artículo 1º. Dignidad humana. Los interv inientes en el proceso penal serán tratados c on el respeto debido 
a la dignidad humana. 
Artículo 2º. Libertad. Toda pers ona tiene derecho a que se respete s u libertad. Nadie podrá ser moles tado 
en su persona ni priv ado de su libertad sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial 
competente, emitido con las formalidades legales y  por motiv os prev iamente definidos en la ley. 
El juez de control de garantías, prev ia solici tud de la Fiscal ía General de la Nación, ordenará la restricción 
de la libertad del imputado cuando resul te necesaria para garantiz ar s u comparecencia o la preserv ación 
de la prueba o la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. Igualmente, por petición de 
cualquiera de las partes, en los térm inos señalados en este c ódigo, dispondrá la modificación o revocación 
de la medida restric tiva si las circunstancias hubieren variado y la conv irtieren en i rraz onable o 
desproporcionada. 
En las capturas en flagrancia y  en aquel las en donde la Fiscal ía General de la N ación, existiendo motiv os 
fundados, razonablemente carezca de la oportunidad de solici tar el mandamiento escr ito, el capturado 
deberá poners e a disposición del  juez de c ontrol de garantías en el  menor tiempo posible sin superar las 
treinta y  seis (36) horas siguientes. 
Artículo 3º. Prelación de los tratados internacionales. En la actuación prev alecerá lo establecido en los 
tratados y  conv enios internacionales rati fic ados por Colombia que traten sobre derechos humanos y  que 
prohíban su limi tación durante los es tados de ex cepción, por formar bloque de consti tucionalidad. 
Artículo 4º. Igualdad. Es obligación de los serv idores judiciales  hacer efectiv a la igualdad de los 
interv inientes en el des arrollo de la actuación procesal y  proteger, espec ialmente, a aquellas pers onas que 
por su condición económica, física o mental, se enc uentren en ci rcunstancias de debilidad manifiesta. 
El sex o, la raza, la condición s ocial, la profesión, el origen nacional o famil iar, la lengua, el credo religioso, 
la opinión pol ítica o fi losófica, en ningún cas o podrán ser uti lizados dentro del proc eso penal como 
elementos de disc riminación. 
Artículo 5º. Imparcialidad. En ejercic io de las  funciones de c ontrol de garantías, preclusión y  juzgamiento,  
los juec es se or ientarán por el imperativ o de es tablecer con objetividad la verdad y la justicia. 
Artículo 6º. Legalidad. Nadie podrá ser inv estigado ni juzgado sino conforme a la ley proc esal v igente al 
momento de los hechos, con observ ancia de las formas propias de cada juicio. 
La ley  procesal de efec tos sus tanciales permisiv a o fav orable, aun cuando s ea posterior a la ac tuación, se 
aplicará de preferencia a la res trictiv a o des fav orable. 
Las disposiciones de es te código se aplicarán únic a y  ex clusivamente para la investigación y el 
juzgamiento de los deli tos cometidos con posterior idad a su v igencia. 
Artículo 7º. Presunción de inocenc ia e in dubio pro reo. Toda pers ona se pres ume inocente y  debe s er 
tratada como tal, mientras no quede en firme decisión judicial defini tiv a sobre su respons abi lidad penal. 
En consec uencia, corresponderá al órgano de persecución penal la carga de la prueba acerca de la 
responsabil idad penal. La duda que se presente se resolverá a favor del procesado. 
En ningún cas o podrá invertirse esta carga probator ia. 
Para proferir s entencia condenatoria deberá ex istir c onv encimiento de la responsabilidad penal del 
acusado, más allá de toda duda. 
Artículo 8º. Defensa. En desarrollo de la actuación, una v ez adquirida la condición de imputado, es te 
tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de persec ución penal, en lo que aplic a a: 
a) No ser obligado a declarar en contra de s í mismo ni en contra de su c óny uge, compañero permanente o 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad; 



b) No autoincriminarse ni incrim inar a su cóny uge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto 
grado de cons anguinidad o civ il, o segundo de afinidad; 
c) No se utilice el silencio en su contra; 
d) No s e utilic e en su contra el contenido de las conv ersaciones tendientes a lograr un acuerdo para la 
declaración de res ponsabilidad en cualquiera de s us formas o de un método alternativ o de solución de 
conflic tos, si no llegaren a perfeccionars e; 
e) Ser oído, asistido y  representado por un abogado de confianza o nombrado por el Estado; 
f) Ser asis tido gratui tamente por un traduc tor debidamente acreditado o reconocido por el juez, en el caso 
de no poder entender o ex presarse en el idioma oficial; o de un intérprete en el ev ento de no poder percibir 
el idioma por los órganos de los s entidos o hacerse entender oralmente. Lo anterior no obsta para que 
pueda estar ac ompañado por uno designado por él; 
g) Tener comunicación priv ada con su defensor antes de comparec er frente a las autoridades; 
h) Conocer los cargos que le sean imputados, ex presados en términos que sean c omprens ibles, con 
indicación expresa de las circunstancias conocidas de modo, tiempo y lugar que los fundamentan; 
i) Disponer de tiempo razonable y  de medios adecuados para la preparación de la defens a. De manera 
ex cepcional podrá sol icitar las prórrogas debidamente justificadas y  nec esarias para la c elebración de las 
audiencias a las que deba comparec er; 
j) Sol icitar, conocer y controvertir las pruebas; 
k) Tener un juicio públic o, oral, contradic torio, concentrado, imparcial, con inmediación de las pruebas y sin 
dilaciones injus tificadas, en el cual pueda, si así lo des ea, por sí mismo o por conduc to de su defensor, 
interrogar en audiencia a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia, de s er neces ario aun por 
medios coercitiv os, de testigos o peri tos que puedan arrojar luz sobre los hechos objeto del debate; 
l) Renunc iar a los derechos contemplados en los literales b) y k) siempre y  cuando se trate de una 
manifestación libre, consciente, voluntaria y  debidamente informada. En estos ev entos requerirá siempre el 
asesoramiento de su abogado defensor. 
Artículo 9º. Oral idad. La ac tuación proc esal será oral y  en s u realización se utilizarán los medios técnicos 
disponibles  que permitan imprimirle mayor agilidad y fidel idad, sin perjuicio de conserv ar regis tro de lo 
acontecido. A estos efec tos se dejará cons tancia de la actuación. 
Artículo 10. Actuación proc esal. La actuación proces al se desarrollará teniendo en cuenta el  res peto a los  
derechos fundamentales de las personas que interv ienen en el la y  la necesidad de lograr la eficacia del 
ejercicio de la justic ia. En ella los funcionarios judiciales harán prevalecer el derec ho sus tancial. 
Para alcanzar esos efectos serán de obligatorio cumplimiento los proc edimientos orales, la utilización de 
los medios técnic os pertinentes que los v iabil icen y  los términos fijados por la ley  o el funcionario para 
cada actuación. 
El juez dis pondrá de amplias facul tades en la forma prev ista en este código para sancionar por desacato a 
las partes, tes tigos, peri tos y  demás intervinientes que afecten c on s u comportamiento el orden y la 
marcha de los procedimientos. 
El juez podrá autorizar los acuerdos o es tipulaciones a que lleguen las partes y que v ersen s obre aspectos 
en los cuales no haya controversia sustantiv a, sin que implique renuncia de los derechos cons titucionales. 
El juez  de control  de garantías y  el  de conocimiento estarán en la obligación de corregir  los actos 
irregulares no s ancionables con nulidad, respetando s iempre los derechos y garantías de los 
interv inientes. 
Artículo 11. Derechos de las víctimas. El Es tado garantizará el acc eso de las v íc timas a la administración 
de jus ticia, en los términos establec idos en este código. 
En desarrol lo de lo anterior, las víctimas tendrán derecho: 
a) A recibi r, durante todo el procedimiento, un trato humano y  digno; 
b) A la protección de su intimidad, a la garantía de s u seguridad, y a la de sus fam iliares y  testigos a favor; 
c) A una pronta e integral reparación de los daños s ufridos, a cargo del autor o partícipe del injusto o de los 
terc eros llamados a res ponder en los términos de es te c ódigo; 
d) A ser oídas y  a que se les facili te el aporte de pruebas; 



e) A recibi r des de el primer c ontac to c on las autoridades y  en los términos es tablec idos en es te c ódigo, 
información pertinente para la protección de s us intereses y  a conocer la v erdad de los hechos que 
conforman las circunstanc ias del injusto del cual han sido v íctimas; 
f) A que se cons ideren sus intereses al adoptar una decisión discrecional sobre el ejercicio de la 
persecución del injusto; 
g) A s er informadas s obre la decisión definitiva relativa a la persecución penal; a acudir, en lo pertinente, 
ante el juez de control de garantías, y a interponer los recursos ante el juez de conocimiento, cuando a el lo 
hubiere lugar; 
h) A ser asistidas durante el juicio y  el incidente de reparación integral, si el interés de la justicia lo ex igiere, 
por un abogado que podrá ser designado de oficio; 
i) A recibir asistencia integral para su recuperación en los términos que señale la ley ; 
j) A ser asis tidas gratuitamente por un traductor o intérprete en el ev ento de no conoc er el idioma oficial, o 
de no poder percibi r el lenguaje por los órganos de los sentidos. 
Artículo 12. Lealtad. Todos los que intervienen en la ac tuación, sin ex cepción alguna, es tán en el deber de 
obrar con abs oluta lealtad y  buena fe. 
Artículo 13. Gratuidad. La actuación procesal no causará erogac ión alguna a quienes en ella interv engan, 
en cuanto al servicio que presta la adminis tración de justicia. 
Artículo 14. Intimidad. Toda persona tiene derecho al respeto de su intimidad. N adie podrá ser moles tado 
en su v ida priv ada. 
No podrán hacerse registros, allanamientos ni incautaciones en domici lio, residencia, o lugar de trabajo, 
sino en v irtud de orden escri ta del Fisc al General de la Nación o s u delegado, con arreglo de las 
formal idades y  motivos previamente definidos en este código. Se entienden ex cluidas las si tuaciones de 
flagrancia y  demás contempladas por la ley . 
De la mis ma manera deberá procederse cuando res ul te nec esaria la búsqueda selectiv a en las bas es de 
datos c omputarizadas, mec ánic as o de cualquier otra índole, que no sean de libre acces o, o cuando fuere 
neces ario interceptar comunicaciones. 
En es tos c asos, dentro de las treinta y  seis (36) horas siguientes deberá adelantarse la respectiv a 
audiencia ante el  juez de control de garantías, con el fin de determinar la legal idad formal y  material de la 
actuación. 
Artículo 15. Contradicción. Las partes tendrán derecho a conocer y  controv ertir las pruebas, as í como a 
interv enir  en su formac ión, tanto las que sean producidas o incorporadas en el juicio oral  y en el  incidente 
de reparación integral, como las que se prac tiquen en forma anticipada. 
Para garantiz ar plenamente es te derecho, en el caso de formular acusación la Fiscal ía General de la 
Nación deberá, por conduc to del juez de conocim iento, suministrar todos los elementos probatorios e 
inform es de que tenga noticia, incluidos los que sean fav orables al procesado. 
Artículo 16. Inmediación. En el juicio únicamente se es timará como prueba la que hay a sido producida o 
incorporada en forma pública, oral, concentrada, y  sujeta a confrontación y  contradicción ante el juez de 
conocimiento. En ningún caso podrá com isionars e para la práctic a de pruebas. Sin embargo, en las 
circuns tancias ex cepcionalmente prev istas en este código, podrá tenerse como prueba la producida o 
incorporada de forma anticipada durante la audiencia ante el juez de control de garantías. 
Artículo 17. Conc entración. Durante la actuación proc esal la prác tica de pruebas y el debate deberán 
real izarse de manera c ontinua, con preferencia en un mismo día; si ello no fuere posible se hará en días 
consec utiv os, sin perjuicio de que el  juez que dirija la audiencia excepcionalmente la suspenda por un 
término has ta de treinta (30) días, si se presentaren circuns tancias especiales que lo jus ti fiquen. En todo 
caso el juez v elará porque no surjan otras audiencias concurrentes, de modo que concentre su atención en 
un solo asunto. 
Artículo 18. Publicidad. La ac tuación proces al será pública. Tendrán acces o a ella, además de los 
interv inientes, los medios de c omunic ación y la c omunidad en general. Se ex ceptúan los cas os en los 
cuales el juez considere que la publ icidad de los procedimientos pone en peligro a las víctimas, jurados, 
tes tigos, peritos y demás interv inientes; se afec te la seguridad nacional; se exponga a un daño psicológico 



a los menores de edad que deban interv enir; se menoscabe el derecho del acusado a un juicio justo; o se 
comprometa seriamente el éxito de la inv es tigación. 
Artículo 19. Juez natural. Nadie podrá ser juzgado por juez o tribunal ad hoc o es pecial, instituido c on 
pos ter ioridad a la c omisión de un delito por fuera de la es truc tura judicial ordinaria. 
Artículo 20. D oble instancia. Las sentencias y  los autos que se refieran a la libertad del imputado o 
acusado, que afecten la práctica de las pruebas o que tengan efectos patrimoniales, salv o las ex cepciones 
previstas en es te c ódigo, serán susc eptibles del rec urso de apelación. 
El superior no podrá agrav ar la situación del apelante único. 
Artículo 21. Cos a juzgada. La pers ona cuy a situación jurídica hay a sido definida por sentencia ejecutor iada 
o prov idencia que tenga la misma fuerz a v inculante, no s erá sometida a nuev a investigación o juzgamiento 
por los mismos hec hos, salvo que la decisión haya sido obtenida mediante fraude o violencia, o en c asos 
de violaciones a los derec hos humanos o infracciones grav es al Derec ho Internacional Humanitar io, que 
se establezcan mediante decisión de una ins tancia internacional de supervisión y  control de derechos 
humanos, respecto de la cual el Es tado colombiano ha aceptado formalmente la competencia. 
Artículo 22. Restablecimient o del derec ho. C uando sea procedente, la F isc al ía General de la Nación y los 
jueces deberán adoptar las medidas neces arias para hacer ces ar los efectos producidos por el deli to y las 
cosas vuelvan al estado anterior, si ello fuere posible, de modo que se restablezcan los derechos 
quebrantados, independientemente de la res ponsabilidad penal. 
Artículo 23. C láusula de exclusión. Toda prueba obtenida con violación de las garantías fundamentales 
será nula de pleno derecho, por lo que deberá ex cluirse de la actuación proc esal. 
Igual tratamiento recibirán las pruebas que sean cons ecuencia de las pruebas ex cluidas, o las que solo 
puedan ex plicarse en razón de su ex istencia. 
Artículo 24. Ambito de la jurisdicción penal. Las indagaciones, investigaciones, imputaciones, acusaciones 
y  juzgamientos por las conduc tas prev istas en la ley  penal c omo deli to, serán adelantadas por los órganos 
y  mediante los proc edimientos establec idos en este c ódigo y  demás dis posic iones complementarias. 
Artículo 25. Integración. En mater ias que no estén ex presamente reguladas en este código o demás 
disposiciones complementarias, son aplicables las del Código de Procedimiento Civ il y  las de otros 
ordenamientos proces ales cuando no se opongan a la naturalez a del proc edimiento penal. 
Artículo 26. Prevalencia. Las normas rectoras son obligatorias y prev alec en sobre c ualquier otra 
disposición de este código. Serán utilizadas como fundamento de interpretac ión. 
Artículo 27. Moduladores de la actividad procesal. En el des arrollo de la inv estigación y en el proceso 
penal los serv idores públicos se ceñirán a cri ter ios de necesidad, ponderación, legalidad y  corrección en el 
comportamiento, para evitar ex cesos contrarios a la función pública, especialmente a la justicia. 
LIBRO I 
DISPOSIC IONES GENERALES 
T I T U L O I 
JURISDICC ION Y C OMPET ENCIA 
CAPITULO I 
Dis posiciones generales 
Artículo 28. La jurisdicción penal ordinaria. La jurisdicc ión penal ordinaria es únic a y  nacional, con 
independencia de los procedimientos que se es tablezcan en es te código para la persecución penal. 
Artículo 29. Objeto de la jurisdicción penal ordinaria. Corres ponde a la jurisdicción penal  la persecución y 
el juz gamiento de los del itos cometidos en el terri torio nacional, y  los cometidos en el ex tranjero en los 
casos que determinen los Tratados Internacionales s uscri tos y  rati ficados  por Colombia y  la legislación 
interna. 
Artículo 30. Excepciones a la jurisdicción penal ordinaria. Se exceptúan los deli tos cometidos por 
miembros de la Fuerz a Pública en s erv icio activ o y  en relación c on el mismo servicio, y  los asuntos de los  
cuales conozca la jurisdicción indígena. 
Artículo 31. Organos de la jur isdicción. La adminis trac ión de jus ticia en lo penal es tá conformada por los 
siguientes órganos: 
1. La Sala de Cas ación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 



2. Los tribunales superiores de dis tri to judicial. 
3. Los juz gados penales de circuito especializados. 
4. Los juz gados penales de circuito. 
5. Los juz gados penales municipales. 
6. Los juz gados promisc uos cuando res uelv en asuntos de carác ter penal. 
7. Los juz gados de ejec ución de penas y  medidas de seguridad. 
8. Los jurados en las caus as criminales, en los términos que determine la ley . 
Parágrafo 1º. También ejercerán jurisdicción penal las autoridades judiciales que excepcionalmente 
cumplen funciones de control de garantías. 
Parágrafo 2º. El Congreso de la Repúbl ica y  la Fiscalía General de la Nación ejerc erán determinadas 
funciones judiciales. 
CAPITULO II 
De la competencia 
Artículo 32. De la Corte Suprema de Justicia. La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de J ustic ia 
conoc e: 
1. De la casac ión. 
2. De la acción de rev isión c uando la sentencia o la preclusión ejecutoriadas  hay an sido proferidas en 
única o segunda instancia por esta corporación o por los tribunales. 
3. De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que profieran en pr imera ins tancia los 
tribunales superiores. 
4. De la definición de c ompetencia c uando s e trate de aforados cons titucionales y legales, o de tribunales, 
o de juzgados de di ferentes dis tritos. 
5. Del juzgamiento de los funcionarios a que se refieren los artículos 174 y 235 numeral 2 de la 
Consti tución Pol ítica. 
6. Del juzgamiento de los funcionarios a que se refiere el artículo 235 numeral 4 de la Consti tución Pol ítica. 
7. De la inv estigac ión y  juzgamiento de los Senadores y  Representantes a la Cámara. 
8. De las s olici tudes  de cambio de radicación de procesos penales de un dis tri to judicial a otro durante el 
juzgamiento. 
9. Del juzgamiento del v iceproc urador, v icefiscal, magis trados de los cons ejos seccionales de la judicatura, 
del Tribunal Superior Militar, del Consejo N acional  Elec toral, fiscales delegados  ante la Corte Suprema de 
Justicia y  Tribunales, Procuradores Delegados, Procuradores J udiciales II, Registrador Nacional del 
Estado Civ il, Direc tor Nacional de Fiscal ía y  Directores Seccionales de Fiscal ía. 
Parágrafo. Cuando los funcionarios a los que se refieren los numerales 6, 7 y  9 anteriores hubieren c esado 
en el ejercicio de s us cargos, el  fuero solo se mantendrá para los deli tos que tengan relación c on las 
funciones desempeñadas. 
Artículo 33. De los tribunales superiores de distrito respecto de los juec es penales de circuito 
especializ ados. Los tribunales s uperiores  de dis tri to res pec to de los jueces penales de circui to 
especializ ados conocen: 
1. Del recurso de apelación de los autos y  sentencias que sean proferidas en primera ins tancia por los 
jueces penales de circ ui to especializ ados. 
2. En primera ins tancia, de los proc esos que s e sigan a los jueces penales de circui to especializados y 
fiscales delegados ante los juzgados penales de ci rcui to especializados por los del itos que c ometan en 
ejercicio de sus funciones o por raz ón de ellas. 
3. De la acción de revisión contra sentencias proferidas por los juec es penales de circ ui to especializados, y 
preclusiones proferidas en investigaciones por deli tos de su c ompetencia.  
4. De las solici tudes de cambio de radic ación dentro del mismo distr ito. 
5. De la definición de competencia de los jueces del mismo distrito. 
6. Del rec urso de apelación interpues to en contra la decisión del juez de ejecuc ión de penas cuando se 
trate de condenados por delitos de competencia de los jueces penales de circ ui to es pecializados. 
Artículo 34. De los tribunales superiores de distrit o. Las salas penales de los tr ibunales superiores de 
distri to judicial conocen: 



1. De los recurs os de apelación contra los autos y sentencias que en primera ins tancia profieran los jueces 
del circ ui to y de las sentencias proferidas por los municipales del mismo dis tri to. 
2. En primera instancia, de las actuaciones que se sigan a los juec es del circuito, de ejecución de penas y 
medidas de seguridad, municipales, de menores, de familia, penales militares, procuradores provinciales, 
procuradores grado I, personeros dis tri tales y  municipales cuando ac túan como agentes del Minis ter io 
Público en la actuac ión penal, y  a los fiscales delegados ante los jueces penales del circ ui to, municipales o 
promiscuos, por los deli tos que cometan en ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
3. De la acción de revisión contra sentencias proferidas por los juec es de circui to o municipales 
pertenecientes al mis mo dis trito,  y  preclusiones  proferidas  en inv estigaciones  por delitos de su 
competencia. 
4. De las solici tudes de cambio de radic ación dentro del mismo distr ito. 
5. De la definición de competencia de los jueces del circ uito del mismo distri to, o municipales de diferentes 
circui tos. 
6. Del rec urso de apelación interpuesto contra la dec isión del juez de ejecución de penas. 
Artículo 35. De los jueces penales de circuit o es pecializados. Los jueces penales de circuito especial izado 
conoc en de: 
1. Genocidio. 
2. Homicidio agrav ado según los numerales 8, 9 y 10 del artículo 104 del Código Penal. 
3. Lesiones personales agravadas según los numerales 8, 9 y 10 del artículo 104 del Código Penal. 
4. Los deli tos contra personas y  bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario. 
5. Secues tro ex torsivo o agrav ado según los numerales 6, 7, 11 y  16 del artículo 170 del Código Penal. 
6. Desaparición forzada. 
7. Apoderamiento de aeronaves, naves o medio de transporte colec tivo. 
8. Tortura. 
9. Desplazamiento forzado. 
10. Constreñimiento ilegal agrav ado según el numeral 1 del artículo 183 del Código Penal. 
11. Constreñimiento para delinquir agrav ado según el numeral 1 del artíc ulo 185 del Código Penal. 
12. Hurto de hidroc arburos o sus deriv ados cuando se sus traigan de un oleoduc to, gasoduc to, naftaduc to 
o poliducto, o que se encuentren almacenados en fuentes inmediatas de abastec imiento o plantas de 
bombeo. 
13. Ex torsión en cuantía superior a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales v igentes. 
14. Lav ado de activ os cuy a cuantía sea o ex ceda de cien (100) salarios m ínimos legales mens uales. 
15. Tes taferrato cuy a cuantía sea o ex ceda de cien (100) salarios m ínimos legales mensuales. 
16. Enriquecimiento il ícito de partic ulares cuando el incremento patrimonial no justificado se deriv e en una 
u otra forma de las  ac tividades del ictiv as a que se refiere el  presente artículo, cuya cuantía s ea o ex ceda 
de cien (100) s alarios m ínimos legales mensuales. 
17. Concierto para delinquir agravado según el incis o 2º del artíc ulo 340 del C ódigo Penal. 
18. Entrenamiento para ac tividades ilíci tas. 
19. Terroris mo. 
20. Adminis tración de recursos relacionados con ac tividades terroristas. 
21. Ins tigación a delinquir  con fines terroris tas para los  casos prev istos en el inciso 2º del artículo 348 del 
Código Penal. 
22. Empleo o lanzamiento de s ustancias u objetos peligrosos con fines terror istas. 
23. De los deli tos señalados en el artíc ulo 366 del C ódigo Penal. 
24. Empleo, producción y almac enamiento de minas antipers onales. 
25. Ay uda e inducción al empleo, producción y  trans ferencia de minas antipersonales. 
26. Corrupc ión de alimentos, productos médicos o material profiláctic o con fines terroristas. 
27. Conservación o financiación de plantaciones il ícitas cuando la cantidad de plantas ex ceda de 8.000 
unidades o la de semillas sobrepasen los 10.000 gramos. 
28. Deli tos señalados en el artículo 376 del  Código Penal, agrav ados según el numeral  3 del artículo 384 
del mismo código. 



29. Destinación ilíci ta de muebles o inmuebles cuando la cantidad de droga elaborada, almacenada o 
transportada, v endida o usada, sea igual a las cantidades a que se refiere el li teral anterior. 
30. Del itos señalados en el artíc ulo 382 del Código Penal c uando su cantidad s upere los cien (100) kilos o 
los cien (100) li tros en cas o de s er l íquidos. 
31. Ex istencia, construcción y utiliz ación ilegal de pis tas de aterriz aje. 
Artículo 36. De los juec es penales del circuit o. Los jueces penales de circ uito conocen: 
1. Del rec urso de apelación contra los autos proferidos por los juec es penales municipales o cuando 
ejerzan la función de control de garantías. 
2. De los proces os que no tengan asignación es pecial de competenc ia. 
3. De la definición de competencia de los jueces penales o promiscuos municipales del mismo circ ui to. 
Artículo 37. De los juec es penales municipales. Los jueces penales municipales conocen: 
1. De los deli tos de lesiones personales. 
2. De los deli tos contra el patrimonio económico en c uantía equiv alente a una cantidad no s uperior en 
pesos  en ciento c incuenta (150) s alarios  mínimos mens uales legales  v igentes al  momento de la comisión 
del hecho. 
3. De los proc esos por del itos que requieren querella aunque el sujeto pasivo sea un menor de edad e 
implique inv estigación ofic iosa. 
La inv estigación de oficio no impide aplic ar, cuando la decisión se considere nec esaria, los efectos propios 
de la querel la para beneficio y  reparación integral de la v íctima del injus to. 
4. De la función de control de garantías. 
Artículo 38. D e los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad. Los jueces de ejec ución de 
penas y  medidas de seguridad conocen: 
1. De las decis iones necesarias para que las sentencias ejecutoriadas que impongan sanc iones penales 
se cumplan. 
2. De la ac umulación jurídic a de penas en caso de v arias s entencias condenatorias profer idas en proc esos 
distintos contra la misma persona. 
3. Sobre la libertad condicional y  su rev ocatoria. 
4. De lo relacionado con la rebaja de la pena y redención de pena por trabajo, es tudio o enseñanza. 
5. De la aprobación prev ia de las propuestas que formulen las autoridades penitenciarias o de las 
solici tudes de rec onocimiento de beneficios adm inis trativ os que supongan una modific ación en las 
condiciones de cumplimiento de la c ondena o una reducción del tiempo de privación efec tiva de libertad. 
6. De la v erificación del lugar y  condiciones en que se deba cumplir la pena o la medida de seguridad. 
Asimismo, del control para ex igir los correctiv os o imponerlos si se des atienden, y la forma como se 
cumplen las medidas de seguridad impuestas a los inimputables. 
En ejercicio de esta función, participarán con los  gerentes o directores  de los centros de rehabili tación en 
todo lo concerniente a los condenados inimputables y ordenará la modificación o ces ación de las 
respectivas medidas, de acuerdo con los informes suministrados  por los equipos terapéuticos 
responsables del cuidado, tratamiento y  rehabili tación de es tas personas. Si lo estima conv eniente podrá 
ordenar las veri ficaciones de rigor acudiendo a colaboraciones oficiales o priv adas. 
7. De la apl icación del  pr incipio de favorabilidad cuando debido a una ley  posterior hubiere lugar a 
reducción, modi fic ación, sustitución, suspensión o ex tinción de la sanción penal. 
8. De la ex tinc ión de la sanción penal. 
9. Del rec onocimiento de la inefic acia de la sentencia condenatoria cuando la norma incriminadora hay a 
sido declarada inex equible o hay a perdido s u v igencia. 
Parágrafo. Cuando se trate de c ondenados que goc en de fuero c ons titucional o legal, la competencia para 
la ejec ución de las sanciones penales corresponderá, en pr imera instancia, a los jueces de ejecución de 
penas y medidas de seguridad del lugar donde se encuentre cumpliendo la pena. La segunda instanc ia 
corres ponderá al respec tiv o juez de conocimiento. 
Artículo 39. De la función de control  de garantías. La función de control  de garantías será ejercida por un 
juez penal municipal del lugar en que s e cometió el deli to. 



Si más de un juez penal municipal res ultare competente para ejercer la función de control de garantías, 
esta será ejercida por el que se encuentre disponible de ac uerdo con los turnos prev iamente es tablecidos. 
El juez que ejerza el control de garantías quedará impedido para conocer del mismo caso en su fondo. 
Cuando el ac to sobre el cual deba ejercerse la función de control de garantías corresponda a un asunto 
que por competencia esté asignado a juez penal municipal, o concurra causal de impedimento y  solo 
ex ista un funcionario de dicha especialidad en el respec tiv o munic ipio, la función de control de garantías 
deberá ejercerla otro juez municipal del mismo lugar sin importar s u es pecialidad o, a fal ta de es te, del 
municipio más próx imo. 
Parágrafo 1º. En los casos que conozca la Corte Suprema de Jus ticia, la función de juez de control de 
garantías será ejercida por un magistrado de la Sala Penal del Tr ibunal Superior de Bogotá. 
Parágrafo 2º. C uando el lugar donde s e cometió el hecho pertenezca a un circuito en el que hay a cuatro o 
más jueces de esa categoría, uno de estos ejercerá la función de control de garantías. 
Artículo 40. Compet encia para imponer las penas y las medidas de seguridad. Anunc iado el s entido del 
fal lo, salv o las ex cepciones es tablecidas en es te c ódigo, el juez del c onocimiento será competente para 
imponer las penas y  las medidas de seguridad, dentro del término señalado en el capítulo correspondiente. 
Artículo 41. Compet encia para ejec utar. Ejec utoriado el fallo, el juez  de ejecución de penas y  medidas de 
seguridad será competente para los as untos relacionados con la ejecución de sanción. 
CAPITULO III 
Competenc ia territorial 
Artículo 42. División terr itorial para efecto del juzgamiento. El terri torio nacional  se divide para efec tos del 
juzgamiento en dis tritos, circ ui tos y  municipios. 
La Corte Suprema de Justicia tiene competencia en todo el terri torio nacional. 
Los tribunales superiores de dis tri to judic ial en el corres pondiente dis tri to. 
Los jueces de circui to especial izado en el respec tiv o dis trito. 
Los jueces del circuito en el res pec tivo circui to, salv o lo dispues to en norma espec ial. 
Los jueces municipales en el res pec tiv o municipio, salv o lo dispuesto en norma especial. 
Los jueces de ejecución de penas y  medidas de seguridad en el respec tiv o distr ito. 
Artículo 43. Competencia. Es competente para conocer del  juz gamiento el juez del lugar donde ocurrió el 
deli to. 
Cuando no fuere posible determinar el lugar de ocurrencia del hec ho, este s e hubiere realizado en v arios 
lugares, en uno incierto o en el ex tranjero, la competencia del juez de conocimiento se fi ja por el lugar 
donde se formule acusación por parte de la Fiscal ía General de la Nac ión, lo cual hará donde se 
encuentren los elementos fundamentales de la acusación. 
Las partes podrán controv ertir la competencia del juez únic amente en audiencia de formulación de 
acusación. 
Para escoger el juez de control de garantías en es tos cas os se atenderá lo señalado anteriormente. Su 
escogencia no determinará la del juez de c onocimiento. 
Artículo 44. Competencia excepcional. Cuando en el lugar en que debiera adelantarse la ac tuación no 
hay a juez, o el juez único o todos los juec es disponibles se hallaren impedidos, las salas administrativ as 
del Consejo Superior de la Judicatura, o los cons ejos s eccionales, según su competencia, podrán a 
petición de parte, y  para pres ervar los pr incipios de concentración, efic acia, menor cos to del serv icio de 
justicia e inmediación, ordenar el traslado temporal del juez que raz onablemente se considere el más 
próximo, as í s ea de di ferente municipio, circ ui to o distrito, para atender esas diligencias o el  des arrollo del 
proceso. La designación deberá recaer en funcionario de igual categoría, cuya competencia se entiende 
v álidamente prorrogada. La Sala Penal de la Corte, así c omo los funcionarios interes ados en el as unto, 
deberán ser informados de inmediato de esa decisión. 
Artículo 45. De la Fiscalía General de la Nación. El Fiscal General de la Nación y  sus delegados tienen 
competencia en todo el terri torio nacional. 
CAPITULO IV 
Cambio de radicación 



Artículo 46. Finalidad y procedencia. El cambio de radicación podrá dis ponerse excepcionalmente cuando 
en el territorio donde s e es té adelantando la ac tuac ión procesal existan circ uns tancias que puedan afectar 
el orden público, la imparcial idad o la independenc ia de la administración de justicia, las garantías 
procesales, la publ icidad del juzgamiento, la seguridad o integridad personal de los intervinientes, en 
especial de las víctimas, o de los servidores públ icos. 
Artículo 47. Solicitud de c ambio. Antes de iniciarse la audiencia del juicio oral, las partes, el Minis ter io 
Público o el Gobierno Nac ional, oralmente o por escri to, podrán s olici tar el cambio de radic ación ante el 
juez que es té conociendo del proceso, quien informará al superior competente para decidir. 
El juez que esté conociendo de la ac tuación también podrá sol icitar el cambio de radicación ante el 
funcionario competente para res olv erla. 
Parágrafo. El Gobierno Nacional solo podrá solicitar el c ambio de radicación por raz ones de orden públ ico 
o de seguridad de los interv inientes, en especial de las v íctimas, o de los serv idores públ icos. 
Artículo 48. Trámite. La solic itud debe ser debidamente s ustentada y  a ella se acompañarán los elementos 
cognosci tiv os pertinentes. El s uperior tendrá tres (3) días para decidir mediante auto contra el  cual no 
procede recurso alguno. El juicio oral no podrá iniciarse hasta tanto el superior no la decida. El juez que 
conozc a de la s olici tud rechazará de plano la que no c umpla con los requisi tos exigidos en es ta 
disposición. 
Artículo 49. Fijación del  sitio para continuar el proceso. El s uperior competente para resolver el c ambio de 
radicación señalará el lugar donde deba continuar el proc eso, previo informe del Gobierno Nacional o 
departamental sobre los sitios donde no sea conveniente fijar la nuev a radicación. 
Si el tribunal s uperior de distri to, al c onoc er del cambio de radicación, es tima conveniente que es ta se 
haga en otro distri to, la solicitud pas ará a la Corte Suprema de Justicia para que decida.  En este c aso la 
Corte podrá, si enc uentra proc edente el cambio de radicac ión, señalar otro dis tr ito, o escoger el si tio en 
donde debe c ontinuar el proces o en el mismo dis trito, prev io informe del Gobierno N acional  o 
departamental en el sentido anotado. 
CAPITULO V 
Competenc ia por razón de la conex idad y el fac tor s ubjetivo 
Artículo 50. Unidad proces al. Por cada deli to se adelantará una sola ac tuación procesal, cualquiera que 
sea el número de autores o partícipes, salv o las ex cepciones consti tucionales y legales. 
Los deli tos conexos se inv estigarán y juzgarán conjuntamente. La ruptura de la unidad procesal no genera 
nulidad siempre que no afecte las garantías consti tucionales. 
Artículo 51. C onexidad. Al formular la acus ación el fisc al podrá solici tar al juez de conocimiento que se 
decrete la conexidad cuando: 
1. El delito hay a sido cometido en coparticipación criminal. 
2. Se impute a una persona la comisión de más de un delito con una acción u omisión o varias acciones u 
omisiones, realizadas con unidad de tiempo y lugar. 
3. Se impute a una persona la comisión de v arios delitos, cuando unos se han realizado con el fin de 
faci litar la ejec ución o procurar la impunidad de otros; o con ocas ión o como cons ecuencia de otro. 
4. Se impute a una o más personas la comisión de uno o varios deli tos en las que ex ista homogeneidad en 
el modo de actuar de los autores o partícipes, relación raz onable de lugar y  tiempo, y , la evidenc ia 
aportada a una de las investigaciones pueda influir en la otra. 
Parágrafo. La defens a en la audiencia preparatoria podrá sol icitar se decrete la conexidad invocando 
alguna de las caus ales anteriores. 
Artículo 52. Compet encia por conexidad. C uando deban juz gars e deli tos conexos conocerá de ellos el juez 
de may or jerarquía de acuerdo con la competencia por razón del  fuero legal o la naturaleza del asunto; si 
corres ponden a la misma jerarquía s erá factor de competencia el terr itorio, en forma ex cluy ente y 
preferente, en el siguiente orden: donde se hay a cometido el deli to más grav e; donde se hay a realizado el 
mayor número de deli tos; donde se haya producido la primera aprehensión o donde se haya formulado 
primero la imputación. 
Cuando se trate de conex idad entre deli tos de competencia del juez penal de circui to es pecializ ado y 
cualquier otro funcionario judicial corres ponderá el juzgamiento a aquel. 



Artículo 53. Ruptura de la unidad proces al. Además de lo previsto en otras dispos iciones, no s e cons ervará 
la unidad procesal en los siguientes casos: 
1. Cuando en la comisión del deli to interv enga una pers ona para cuyo juzgamiento ex ista fuero 
constitucional o legal que implique cambio de competencia o que es té atribuido a una jurisdicción especial. 
2. Cuando s e decrete nulidad parcial de la actuación proces al que obligue a reponer el trámite con relación 
a uno de los acusados o de deli tos. 
3. Cuando no se hay a profer ido para todos los del itos o para todos los procesados decisión que 
anticipadamente ponga fin al proces o. 
4. Cuando la term inación del  proces o s ea producto de la aplic ación de los  mecanismos de justic ia 
restaurativ a o del principio de oportunidad y  no comprenda a todos los delitos o a todos los acus ados. 
5. Cuando en el juzgamiento las pruebas determ inen la posible existencia de otro deli to, o la v inculación de 
una persona en calidad de autor o partícipe. 
Parágrafo. Para los efec tos indicados en es te artículo se entenderá que el juez penal de circui to 
especializ ado es de superior jerarquía respecto del juez de circui to. 
CAPITULO VI 
Definición de competencia 
Artículo 54. Trámit e. Cuando el juez ante el cual s e hay a presentado la acusac ión manifies te su 
incompetencia, así lo hará s aber a las partes en la m isma audiencia y remitirá el asunto inmediatamente al 
funcionario que deba definirla, quien en el término improrrogable de tres (3) días decidirá de plano. Igual 
procedimiento se aplicará c uando se trate de lo prev isto en el  artículo 286 de es te código y  cuando la 
incompetencia la proponga la defensa. 
Artículo 55. Prórroga. Se entiende prorrogada la competencia si no s e manifiesta o alega la incompetenc ia 
en la oportunidad indic ada en el artículo anter ior, salv o que esta dev enga del factor subjetiv o o es té 
radicada en funcionario de superior jerarquía. 
En es tos eventos el juez, de ofic io o a sol icitud del fiscal o de la defens a, de encontrar la causal de 
incompetencia sobrev iniente en audiencia preparatoria o de juicio oral, remitirá el asunto ante el 
funcionario que deba definir la competencia, para que es te, en el término de tres (3) días, adopte de plano 
las decisiones a que hubiere lugar. 
Parágrafo. Para los efec tos indicados en es te artículo se entenderá que el juez penal de circui to 
especializ ado es de superior jerarquía respecto del juez de circui to. 
CAPITULO VII 
Impedimentos y  recusaciones 
Artículo 56. Causales de impedimento. Son causales de impedimento: 
1. Que el funcionario judic ial, su cóny uge o compañero o compañera permanente, o algún pariente suy o 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, tenga interés en la actuación 
procesal. 
2. Que el funcionario judicial sea acreedor o deudor de alguna de las partes, del denunciante, de la v íctima 
o del per judicado, de s u cóny uge o compañero permanente o algún pariente dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad. 
3. Que el funcionario judicial, o su cóny uge o compañero o compañera permanente, sea pariente dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, del apoderado o defensor de alguna de 
las partes. 
4. Que el  funcionario judicial haya sido apoderado o defensor de alguna de las  partes, o sea o hay a sido 
contraparte de cualquiera de ellos, o hay a dado cons ejo o manifestado su opinión sobre el asunto mater ia 
del proces o. 
5. Que ex ista amis tad íntima o enemistad grave entre alguna de las partes, denunciante, v íctima o 
perjudicado y el funcionario judicial. 
6. Que el funcionario haya dictado la providencia de cuy a rev isión se trata, o hubiere participado dentro del 
proceso, o sea cónyuge o compañero o c ompañera permanente o pariente dentro del cuarto grado de 
consaguinidad o civ il, o segundo de afinidad, del funcionario que dic tó la prov idencia a rev isar. 



7. Que el funcionario judicial haya dejado v encer, sin actuar, los términos que la ley señale al efecto, a 
menos que la demora sea debidamente justificada. 
8. Que el fiscal hay a dejado v enc er el término previsto en el artíc ulo 175 de este código para formular 
acusación o solici tar la preclusión ante el juez de conoc imiento. 
9. Que el funcionario judic ial, su c óny uge o compañero o compañera permanente, o pariente dentro del 
cuarto grado de cons anguinidad o civ il, o segundo de afinidad, sea socio, en sociedad colectiv a, de 
responsabil idad limi tada o en comandita simple o de hec ho, de alguna de las partes, del denunciante, de la 
v íctima o del perjudicado. 
10. Que el funcionario judicial  sea heredero o legatario de alguna de las partes, del denunciante, de la 
v íctima o del perjudicado, o lo sea su cóny uge o compañero o compañera permanente, o alguno de sus 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad. 
11. Que antes de formular la imputación el funcionario judicial hay a es tado v inculado legalmente a una 
inv estigación penal,  o disciplinar ia en la que le hay an formulado cargos, por denunc ia o queja instaurada 
por alguno de los interv inientes. Si la denuncia o la queja fuere presentada con posterioridad a la 
formulación de la imputación, proc ederá el  impedimento c uando se v incule jurídicamente al funcionario 
judicial. 
12. Que el juez hay a interv enido como fiscal dentro de la ac tuación. 
13. Que el juez hay a ejercido el control de garantías o conocido de la audiencia preliminar de 
reconsideración, caso en el cual quedará impedido para conocer el juicio en su fondo. 
14. Que el juez hay a conocido de la solici tud de preclus ión formulada por la Fiscal ía General de la N ación 
y  la hay a negado, caso en el cual quedará impedido para conoc er el juicio en su fondo. 
15. Que el juez o fiscal  hay a sido asistido judicialmente, durante los úl timos tres (3) años, por un abogado 
que s ea parte en el proc eso. 
Artículo 57. Trámite para el impedimento. Cuando el funcionario judicial se encuentre incurso en una de las 
causales de impedimento deberá manifestarlo a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia o a la sala 
penal del tribunal de dis tri to, según corresponda, para que s ea sustraído del conocim iento del asunto. 
Artículo 58. Impedimento del Fiscal General de la Nac ión. Si el Fiscal General de la Nación se declarare 
impedido o no ac eptare la rec usación, env iará la actuación a la Sala Plena de la Corte Suprema de 
Justicia, para que resuelva de plano. 
Si prosperare el impedimento o la recusac ión, c ontinuará c onociendo de la actuación el Vicefisc al General 
de la N ación. 
Artículo 59. Impedimento conjunto. Si la c aus al de impedimento s e ex tiende a varios integrantes de las 
salas de decis ión de los tribunales, el trámite se hará conjuntamente. 
Artículo 60. Requisitos y formas de recusación. Si el funcionario en quien s e dé una c ausal de 
impedimento no la declarare, cualquiera de las partes podrá recusarlo. 
La rec usación se propondrá y decidirá en los términos de es te código. 
Artículo 61. Improc edencia del  impedimento y de la rec usación. No son recusables  los funcionarios 
judiciales a quienes corres ponda decidir el incidente. No habrá lugar a recus ación cuando el motiv o de 
impedimento s urja del cambio de defens or de una de las partes, a menos que la formule la parte contrar ia 
o el Ministerio Público. 
Artículo 62. Suspensión de la actuación proces al. Desde cuando se pres ente la recus ación o se manifies te 
el impedimento del funcionario judicial hasta que se resuelv a definitiv amente, se sus penderá la ac tuac ión. 
Cuando la recusación propues ta por el proc esado o s u defensor se declare infundada, no c orrerá la 
prescr ipción de la acción entre el momento de la petición y la decisión corres pondiente. 
Artículo 63. Impediment os y recus ación de otros f uncionarios y empleados. Las caus ales de impedimento 
y  las sanciones se aplicarán a los fiscales, agentes del Ministerio Público, miembros de los organis mos 
que c umplan funciones permanentes o transitorias de policía judicial, y empleados de los despachos 
judiciales, quienes las pondrán en conocimiento de su inmediato superior tan pronto como adv iertan su 
ex istencia, sin perjuicio de que los interesados puedan recusarlos. El superior decidirá de plano y, si 
hallare fundada la causal de recusación o impedimento, proc ederá a reemplazarlo. 



Cuando s e trate de impedimento o rec usación de pers onero munic ipal, la mani fes tación se hará ante el 
procurador prov incial de su jurisdicción, quien procederá a reemplazarlo, si hubiere lugar a ello, por un 
funcionario de s u propia dependencia o de la misma pers onería, o por el personero del municipio más  
cercano. 
En los casos de la Procuraduría General de la Nación, Fiscalía General de la Nación y  demás entidades 
que tengan funciones de polic ía judicial, s e entenderá por superior la persona que indique el jefe de la 
respectiva entidad, conforme a su es truc tura. 
En es tos casos no s e suspenderá la ac tuación. 
Artículo 64. Desaparición de la caus al. En ningún caso se recuperará la competencia por la des aparición 
de la causal de impedimento. 
Artículo 65. Improcedencia de la impugnación. Las decisiones que se profieran en el trámite de un 
impedimento o recusación no tendrán recurso alguno. 
T I T U L O II 
ACCION PENAL 
CAPITULO I 
Dis posiciones generales 
Artículo 66. Titularidad y obl igat oriedad. El Estado, por intermedio de la Fiscal ía General de la Nación, es tá 
obligado a ejercer la acción penal y  a realizar la inv estigación de los hec hos que rev istan las 
carac terís tic as de un deli to, de oficio o que lleguen a s u conocim iento por medio de denuncia, petición 
especial, querella o cualquier otro medio, salvo las excepciones c ontempladas en la Cons titución Pol ítica y 
en es te código. 
No podrá, en c onsecuencia, sus pender, interrumpir ni renunc iar a la pers ecución penal, salv o en los c asos 
que es tablezca la ley  para aplicar el  principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política 
criminal del Es tado, el cual es tará s ometido al c ontrol de legalidad por parte del juez de c ontrol de 
garantías. 
Artículo 67. Deber de denunciar. Toda persona debe denunciar a la autoridad los deli tos de c uy a comisión 
tenga conocimiento y que deban inv estigars e de oficio. 
El serv idor público que conozc a de la com isión de un deli to que deba inv estigarse de oficio, iniciará sin 
tardanza la inv estigación si  tuv iere competenc ia para ello; en c aso contrario, pondrá inmediatamente el 
hecho en c onocimiento ante la autoridad competente. 
Artículo 68. Ex oneración del deber de denunciar. Nadie está obligado a formular denunc ia contra s í mismo, 
contra su c óny uge, compañero o compañera permanente o contra sus par ientes dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o civ il, o segundo de afinidad, ni a denunciar cuando medie el secreto profesional. 
Artículo 69. Requisitos de la denuncia,  de la querel la o de la petición. La denuncia, querel la o petición se 
hará v erbalmente, o por escri to, o por cualquier medio técnic o que permita la identi ficación del autor, 
dejando constancia del día y hora de su presentación y  contendrá una relación detallada de los hechos 
que conozca el denunc iante. Este deberá manifestar, si le consta, que los mis mos hechos y a han sido 
puestos en conocimiento de otro funcionario. Quien la reciba advertirá al denunciante que la falsa 
denuncia implica responsabilidad penal. 
En todo caso s e inadmiti rán las denuncias sin fundamento. 
La denuncia solo podrá ampliars e por una sola vez a instancia del denunciante, o del funcionario 
competente, sobre aspectos de importancia para la investigación. 
Los escr itos anónimos que no s uministren evidencias o datos concretos que permitan encauzar la 
inv estigación se archiv arán por el fiscal correspondiente. 
Artículo 70. Condiciones de procesabilidad. La querella y la petición especial  son condiciones de 
procesabilidad de la acción penal. 
Cuando el deli to requiera petición especial deberá ser presentada por el Procurador General de la Nación. 
Artículo 71. Querellante legítimo. La querel la únic amente puede s er presentada por el sujeto pasiv o del 
deli to. Si este fuere incapaz o persona jurídic a, debe ser formulada por su representante legal. Si el 
querel lante legítimo ha fallecido, podrán pres entarla sus herederos. 



Cuando el  sujeto pasiv o estuv iere imposibi litado para formular la querella, o sea incapaz y carezc a de 
representante legal, o este sea autor o partícipe del delito, puede pres entar la el Defensor de F amilia, el 
agente del Ministerio Públic o o los perjudicados direc tos. 
En el deli to de inasistencia alimentaria s erá también querellante legítimo el Defensor de F amilia. 
El Procurador General de la Nación podrá formular querella cuando se afecte el interés público o colec tiv o. 
La intervención de un s erv idor público como representante de un menor incapaz, no impide que pueda 
conciliar o desistir. El juez tendrá es pecial cuidado de v erific ar que la caus a de esta ac tuación o del  
acuerdo, se produzca en beneficio de la v íctima para garantizar la reparación integral o la indemnización 
económic a. 
Artículo 72. Ext ensión de la querella. La querella se ex tiende de derecho contra todos los que hubieren 
participado en el delito. 
Artículo 73. Caducidad de la querel la. La querella debe presentarse dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la comisión del delito. No obs tante, cuando el querellante legítimo por razones de fuerza 
mayor o caso fortui to acredi tados no hubiere tenido conocimiento de su ocurrencia, el término se contará a 
partir del momento en que aquellos desaparezcan, sin que en es te caso sea superior a seis (6) meses. 
Artículo 74. Delitos que requieren querella. Para iniciar la acción penal será nec esario querella en los 
siguientes deli tos, excepto c uando el sujeto pasivo sea un menor de edad: 
1. Aquellos que de conformidad con el C ódigo Penal no tienen s eñalada pena priv ativ a de la libertad. 
2. Inducción o ay uda al suicidio (C. P. artículo 107); lesiones personales sin secuelas que produjeren 
incapacidad para trabajar o enfermedad sin ex ceder de sesenta (60) días (C. P. artículo 112 incisos 1º y 
2º); lesiones personales con deformidad física transi toria (C. P. artíc ulo 113 incis o 1º); les iones personales 
con perturbación funcional trans itoria (C. P. artículo 114 inciso 1º); parto o aborto preterintencional (C. P. 
artículo 118); lesiones personales culposas (C. P. artículo 120); omisión de socorro (C. P. artículo 131); 
v iolación a la libertad religiosa (C. P. artículo 201); injur ia (C. P. artíc ulo 220); calumnia (C. P. artículo 221); 
injuria y calumnia indirecta (C. P. artíc ulo 222); injur ia por v ías de hecho (C. P. artículo 226); injur ias 
recíprocas (C. P. artículo 227); v iolencia intrafamiliar (C. P. artículo 229); maltrato mediante restricción a la 
libertad física (C. P. artículo 230); inas istencia al imentaria (C. P. artículo 233); malv ersación y  dilapidación 
de los  bienes de familiares (C.  P. artículo 236); hurto simple cuy a c uantía no ex ceda de ciento cinc uenta 
(150) salarios mínimos mensuales legales v igentes (C. P. artículo 239 inciso 2º); alteración, desfiguración y 
suplantación de marcas de ganado (C. P. artíc ulo 243); estafa c uya cuantía no ex ceda de ciento cinc uenta 
(150) salarios mínimos mensuales legales v igentes (C. P. artículo 246 incis o 3°); emisión y  transferenc ia 
ilegal de cheques  (C. P. artículo 248);  abuso de c onfianza (C. P. artículo 249); aprovechamiento de error 
ajeno o caso fortui to (C. P. artículo 252); alzamiento de bienes (C. P. artíc ulo 253); dis posición de bien 
propio grav ado con prenda (C. P. artíc ulo 255); defraudación de fluidos (C. P. artíc ulo 256); acceso ilegal 
de los serv icios de telecomunicaciones (C. P. artíc ulo 257); malversación y  dilapidación de bienes (C. P. 
artículo 259); usurpación de tierras (C. P. artículo 261); usurpación de aguas (C. P. artículo 262); inv asión 
de tierras o edi ficios (C. P. artíc ulo 263); perturbación de la posesión sobre inmuebles (C. P. artíc ulo 264); 
daño en bien ajeno (C. P. artículo 265); usura y  recargo de v entas a plazo (C. P. artículo 305); falsa 
autoacusac ión (C. P. artículo 437); infidelidad a los deberes profesionales (C. P. artículo 445). 
Artículo 75. Delitos que requieren petición espec ial. La acción penal se iniciará por petición del Procurador 
General de la N ación, cuando el deli to s e cometa en el extranjero, no hubiere sido juz gado, el sujeto activ o 
se encuentre en Colombia y  se cumplan los siguientes requisitos: 
1. Si se ha cometido por nacional c olombiano, cuando la ley  colombiana lo repr ima con pena privativ a de 
la libertad cuy o mínimo no sea infer ior a dos (2) años. 
2. Si  se ha cometido por extranjero, c uando sea perjudicado el Es tado o nacional c olombiano y  tenga 
prevista pena priv ativa de la libertad cuy o mínimo no sea inferior a dos (2) años. 
3. Si se ha cometido por extranjero, cuando s ea perjudicado otro extranjero, se hubiese s eñalado pena 
priv ativ a de la l ibertad cuy o mínimo s ea s uperior a tres (3) años, no se trate de deli to pol ítico y no s ea 
concedida la ex tradición. 
4. En los delitos por violac ión de inmunidad diplomática y  ofensa a diplomáticos. 



Artículo 76. Desistimiento de la querella. En c ualquier momento de la ac tuac ión y  antes de concluir la 
audiencia preparatoria, el querellante podrá manifes tar v erbalmente o por escri to su des eo de no continuar 
con los proc edimientos. 
Si al momento de pres entarse la sol icitud no s e hubiese formulado la imputación, le corresponde a la 
Fiscalía v erificar que el la sea v oluntaria, libre e informada, antes de proceder a aceptarla y  archiv ar las 
diligenc ias. 
Si se hubiere formulado la imputación le c orresponderá al juez  de conoc imiento, luego de esc uchar el 
parecer de la Fisc al ía, determinar si acepta el desis timiento. 
En cualquier caso el desis timiento s e hará extensiv o a todos los autores o partícipes del deli to inv estigado, 
y  una v ez aceptado no admitirá retractación. 
Artículo 77. Extinción. La acción penal s e ex tingue por muerte del imputado o acus ado, prescripción, 
aplicación del principio de oportunidad, amnistía, oblación, caducidad de la querella, desis timiento, y  en los  
demás casos contemplados por la ley. 
Artículo 78. Trámite de la extinción. La ocurrenc ia del hecho generador de la ex tinción de la acción penal  
deberá ser manifes tada por la F iscal ía General  de la Nación mediante orden suc intamente motiv ada. Si la 
causal se presentare antes de formulars e la imputación el fiscal será competente para decretarla y ordenar 
como consecuenc ia el archivo de la ac tuación. 
A parti r de la formulación de la imputación la Fiscalía deberá solicitar al juez de conocimiento la preclusión. 
Parágrafo. El imputado o ac usado podrá renunciar a la prescripción de la acción penal dentro de los cinco 
(5) días siguientes a la comunic ación del arc hiv o de la inv estigación. Si se tratare de sol icitud de 
preclusión, el imputado podrá manifestar su renuncia únicamente durante la audiencia c orrespondiente. 
Artículo 79. Archiv o de las dil igencias. Cuando la Fiscalía tenga c onocimiento de un hecho respec to del 
cual constate que no existen motivos o circunstancias fác ticas que permitan su caracter ización como 
deli to, o indiquen s u posible ex istencia como tal, dispondrá el arc hiv o de la actuación. 
Sin embargo, s i surgieren nuev os elementos probatorios  la indagación se reanudará mientras no se hay a 
ex tinguido la acción penal. 
Artículo 80. Efectos de la extinción. La extinción de la acción penal producirá efectos de cos a juz gada. Sin 
embargo, no se ex tenderá a la acción civil deriv ada del injus to ni a la acción de ex tinción de dominio. 
Artículo 81. Continuación de la persecución penal para los demás imputados o proc esados. La acción 
penal deberá c ontinuarse en relación con los imputados o proc esados en quienes no c onc urran las 
causales de ex tinción. 
CAPITULO II 
Comiso 
Artículo 82. Procedencia. El c omiso procederá sobre los bienes y  recursos del penalmente res pons able 
que provengan o sean producto directo o indirec to del delito, o sobre aquellos utilizados o destinados a s er 
uti lizados en los  delitos  dolosos como medio o ins trumentos para la ejecución del mismo, sin perjuicio de 
los derechos que tengan sobre ellos los sujetos pasiv os o los terc eros de buena fe. 
Cuando los bienes o recurs os producto directo o indirecto del  deli to s ean mezclados o enc ubiertos c on 
bienes de l íci ta procedencia, el comiso procederá has ta el valor estimado del producto il ícito, salv o que 
con tal conducta se configure otro deli to, pues en este úl timo evento proc ederá sobre la total idad de los 
bienes comprometidos en ella. 
Sin perjuicio también de los derechos de las v íctimas y  terceros de buena fe, el comiso procederá sobre 
los bienes del penalmente res ponsable cuy o v alor corresponda o sea equiv alente al de bienes produc to 
directo o indirecto del deli to, cuando de es tos no sea posible su local ización, identi fic ación o afectación 
material, o no resulte procedente el comiso en los términos prev istos en los incis os precedentes. 
Decretado el comiso, los bienes pasarán en forma defini tiva a la Fisc al ía General de la N ación a trav és del 
Fondo Es pecial para la Adminis tración de Bienes, a menos que la ley  disponga su des trucción o 
des tinación di ferente. 
Parágrafo. Para los efectos del comis o se entenderán por bienes todos los que sean susceptibles de 
v aloración económica o s obre los cuales pueda recaer derecho de dominio, c orporales o inc orporales, 



muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los documentos o instrumentos que pongan de 
manifiesto el derecho sobre los mismos. 
Artículo 83. Medidas cautelares sobre bienes susceptibles de comiso. Se tendrán como medidas 
materiales  con el  fin de garantizar el  comis o la incautación y ocupación, y  como medida jurídica la 
suspensión del poder dispositiv o. 
Las anteriores medidas procederán cuando se tengan motiv os fundados para inferi r que los bienes o 
recurs os son producto direc to o indirec to de un deli to doloso, que su v alor equiv ale a dic ho producto, que 
han sido uti lizados o estén des tinados a ser utilizados como medio o instrumento de un delito doloso, o 
que cons ti tuy en el objeto material del mismo, salvo que deban s er dev uel tos al sujeto pas ivo, a las 
v íctimas o a terceros. 
Artículo 84. Trámite en la incautación u ocupación de bienes con fines de comis o. Dentro de las treinta y 
seis (36) horas  siguientes a la incautación u ocupación de bienes o recursos c on fines  de comiso, 
efectuadas por orden del Fiscal General de la Nación o su delegado, o por acción de la Polic ía J udicial en 
los ev entos señalados en este c ódigo, el fiscal  comparecerá ante el juez  de control de garantías para que 
real ice la audiencia de rev isión de la legalidad sobre lo actuado. 
Artículo 85. Suspensión del poder dispositivo. En la formulac ión de imputación o en audiencia preliminar el 
fiscal  podrá solici tar la s uspensión del poder dispositiv o de bienes y  recurs os con fines de comiso, que se 
mantendrá hasta tanto s e resuelva sobre el mis mo con carác ter defini tiv o o se dis ponga s u devolución. 
Presentada la solic itud, el juez de control de garantías dispondrá la suspensión del poder dispos itivo de los 
bienes y recursos cuando cons tate alguna de las circunstancias previstas en el artículo 83. Si determina 
que la medida no es proc edente, el fiscal ex aminará si el bien s e enc uentra dentro de una c ausal de 
ex tinción de dominio, ev ento en el c ual  dis pondrá en forma inmediata lo pertinente para que se promuev a 
la acción respec tiv a. 
En todo caso, para solicitar la suspensión del poder disposi tivo de bienes y  recursos con fines de comiso, 
el fiscal tendrá en cuenta el interés de la jus ticia, el valor del bien y la v iabilidad económica de su 
adminis trac ión. 
Artículo 86. Administración de los bienes. Los bienes y  recursos que sean objeto de medidas con fines de 
comiso quedarán a dis posición del F ondo Es pecial para la Administración de Bienes de la Fiscal ía General 
de la Nación para su administración de acuerdo con los sis temas que para tal efec to es tablezc a la ley , y 
deberán ser relacionados en un Regis tro Público N acional de Bienes. Tales medidas deberán inscr ibi rse 
dentro de los tres (3) días siguientes a s u adopción en las oficinas de registro c orrespondientes cuando la 
naturaleza del bien lo permita. 
Parágrafo. Se exceptúan de la administración del Fondo Es pecial para la Administración de Bienes de la 
Fiscalía General de la Nación los bienes que tienen el carácter de elemento material probatorio y  ev idencia 
fís ica, que serán objeto de las normas prev istas en este c ódigo para la cadena de cus todia. 
Artículo 87. D estrucción del objeto material del delito. En las ac tuaciones por deli tos c ontra la s alud 
pública, los derechos de autor, falsi ficación de moneda o las conduc tas descritas en los artíc ulos 300, 306 
y 307 del C ódigo Penal, los bienes que consti tuyen su objeto material una v ez cumplidas las previsiones 
de es te código para la cadena de custodia y  establecida su ilegi timidad por informe del peri to oficial, serán 
des truidos por las autoridades de pol icía judicial en pres encia del fiscal y  del agente del Ministerio Públic o. 
Artículo 88. Dev olución de bienes. Además de lo previsto en otras disposiciones  de este código, antes de 
formularse la ac usación y por orden del fisc al, y  en un término que no puede ex ceder de seis meses, serán 
dev uel tos los bienes y  recursos incautados u oc upados a quien tenga derec ho a recibirlos cuando no sean 
neces arios para la indagación o inv estigación, o se determine que no se enc uentran en una circunstanc ia 
en la cual proc ede su comiso; sin embargo, en caso de requerirse para promov er acción de ex tinc ión de 
dominio dispondrá lo pertinente para dic ho fin. 
En las mismas circ uns tancias, a petición del fiscal o de quien tenga interés legítimo en la pretensión, el 
juez que ejerc e las funciones de control de garantías dispondrá el lev antamiento de la medida de 
suspensión del poder dispositiv o. 
Artículo 89. Bienes o recurs os no reclamados. Ordenada la devolución de bienes o recurs os, se 
comunicará a quien tenga derec ho a recibirlos para que los reclame dentro de los quince (15) días 



siguientes  a la dec isión que as í lo determine. Transc urrido el  térm ino anterior sin que los bienes  sean 
reclamados, se dejarán a disposición del Fondo Es pecial para la Administración de Bienes de la Fiscal ía 
General de la Nac ión. 
De la m isma forma se proc ederá si  se desc onoce al  titular, poseedor o tenedor de los  bienes que fueron 
afectados. 
Lo dis puesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo establecido en normas es peciales. 
Artículo 90. Omisión de pronunciamiento s obre los bienes. Si en la sentencia o dec isión con efectos 
equiv alentes se omite el pronunc iamiento defini tiv o s obre los bienes afec tados c on fines  de comiso, la 
defensa, el fiscal o el Ministerio Público podrán solici tar en la misma audienc ia la adición de la decisión c on 
el fin de obtener el res pectiv o pronunciamiento. 
Artículo 91. Suspensión y cancelación de la personería jurí dica. En cualquier momento y  antes de 
presentarse la acusación, a petición de la F iscal ía, el juez de control de garantías ordenará a la autor idad 
competente que, prev io el cumpl imiento de los requisi tos legales es tablecidos para ello, proceda a la 
suspensión de la pers onería jurídic a o al cierre temporal de los locales o es tablecimientos abiertos al 
público, de personas jurídicas o naturales, cuando ex istan motivos fundados que permitan inferi r que se 
han dedicado total o parcialmente al desarrol lo de ac tiv idades delictiv as. 
Las anteriores medidas se dispondrán con carácter definitiv o en la sentencia condenatoria cuando exista 
convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que las originaron. 
CAPITULO III 
Medidas cautelares 
Artículo 92. Medidas cautelares s obre bienes. El juez de control de garantías, en la audiencia de 
formulación de la imputación o con pos terioridad a el la, a petición del fisc al o de las v íctimas direc tas podrá 
decretar sobre bienes del  imputado o del acusado las  medidas c autelares neces arias para proteger el 
derecho a la indemniz ación de los perjuicios causados con el deli to. 
La víctima direc ta acredi tará sumariamente s u condición de tal, la naturaleza del daño recibido y  la cuantía 
de su pretensión. 
El embargo y  secues tro de los bienes se ordenará en cuantía suficiente para garantizar el pago de los 
perjuicios que se hubieren ocasionado, prev ia caución que se debe prestar de ac uerdo al régimen 
establecido en el Código de Procedimiento Civ il, salv o que la solici tud sea formulada por el fiscal o que 
ex ista motivo fundado para ex imir de ella al peticionante. El juez, una v ez decretado el embargo y 
secues tro, designará s ecuestre y adelantará el trámite posterior c onforme a las normas que regulan la 
materia en el Código de Procedimiento Civ il. 
Cuando las medidas afecten un bien inmueble que esté ocupado o habi tado por el imputado o ac usado, se 
dejará en s u poder a título de depósito gratui to, con el compromiso de entregarlo a un s ecuestre o a quien 
el funcionario indique si se profiere sentencia condenatoria en su contra. 
Parágrafo. En los procesos en los que sean v íctimas los menores de edad o los incapaces, el Minis ter io 
Público podrá solici tar el embargo y secuestro de los bienes del imputado en las mismas condiciones 
señaladas en este artículo, salv o la obligación de prestar caución. 
Artículo 93. Criterios para decretar medidas cautelares. El juez al decretar embargos y secuestros los 
limitará a lo neces ario, de ac uerdo c on las reglas es tablecidas en el C ódigo de Procedimiento Civ il. 
El juez  a s olici tud del  imputado, acus ado o condenado, deberá ex aminar la necesidad de las medidas 
cautelares y, si lo c onsidera pertinente, sus tituir las por otras menos gravosas o reducirlas cuando sean 
ex cesiv as. 
Artículo 94. Proporcionalidad. No s e podrán ordenar medidas cautelares sobre bienes del imputado o 
acusado cuando aparezcan desproporcionadas en relación con la grav edad del daño y  la probable 
sentencia sobre la pretensión de reparac ión integral o tasación de perjuicios. 
Artículo 95. C umplimient o de las  medidas. Las medidas cautelares se cumpl irán en forma inmediata 
después de haber sido decretadas, y se noti ficarán a la parte a quien afec tan, una v ez cumpl idas. 
Artículo 96. Des embargo. Podrá dec retarse el desembargo de bienes, c uando el  imputado preste caución 
en dinero efectivo o mediante póliza de compañía de seguros o garantía bancaria, por el monto que el juez 



señale para garantizar el pago de los daños y  per juicios que llegaren a establecers e, como de las demás 
obligaciones de contenido económico a que hubiere lugar. 
La caución en dinero efectiv o se considerará embargada para todos los efectos legales. 
Señalado el monto de la caución, el interesado deberá prestarla dentro de un término no mayor de v einte 
(20) días contados a partir de la fecha en que se impuso. 
Cuando s e profiera preclusión o s entencia absolutoria se condenará al peticionario temerario al pago de 
los perjuicios que con la práctica de las medidas cautelares se hubieren ocasionado al imputado. 
Artículo 97. Prohibición de enajenar. El imputado dentro del proceso penal no podrá enajenar bienes  
sujetos a regis tro durante los seis (6) meses siguientes a la formulación de la imputación, a no ser que 
antes se garantice la indemnizac ión de perjuicios o hay a pronunciamiento de fondo sobre su inocenc ia. 
Esta obligación deberá ser impuesta expresamente en la audiencia c orrespondiente. Cualquier 
negociación que se haga s obre los bienes sin autor ización del juez será nula y así se deberá decretar. 
Para los efectos del presente artículo el juez comunicará la prohibición a la oficina de registro 
corres pondiente. 
Lo anterior sin perjuic io de los negocios jurídic os real izados con anterioridad y  que deban perfeccionarse 
en el transc urso del proceso y  de los derechos de los terceros de buena fe, quienes podrán hacerlos v aler, 
personalmente o por intermedio de abogado dentro de una audiencia preliminar que deberá proponerse, 
para ese único fin, desde la formulación de la imputación hasta antes de iniciarse el  juicio oral, con base 
en los motiv os existentes al tiempo de su formulación. El juez que conozc a del asunto res olv erá de plano. 
Artículo 98. Autoriz aciones  especiales. El juez podrá autor izar que se real icen operaciones  mercanti les 
sobre los bienes descr itos en el artículo anterior, cuando aquel las sean necesarias para el pago de los 
perjuicios. Igual  autoriz ación proc ederá para los bienes entregados en forma provisional. El  negoc io 
jurídic o deberá ser autorizado por el  funcionario, y  el importe deberá c onsignarse direc tamente a órdenes 
del despacho judicial. 
Cuando la venta s ea necesaria en desarrollo del gi ro ordinario de los negocios del sindicado o es té 
acredi tada la ex istencia de bienes suficientes para atender una eventual indemniz ación, se podrá autoriz ar 
aquella. 
Artículo 99. Medidas patrimoniales a fav or de las víctimas. El fiscal, a solicitud del interes ado, podrá: 
1. Ordenar la resti tución inmediata a la víc tima de los bienes objeto del deli to que hubieren sido 
recuperados. 
2. Autorizar a la v íctima el uso y  dis frute provisional de bienes que, habiendo sido adquir idos  de buena fe, 
hubieran sido objeto de deli to. 
3. Reconocer las ay udas provisionales con cargo al fondo de compensación para las víctimas. 
Artículo 100. Afectación de bienes en del itos culpos os. En los del itos culposos, los v e hículos automotores, 
nav es o aeronav es o cualquier unidad montada sobre ruedas y  los demás objetos que tengan libre 
comercio, una v ez cumplidas dentro de los diez (10) días siguientes las prev isiones de es te código para la 
cadena de custodia, se entregarán prov isionalmente al propietario, pos eedor o tenedor legítimo, salv o que 
se hay a solici tado y  decretado s u embargo y  secuestro. 
Tratándos e de v ehículos de serv icio público colectiv o, podrán ser entregados a título de depósi to 
provisional al representante legal de la empresa a la cual s e encuentre afil iado c on la obligac ión de rendir 
cuentas sobre lo producido en el término que el func ionario judicial determine y la dev oluc ión cuando así lo 
disponga. En tal caso, no proc ederá la entrega hasta tanto no se tome decisión defini tiva respecto de ellos. 
La entrega será defini tiv a cuando s e garantice el pago de los per juicios, o se hay an embargado bienes del 
imputado o ac usado en cuantía s uficiente para proteger el derecho a la indemnización de los perjuicios 
causados con el deli to. 
Artículo 101. Suspensión y cancelación de registros obtenidos fraudulentament e. En cualquier momento y 
antes de presentarse la acusación, a petición de la Fiscalía, el juez de control de garantías dispondrá la 
suspensión del poder disposi tiv o de los bienes sujetos a registro cuando existan motiv os fundados para 
inferi r que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente. 



En la sentencia condenatoria se ordenará la cancelación de los títulos y  registros respec tiv os cuando 
ex ista conv encimiento más allá de toda duda razonable sobre las circuns tancias que originaron la anterior 
medida. 
Lo dis puesto en es te artículo también se aplicará respec to de los títulos v alores sujetos a es ta formalidad y 
obtenidos fraudulentamente. 
Si estuviere acredi tado que c on base en las calidades  jurídicas deriv adas  de los títulos c anc elados se 
están adelantando proc esos ante otras autoridades, se pondrá en conocimiento la decisión de cancelación 
para que se tomen las medidas correspondientes. 
CAPITULO IV 
Del ejercicio del incidente de reparac ión integral 
Artículo 102. Proc edencia y ejercicio del incidente de reparación integral. Emitido el sentido del fallo que 
declara la responsabilidad penal del ac usado y , previa solicitud ex presa de la víctima, o del fiscal o del 
Minister io Público a ins tancia de ella,  el juez fallador abri rá inmediatamente el incidente de reparación 
integral de los daños c aus ados con la conduc ta criminal, y  convocará a audiencia pública dentro de los 
ocho (8) días siguientes. 
Cuando la pretens ión sea exclusiv amente económica, s olo podrá ser formulada por la v íctima directa, sus 
herederos, suc esores o causahabientes. 
Artículo 103. Trám ite del incidente de reparación integral. Iniciada la audiencia el incidentante formulará 
oralmente su pretensión en contra del declarado penalmente respons able, con ex presión concreta de la 
forma de reparación integral a la que aspira e indicación de las pruebas que hará valer. 
El juez ex aminará la pretensión y deberá rechaz arla si quien la promuev e no es víctima o está acredi tado 
el pago efectiv o de los perjuic ios y este fuere la única pretensión formulada. La decisión negativa al 
reconocim iento de la condición de v íctima s erá objeto de recurs o de impugnación en los términos de es te 
código. 
Admitida la pretensión el juez la pondrá en c onoc imiento del  declarado penalmente responsable y  ac to 
seguido ofrecerá la pos ibil idad de una conciliación que de prosperar dará término al incidente y  lo all í 
acordado se incorporará a la sentencia. En caso contrario el juez fijará fecha para una nueva audienc ia 
dentro de los ocho (8) días siguientes para intentar nuev amente la conc iliación y de no lograrse el 
declarado penalmente respons able deberá ofrecer s us propios medios de prueba. 
Artículo 104. Audiencia de pruebas y alegaciones. El día y hora señalados el juez realizará la audiencia, la 
cual iniciará con una invitación a los interv inientes  a conc iliar. De lograrse el  ac uerdo su contenido se 
incorporará a la decisión. En c aso contrario, se procederá a la práctica de la prueba ofrecida por cada 
parte y  se oirá el fundamento de sus pretensiones. 
Parágrafo. La ausencia injustificada del solicitante a las audiencias de este trámite implic ará el 
desistimiento de la pretensión, el archiv o de la solici tud, y  la condenatoria en cos tas. 
Si injus tificadamente no compareciere el  declarado penalmente res ponsable se recibi rá la prueba ofrecida 
por los presentes y , con base en ella, s e resolv erá. Quien no c omparezca, habiendo sido ci tado en forma 
debida, quedará v inculado a los res ultados de la decisión del incidente. 
Artículo 105. Dec isión de reparación integral. En la misma audiencia el juez adoptará la decisión que 
ponga fin al incidente, la cual se inc orporará a la sentenc ia de res ponsabilidad penal. 
Artículo 106. Caduc idad. La solici tud para la reparación integral  por medio de este proc edim iento es pecial 
caduc a treinta (30) días después de haberse anunciado el fallo de responsabil idad penal. 
Artículo 107. Tercero civilmente responsable. Es la persona que según la ley civil deba res ponder por el 
daño caus ado por la conducta del condenado. 
El terc ero civ ilmente responsable po drá ser ci tado o acudir al incidente de reparación a solic itud de la 
v íctima del condenado o su defens or. Esta citación deberá realizarse en la audiencia que abra el trámite 
del incidente. 
Artículo 108. Citación del asegurador. Ex clusiv amente para efec tos de la conci liación de que trata el 
artículo 103, la víc tima,  el  condenado, su defensor o el tercero civ ilmente respons able podrán pedir la 
citación del as egurador de la responsabi lidad civ il amparada en virtud del contrato de seguro v álidamente 
celebrado, quien tendrá la facul tad de participar en dicha conciliación. 



T I T U L O III 
MINIST ER IO PUBLICO 
Artículo 109. El Ministerio Públ ico. El Ministerio Público interv endrá en el proceso penal cuando s ea 
neces ario, en defensa del orden jurídico, del patrimonio públ ico, o de los derechos y  garantías 
fundamentales. El  Proc urador General de la Nación directamente o a través de sus delegados c ons ti tui rá 
agencias es peciales  en los proc esos de signi fic ativ a y  relev ante importancia, de acuerdo c on los  cri ter ios 
internos dis eñados por su despacho, y  sin perjuicio de que ac túe en los demás proces os penales. 
Teniendo en cuenta lo dis puesto en el artíc ulo 99 del Decreto 1421 de 1993, en los mismos ev entos del 
inciso anterior los pers oneros distri tales y municipales actuarán como agentes del M inis terio Público en el 
proceso penal y ejercerán s us competencias en los juzgados penales y promiscuos del circ ui to y 
municipales y  ante sus fiscales  delegados, sin per juicio de que en cualquier momento la Proc uraduría 
General de la Nac ión los asuma y en consec uencia los des plac e. 
Parágrafo. Para el cumplimiento de la func ión, los fiscales, jueces y  la policía judic ial enterarán 
oportunamente, por el medio más expedito, al  Ministerio Públ ico de las diligencias y actuaciones de su 
competencia. 
Artículo 110. De la agencia es pecial. La constitución de «agente especial» del Minis ter io Públic o se hará 
de oficio o a petición de cualquiera de los interv inientes en el proc eso penal o del Gobierno N acional. 
Artículo 111. Func iones del Ministerio Público. Son funciones del Minis ter io Público en la indagación, la 
inv estigación y  el juzgamiento: 
1. Como garante de los derechos humanos y  de los derechos fundamentales: 
a) Ejercer v igilancia sobre las actuaciones de la policía judicial que puedan afectar garantías 
fundamentales; 
b) Participar en aquellas diligencias o actuaciones realizadas por la F iscal ía General de la Nac ión y los 
jueces de la Repúbl ica que impliquen afectación o menoscabo de un derecho fundamental; 
c) Proc urar que las decisiones judic iales cumplan con los cometidos de lograr la v erdad y  la justicia; 
d) Procurar que las condiciones  de priv ación de la libertad como medida cautelar y  como pena o medida 
de seguridad se cumplan de conformidad con los Tratados Internac ionales, la Carta Pol ítica y  la ley; 
e) Procurar que de manera temprana y  defini tiv a se defina la competencia entre di ferentes jurisdicciones 
en proces os por graves violaciones a los Derechos Humanos y  al Derecho Internacional Humanitario; 
f) Procurar el cumplimiento del debido proceso y  el derecho de defensa. 
g) Participar cuando lo c onsidere necesario, en las audiencias conforme a lo prev isto en este c ódigo. 
2. Como representante de la sociedad: 
a) Solic itar condena o absolución de los acus ados e interv enir en la audiencia de control judicial de la 
preclusión; 
b) Procurar la indemniz ación de perjuicios, el restablecim iento y  la restauración del derecho en los ev entos 
de agravio a los interes es c olec tiv os, solici tar las pruebas que a ello conduzcan y las medidas cautelares 
que procedan; 
c) Velar porque se res peten los derechos de las v íctimas, tes tigos, jurados y demás interv inientes en el 
proceso, as í como v eri ficar su efec tiva protección por el Estado; 
d) Participar en aquellas diligencias o actuaciones donde proc eda la dis ponibi lidad del derec ho por parte 
de la v íctima indiv idual  o c olec tiva y  en las que ex ista disponibil idad oficial  de la acción penal, procurando 
que la voluntad otorgada sea real  y que no se afecten los derec hos de los perjudicados, as í como los 
principios de v erdad y  justicia, en los ev entos de aplicación del principio de oportunidad; 
e) Denunc iar los fraudes y  colusiones proces ales. 
Artículo 112. Actividad probatoria. El  Ministerio Públic o podrá solic itar pruebas  anticipadas  en aquel los 
asuntos en los cuales esté ejerciendo o haya ejercido funciones de policía judicial siempre y cuando se 
reúnan los requisitos previstos en el artículo 284 del presente código. 
Asimismo, podrá s olici tar pruebas en el ev ento contemplado en el úl timo inciso del artículo 357 de es te 
código. 
T I T U L O IV 
PART ES E INT ERVINIENTES 



CAPITULO I 
Fiscalía General de la Nación 
Artículo 113. Composic ión. La Fisc al ía General de la N ación para el ejercicio de la acc ión penal estará 
integrada por el Fiscal General  de la N ación, el  Vicefiscal, los fiscales y  los funcionarios que él designe y 
estén prev istos en el es tatuto orgánico de la ins ti tución para esos efectos. 
Artículo 114. Atribuciones. La Fisc al ía General  de la Nación, para el cumplimiento de s us funciones 
constitucionales y  legales, tiene las siguientes atribuciones: 
1. Inv estigar y  acusar a los presuntos responsables de haber cometido un deli to. 
2. Aplic ar el principio de oportunidad en los términos y condiciones definidos por este código. 
3. Ordenar registros, allanam ientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones, y  poner a 
disposición del juez de control de garantías los elementos recogidos, para su control de legalidad dentro 
de las treinta y  seis (36) horas siguientes. 
4. Asegurar los elementos materiales probatorios y  ev idencia físic a, garantiz ando su cadena de custodia 
mientras se ejerce s u contradicción. 
5. Dirigir y  coordinar las funciones de polic ía judicial que en forma permanente ejerc e su cuerpo técnico de 
inv estigación, la Policía Nacional y  los demás organismos que señale la ley. 
6. Velar por la protección de las víctimas, tes tigos y  peritos que la Fiscalía pretenda pres entar. 
La protección de los tes tigos y  peri tos que pretenda pres entar la defensa será a c argo de la Defensoría del 
Pueblo, la de jurados y  jueces, del Consejo Superior de la Judicatura. 
7. Ordenar capturas, de manera ex cepcional y  en los c asos prev istos en este código, y poner a la persona 
capturada a dis posición del juez de c ontrol de garantías, a más tardar dentro de las treinta y  seis (36) 
horas siguientes. 
8. Solici tar al juez de control de garantías las medidas necesarias que aseguren la comparecencia de los 
imputados  al proc eso penal, la conserv ación de la prueba y  la protección de la comunidad, en es pecial de 
las víctimas. 
9. Pres entar la acusación ante el juez de conocimiento para dar inic io al juicio oral. 
10. Solici tar ante el juez del conocimiento la preclusión de las inv estigaciones cuando no hubiere méri to 
para acus ar. 
11. Intervenir en la etapa del juicio en los términos de es te c ódigo. 
12. Solici tar ante el juez del conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asis tenc ia de las 
v íctimas, el restablecimiento del derecho y  la reparación integral de los efec tos del injusto. 
13. Interponer y  sustentar los recursos ordinarios y  ex traordinarios y  la acción de revisión en los ev entos 
establecidos por es te código. 
14. Solici tar nulidades cuando a ello hubiere lugar. 
15. Las demás que le asigne la ley . 
Artículo 115. Principio de objetividad. La Fiscal ía General de la Nación, con el apoy o de los organis mos 
que ejerzan funciones de policía judicial, adecuará s u ac tuación a un cri terio objetiv o y  transparente, 
ajustado jurídic amente para la correcta aplic ación de la Cons titución Política y  la ley . 
Artículo 116. Atribuciones es peciales del Fiscal General de la Nación. C orresponde al Fiscal General de la 
Nación en relac ión con el ejercicio de la acción penal: 
1. Inv estigar y  acusar, si hubiere lugar, a los serv idores públicos que gocen de fuero cons tituc ional, con las 
ex cepciones previstas en la Constitución. 
2. Asumir directamente las inv estigaciones y  procesos, cualquiera sea el  es tado en que s e encuentren, lo 
mismo que asignar y desplazar libremente a sus serv idores en las inv estigaciones y procesos, mediante 
orden motiv ada. 
3. Determinar el cri terio y  la posición que la Fiscal ía General de la Nación deba asumir en virtud de los 
principios de unidad de ges tión y jerarquía, sin perjuicio de la autonomía de los fiscales delegados en los 
términos y  condiciones fijados por la ley . 
Artículo 117. La policía judicial. Los organismos que cumplan funciones de policía judicial actuarán bajo la 
dirección y  coordinación de la Fisc al ía General de la Nación, para lo cual deberán acatar las ins trucciones 



impartidas por el Fisc al General, el Vicefiscal, los fiscales en cada caso concreto, a los efec tos de la 
inv estigación y  el juzgamiento.  
La omisión en el cumplimiento de las instrucciones mencionadas cons tituy e causal de mala conduc ta, s in 
perjuicio de la responsabilidad adm inis trativ a, penal, discipl inaria y civil del infrac tor. En todo caso, el Fiscal 
General de la Nación o su delegado, bajo su responsabilidad, deberá separar de forma inmediata de las 
funciones que s e le hay an dado para el desarrol lo investigativo, a cualquier serv idor públic o que omita o se 
ex tralim ite en el cumplimiento de las ins trucciones dadas. 
CAPITULO II 
Defens a 
Artículo 118. Integración y designación. La defensa es tará a cargo del abogado principal que libremente 
designe el imputado o, en su defecto, por el que le sea asignado por el Sis tema Nacional de Defensoría 
Pública. 
Artículo 119. Oportunidad.  La designación del defensor del imputado deberá hac erse desde la captura, si 
hubiere lugar a ella, o desde la formulación de la imputación. En todo caso deberá contar c on este des de 
la primera audiencia a la que fuere citado. 
El presunto implic ado en una investigación podrá designar defens or desde la comunic ación que de esa 
situación le haga la Fisc alía. 
Artículo 120. Reconocimient o. Una v ez aceptada la designación, el defensor podrá ac tuar sin nec esidad de 
formal idad alguna para su reconocimiento. 
Artículo 121. Dirección de la defensa. El defensor que haya sido des ignado como pr incipal dirigirá la 
defensa, pudiendo incluso seleccionar otro abogado que lo acompañe como defensor suplente, prev ia 
información al juez y autorización del imputado. Es te defensor suplente actuará bajo la responsabilidad del 
principal y  podrá ser remov ido libremente durante el proces o. 
Artículo 122. Incompatibi lidad de la defensa. La defensa de v arios imputados podrá adelantarla un 
defensor c omún, siempre y  cuando no medie c onflicto de interés ni las defensas resul ten inc ompatibles 
entre s í. 
Si se adv irtiera la presencia del c onflic to y  la defensa no lo res olv iere mediante la renuncia del enc argo 
corres pondiente, el imputado o el Minis terio Público podrá s olici tar al juez el relev o del defensor discernido.  
En este ev ento el imputado podrá designar un nuevo defensor. Si no hubiere otro y de encontrarse en 
imposibilidad para ello, el Sistema Nacional de Defensoría Públic a le prov eerá uno, de conformidad con las 
reglas generales. 
Artículo 123. Sustitución del def ens or. Unicamente el defensor principal podrá sus ti tuir la designación en 
otro abogado, pudiéndose reserv ar el derecho de reasumir la defensa en la oportunidad que es time 
conveniente. 
Artículo 124. D erec hos y facult ades. La defens a podrá ejercer todos los derec hos y facul tades que los 
Tratados Internacionales relativ os a Derechos Humanos  que forman parte del bloque de 
constitucionalidad, la C ons ti tución Pol ítica y  la ley reconocen en fav or del imputado. 
Artículo 125. Deberes y atribuciones especiales. En especial la defensa tendrá los siguientes deberes y 
atr ibuciones: 
1. Asis tir  pers onalmente al  imputado desde su captura, a partir  de la c ual  deberá garantiz ársele la 
oportunidad de mantener comunicación pr iv ada con él. 
2. Dis poner de tiempo y medios razonables para la preparación de la defensa, incluida la posibil idad 
ex cepcional de obtener prórrogas justi ficadas para la celebración del juicio oral. 
3. En el ev ento de una ac usación, c onocer en s u oportunidad todos los elementos probatorios, evidenc ia 
fís ica e informaciones de que tenga noticia la Fiscal ía General de la Nación, incluidos los que sean 
fav orables al proces ado. 
4. Controv ertir las pruebas, aunque sean practic adas en forma anticipada al juicio oral. 
5. Interrogar y  contrainterrogar en audiencia públ ica a los tes tigos y peri tos. 
6. Solicitar al juez la c omparec encia, aun por medios coercitiv os, de los testigos y  peritos que puedan 
arrojar luz sobre los hechos materia de debate en el juicio oral. 



7. Interponer y sustentar, si lo estimare conv eniente, las nulidades, los recursos ordinarios y 
ex traordinarios y la acción de revisión. 
8. No s er obligado a presentar prueba de descargo o contraprueba, ni  a interv enir activ amente durante el 
juicio oral. 
9. Abs tenerse de revelar información relacionada con el proc eso y su cliente, conforme a la ley . 
CAPITULO III 
Imputado 
Artículo 126. Calificac ión. El carácter de parte como imputado s e adquiere desde s u v inculación a la 
actuación mediante la formulación de la imputación o desde la captura, si  esta ocurriere primero. A partir 
de la pres entación de la acusación adquirirá la co ndición de acus ado. 
Artículo 127. Ausencia del imputado. C uando al fiscal no le haya sido posible localizar a quien requiera 
para formularle imputación o tomar alguna medida de aseguram iento que lo afecte, solicitará ante el juez 
de control de garantías que lo declare pers ona ausente adjuntando los elementos de conocimiento que 
demues tren que ha insistido en ubicarlo. El imputado se emplazará mediante edic to que se fijará en un 
lugar v isible de la secretaría por el término de cinco (5) días hábiles y se publicará en un medio radial y de 
prensa de cobertura loc al. 
Cumpl ido lo anterior el juez lo declarará persona ausente, ac tuación que quedará debidamente regis trada, 
así como la identidad del abogado designado por el sistema nacional de defens oría pública que lo asisti rá 
y  representará en todas las ac tuaciones, con el cual s e surti rán todos los av isos o notificaciones. Es ta 
declaratoria es válida para toda la ac tuación. 
El juez verific ará que se hayan agotado mecanismos de búsqueda y citaciones suficientes y razonables 
para obtener la comparecencia del proc esado. 
Artículo 128. Identificación o individualiz ación. La Fiscalía General de la Nación estará obligada a v erific ar 
la correcta identific ación o indiv idualización del imputado, a fin de prevenir errores judiciales. 
Artículo 129. Registro de personas vinculadas. La Fiscal ía llevará un registro de las personas a las cuales 
se hay a v inculado a una inves tigación penal. Para el efec to, el funcionario que realic e la v inculación lo 
informará dentro de los cinco (5) días siguientes a la decisión, al sistema que para tal efecto lleve la 
Fiscalía General de la Nación. 
Artículo 130. Atribuciones. Además de los  derec hos  rec onocidos en los  Tratados Internacionales de 
Derec hos Humanos rati ficados por Colombia y  que forman parte del bloque de consti tucionalidad, de la 
Consti tución Pol ítica y  de la ley , en especial de los prev istos en el artículo 8º de este código, el imputado o 
procesado, según el caso, dis pondrá de las mismas atribuciones asignadas a la defens a que resul tan 
compatibles con su condición. En todo caso, de mediar conflic to entre las peticiones o actuaciones de la 
defensa con las del imputado o proc esado prev alecen las de aquella. 
Artículo 131. Renuncia. Si el imputado o procesado hiciere us o del derecho que le asiste de renunciar a las 
garantías de guardar silencio y al juicio oral, deberá el juez de control de garantías o el juez de 
conocimiento v erificar que s e trata de una decisión libre, consciente, v oluntaria, debidamente informada, 
asesorada por la defensa, para lo cual s erá imprescindible el interrogatorio personal  del imputado o 
procesado. 
CAPITULO IV 
Víc timas 
Artículo 132. Víctimas. Se entiende por v íctimas, para efec tos de este código, las personas naturales o 
jurídic as y  demás sujetos de derec hos que individual o colectiv amente hay an sufrido algún daño direc to 
como consecuenc ia del injusto. 
La condición de v íc tima se tiene c on independencia de que se identi fique, aprehenda, enjuicie o condene 
al autor del injusto e independientemente de la existencia de una relación familiar con es te. 
Artículo 133. Atención y protección inmediata a las víctimas. La Fiscalía General de la N ación adoptará las 
medidas necesarias  para la atención de las víctimas, la garantía de su seguridad personal  y  familiar, y  la 
protección frente a toda publicidad que impl ique un ataque indebido a su vida priv ada o dignidad. 
Las medidas de atención y  protección a las víc timas  no podrán redundar en perjuicio de los derechos del 
imputado o de un juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con estos. 



Artículo 134. Medidas de at ención y protección a las víctimas. Las v íctimas, en garantía de s u seguridad y 
el res peto a su intimidad, podrán por conduc to del fiscal sol icitar al juez de control de garantías las 
medidas indis pensables para s u atención y  protección. 
Igual s olici tud podrán formular las v íctimas, por sí mismas o por medio de su abogado, durante el juic io 
oral y  el incidente de reparación integral. 
Artículo 135. Garantía de comunicación a las víctimas. Los derechos reconocidos serán comunic ados por 
el fisc al a la víctima desde el momento mismo en que esta interv enga. 
Igualmente se le informará sobre las facul tades y derechos que puede ejercer por los per juicios causados 
con el injus to, y  de la disponibilidad que tiene de formular una pretensión indemnizatoria en el proces o por 
conducto del fiscal, o de manera directa en el inc idente de reparación integral. 
Artículo 136. D erec ho a recibir información. A quien demuestre sumariamente su calidad de v íctima, la 
policía judicial y  la Fiscalía General de la Nación le suministrarán información sobre: 
1. Organiz aciones a las que puede dirigirse para obtener apoyo. 
2. El tipo de apoyo o de serv icios que puede recibir. 
3. El lugar y  el modo de pres entar una denuncia o una querella. 
4. Las actuaciones subsiguientes a la denuncia y  s u papel respecto de aquellas. 
5. El modo y las condiciones en que puede pedir protección. 
6. Las  condiciones en que de modo gratuito puede acc eder a as esoría o asistencia jurídicas, asistencia o 
asesoría sicológic as u otro tipo de ases oría. 
7. Los requisitos para acceder a una indemnización. 
8. Los mec anismos de defensa que puede utilizar. 
9. El trámite dado a su denuncia o querel la. 
10. Los elementos pertinentes que le permitan, en cas o de acusación o preclusión, seguir el desarrollo de 
la actuación. 
11. La posibilidad de dar apl icación al principio de oportunidad y  a ser esc uchada tanto por la Fiscal ía 
como por el juez de control de garantías, cuando hay a lugar a ello. 
12. La fec ha y  el lugar del juicio oral. 
13. El derecho que le asiste a promover el incidente de reparación integral. 
14. La fec ha en que tendrá lugar la audiencia de dosi ficación de la pena y  sentencia. 
15. La sentencia del juez. 
También adoptará las medidas necesarias para garantiz ar, en cas o de existir un riesgo para las víctimas 
que participen en la ac tuación, que se les informe sobre la puesta en libertad de la persona inc ulpada. 
Artículo 137. Intervención de las víctimas en la actuación penal. Las v íctimas del injus to, en garantía de los 
derechos a la v erdad, la jus ticia y  la reparación, tienen el derec ho de interv enir en todas las fases de la 
actuación penal, de acuerdo con las siguientes reglas: 
1. Las víctimas podrán sol icitar al fiscal en cualquier momento de la actuación medidas de protección 
frente a probables hos tigamientos, amenazas o atentados en su contra o de sus fami liares. 
2. El interrogatorio de las víctimas debe real izars e con respeto de s u situación pers onal, derec hos y 
dignidad. 
3. Para el ejercicio de sus  derec hos no es obligatorio que las v íctimas es tén representadas por un 
abogado; sin embargo, a parti r de la audiencia preparatoria y para interv enir  tendrán que ser asis tidas por 
un profesional  del derecho o estudiante de c ons ultor io jurídico de facultad de derecho debidamente 
aprobada. 
4. En caso de existir pluralidad de v íctimas, el fiscal, durante la investigación, solicitará que es tas designen 
has ta dos  abogados que las  represente. De no llegarse a un acuerdo, el fiscal  determinará lo más 
conveniente y  efec tivo. 
5. Si la v íctima no contare con medios suficientes para c ontratar un abogado a fin de intervenir, prev ia 
solici tud y  comprobación sumaria de la necesidad, la Fiscal ía General de la N ación le designará uno de 
ofic io. 
6. El juez podrá en forma excepcional, y con el fin de proteger a las v íctimas, dec retar que durante su 
interv ención el juicio se celebre a puerta cerrada. 



7. Las víctimas podrán formular ante el juez de conocimiento el incidente de reparación integral, una v ez 
establecida la responsabilidad penal del imputado. 
T I T U L O V 
DEBERES Y PODERES 
DE LOS INTER VINIENT ES EN EL PROCESO PEN AL 
CAPITULO I 
De los deberes de los serv idores judiciales 
Artículo 138. Deberes. Son deberes comunes de todos los servidores públicos, funcionarios judiciales e 
interv inientes en el proceso penal, en el ámbito de s us respectiv as competencias y  atribuciones, los 
siguientes: 
1. Resolv er los asuntos sometidos a su c onsideración dentro de los términos prev istos en la ley  y  con 
sujeción a los principios y garantías que orientan el ejercicio de la función juris diccional. 
2. Respetar, garantizar y v elar por la salv aguarda de los derechos de quienes interv ienen en el proceso. 
3. Realizar personalmente las tareas que le sean c onfiadas y responder por el uso de la autoridad que les 
hay a sido otorgada o de la ejec ución de las órdenes que pueda impartir, sin que en ningún cas o quede 
ex ento de la res ponsabilidad que le inc umbe por la que le corresponda a sus subordinados. 
4. Guardar reserv a sobre los asuntos relacionados con su función, aun después de haber ces ado en el 
ejercicio d el cargo. 
5. Atender oportuna y debidamente las peticiones dir igidas por los interv inientes dentro del proceso penal. 
6. Abs tenerse de pres entar en público al indiciado, imputado o acusado c omo responsable. 
7. Los demás establecidos en la Ley Estatutaria de Administración de J usticia y  en el  Código Disciplinar io 
Unico que resul ten aplic ables. 
Artículo 139. Deberes específicos de los jueces. Sin per juicio de lo establecido en el artíc ulo anterior,  
constituyen deberes es peciales de los juec es, en relación con el proces o penal, los siguientes: 
1. Ev itar las maniobras di lator ias y todos aquellos actos que s ean manifiestamente inconduc entes, 
impertinentes o superfluos, mediante el rec haz o de plano de los mismos. 
2. Ejercer los poderes disc iplinarios y  aplicar las medidas correccionales atribuidos por este código y 
demás normas aplicables, con el fin de as egurar la eficiencia y transparencia de la adminis tración de 
justicia. 
3. Corregir los actos ir regulares. 
4. Motiv ar brev e y  adecuadamente las medidas que afecten los derec hos fundamentales del imputado y de 
los demás intervinientes. 
5. Decidir la c ontrov ersia susci tada durante las audiencias para lo cual no podrá abstenerse s o pretex to de 
ignorancia, silencio, contradicción, defic iencia, oscuridad o ambigüedad de las normas aplicables. 
6. Dejar constancia ex presa de haber cumplido con las normas referentes a los derechos y  garantías del 
imputado o acusado y  de las v íctimas. 
CAPITULO II 
De los deberes de las partes e interv inientes 
Artículo 140. Deberes. Son deberes de las partes e interv inientes: 
1. Proc eder con lealtad y buena fe en todos sus actos. 
2. Obrar sin temeridad en sus  pretensiones o en el ejerc icio de los derechos procesales, ev itando los 
planteamientos y maniobras di latorias, inconduc entes, impertinentes o superfluas. 
3. Abs tenerse de usar expresiones injur iosas en sus intervenciones. 
4. Guardar el respeto debido a los serv idores judiciales y  a los demás interv inientes en el proc eso penal. 
5. Comunic ar cualquier cambio de domicil io, residencia, lugar o dirección electrónica señalada para recibir 
las noti ficaciones o comunicaciones. 
6. Comparecer oportunamente a las diligencias y  audiencias a las que sean ci tados. 
7. Abs tenerse de tener c omunicación priv ada con el juez que participe en la ac tuación, salv o las 
ex cepciones previstas en este código. 
8. Guardar silencio durante el trámite de las audiencias, excepto cuando les corresponda intervenir. 



9. Entregar a los serv idores judiciales corres pondientes los objetos y  documentos neces arios para la 
actuación y  los que les fueren requeridos, salvo las excepciones legales. 
Artículo 141. Temeridad o mala fe. Se considera que ha ex istido temeridad o mala fe, en los siguientes 
casos: 
1. Cuando sea manifies ta la carencia de fundamento legal en la denuncia, recurso, incidente o cualquier 
otra petición formulada dentro de la ac tuación procesal. 
2. Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad. 
3. Cuando s e utilice cualquier ac tuación proces al para fines claramente ilegales, dolos os o fraudulentos. 
4. Cuando s e obstruya la práctic a de pruebas u otra diligencia. 
5. Cuando por cualquier otro medio se entorpezca el desarrollo normal de la actuación proces al. 
CAPITULO III 
Deberes de la Fisc alía General de la Nación 
Artículo 142. Deberes específicos de la Fiscalí a General de la N ación. Sin perjuicio de lo dispues to en los  
artículos anter iores, consti tuyen deberes es enciales de la Fiscal ía General de la Nación los siguientes: 
1 . Proceder con objetiv idad, res petando las directric es del Fisc al General de la Nación. 
2. Sum inis trar, por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios y  ev idencia física e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean fav orables al acusado. 
3. Asistir de manera ininterrumpida a las audiencias que sean conv ocadas e interv enir en desarrol lo del 
ejercicio de la acción penal. 
4. Informar a la autoridad competente de cualquier irregularidad que observ e en el transcurso de la 
actuación de los funcionarios que ejerc en atribuc iones de pol icía judicial. 
CAPITULO IV 
De los poderes y medidas correccionales 
Artículo 143. Poderes y medidas correccionales. El juez, de oficio o a solici tud de parte, podrá tomar las 
siguientes medidas correccionales: 
1. A quien formule una recusación o manifies te un impedimento ostensiblemente infundados, lo sancionará 
con multa de uno (1) hasta diez (10) salarios mínimos legales mens uales vigentes. 
2. A quien v iole una reserv a legalmente es tablecida lo sancionará con multa de uno (1) a cinco (5) salar ios 
mínimos legales mens uales v igentes. En este cas o el funcionario que conozca de la actuación será el 
competente para imponer la correspondiente sanción. 
3. A quien impida u obstaculice la real ización de cualquier dil igencia durante la actuación proces al, le 
impondrá arres to inconmutable de uno (1) a treinta (30) días según la gravedad de la obs trucción y tomará 
las medidas conducentes para lograr la práctica inmediata de la prueba. 
4. A quien le fal te al debido respeto en el  ejercicio de s us funciones o por razón de ellas, o des obedezca 
órdenes impartidas por él en el ejercicio de s us atribuciones legales lo sancionará con arres to 
inconmutable hasta por cinco (5) días. 
5. A quien en las audiencias asuma comportamiento c ontrario a la solemnidad del acto, a su eficacia o 
correc to desarrollo, le impondrá como sanción la amonestación, o el des alojo, o la restr icción del us o de la 
palabra, o multa hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales o arres to hasta por cinco (5) días, 
según la gravedad y  modalidades de la conducta. 
6. A quien solici te pruebas manifiestamente inconduc entes o impertinentes lo sancionará con multa de uno 
(1) hasta diez (10) salarios mínimos legales mensuales v igentes. 
7. A quien en el proces o ac túe c on temeridad o mala fe, lo s ancionará c on multa de uno (1) hasta diez (10) 
salarios m ínimos legales mensuales vigentes. 
8. Al establecim iento de salud que reciba o dé entrada a pers ona lesionada sin dar av iso inmediato a la 
autor idad respectiv a, lo s ancionará c on multa de diez (10) hasta cien (100) salarios mínimos legales 
mens uales vigentes. 
9. A la parte e interviniente que solicite definición de competencia, o cambio de radicación sin fundamento 
en razones s erias y soporte probator io, lo sancionará con multa de uno (1) has ta diez (10) salar ios 
mínimos legales mensuales vigentes. 



10. A quienes sobrepas en las cintas o elementos usados para el aislamiento del lugar de los hechos, lo 
sancionará con multa de uno (1) a cinc uenta (50) salarios mínimos legales mensuales v igentes o arres to 
por (5) cinc o días según la grav edad y  modalidad de la conducta. 
Parágrafo. En los casos anteriores, si la medida correccional fuere de multa o arresto, su aplic ación deberá 
estar precedida de la oportunidad para que el presunto infractor exprese las razones de su oposición, si las 
hubiere. Si  el funcionario impone la sanción, el infrac tor podrá solicitar la reconsideración de la medida 
que, de manteners e, dará or igen a la ejec ución inmediata de la sanción, sin que c ontra ella proceda 
recurs o alguno. 
T I T U L O VI 
LA ACT UACION 
CAPITULO I 
Oralidad en los proc edimientos 
Artículo 144. Idioma. El idioma oficial en la actuación será el castellano. 
El imputado, el acus ado o la v íc tima serán asistidos por un traductor debidamente acredi tado o reconocido 
por el juez en c aso de no poder entender o ex presarse en el idioma oficial; o por un intérprete en c aso de 
no poder percibir el idioma por los órganos de los  sentidos o hacerse entender oralmente. Lo anterior no 
obs ta para que pueda estar acompañado por uno designado por él. 
Artículo 145. Oral idad en la actuación. Todos los procedimientos de la actuación, tanto preprocesales 
como procesales, serán orales. 
Artículo 146. Registro de la actuación. Se dispondrá el empleo de los  medios  técnicos idóneos para el 
registro y reproducción fidedignos de lo actuado, de conform idad c on las s iguientes reglas, y  se prohíben 
las reproducciones escri tas, salv o los ac tos y  providenc ias que es te c ódigo ex pres amente autorice: 
1. En las actuac iones de la Fisc alía General de la Nación o de la Policía J udic ial que requieran declaración 
juramentada, cons erv ación de la escena de hechos del ictiv os, regis tro y allanamiento, interceptación de 
comunicaciones o cualquier otro acto inv estigativ o que pueda s er necesario en los proc edimientos 
formales, será registrado y  reproducido mediante cualquier medio téc nico que garantic e su fidelidad, 
genuinidad u originalidad. 
2. En las audiencias ante el juez que ejerce la función de control de garantías se utilizará el medio técnico 
que garantice la fidelidad, genuinidad u or iginal idad de s u regis tro y  su eventual reproducción escri ta para 
efecto de los recursos. Al finalizar la dil igencia se elaborará un acta en la que c onste únicamente la fecha, 
lugar, nombre de los interv inientes, la duración de la misma y  la decisión adoptada. 
3. En las audiencias ante el  juez de conocimiento, además de lo anterior, deberá realiz arse una 
reproducción de seguridad con el medio técnico más idóneo posible, la cual solo se inc orporará a la 
actuación para el trámite de los rec ursos consagrados en es te código. 
4. El juicio oral deberá registrars e íntegramente, por cualquier medio de audio v ideo, o en su defec to 
audio, que asegure fidelidad. 
El regis tro del juicio serv irá únicamente para probar lo oc urrido en el juicio oral, para efectos del recurso de 
apelación. 
Una v ez anunciado el  sentido del fallo,  el  secretario elaborará un acta del  juicio donde c ons tará la 
individualiz ación del ac usado, la tipi ficac ión dada a los hechos por la Fiscalía, la autoridad que profirió la 
decisión y  el sentido del fallo. Igualmente, el secretario será responsable de la inalterabilidad del registro 
oral del juicio. 
5. Cuando es te código ex ija la presencia del imputado ante el juez para efectos de llev ar a cabo la 
audiencia preparatoria o cualquier audiencia anterior al juicio oral, a discreción del juez dicha audienc ia 
podrá realizarse a trav és de c omunicación de audio video, caso en el cual no s erá nec esaria la presenc ia 
fís ica del imputado ante el juez. 
El dispositivo de audio v ideo deberá permitir le al juez  obs erv ar y  establecer comunicación oral y 
simultánea con el  imputado y  su defensor, o c on cualquier tes tigo. El disposi tivo de c omunicación por 
audio v ideo deberá permitir que el imputado pueda sos tener conv ersaciones en priv ado c on su defensor. 
La señal del dis posi tiv o de comunicación por audio video s e transmitirá en v ivo y en directo, y deberá s er 
protegida contra cualquier tipo de interceptación. 



En las audiencias que deban s er públicas, se si tuarán monitores en la sala y  en el lugar de 
encarcelamiento, para asegurar que el públ ico, el juez y el imputado puedan observar en forma clara la 
audiencia. 
Cualquier documento utiliz ado durante la audiencia que se realice a trav és de disposi tiv o de audio v ideo, 
debe poder transmitirs e por medios  electrónicos. T endrán v alor de firmas originales  aquellas  que consten 
en documentos transmitidos electrónicamente. 
Parágrafo. La conserv ación y  archivo de los regis tros s erá res ponsabilidad de la Fisc al ía General de la 
Nación durante la actuación previa a la formulación de la imputación. A partir de ella del  secretario de las 
audiencias. En todo caso, los interv inientes tendrán derecho a la ex pedic ión de copias de los registros. 
Artículo 147. Celeridad y oral idad. En las audiencias que tengan lugar con ocas ión de la persecución 
penal, las cues tiones que s e debatan serán resueltas en la misma audiencia. Las pers onas allí presentes 
se considerarán notificadas por el solo profer imiento oral de una decisión o prov idencia. 
Artículo 148. Toga. Sin ex cepción, durante el desarrollo de las audiencias los jueces deberán usar la toga, 
según reglamento. 
CAPITULO II 
Publicidad de los proc edimientos 
Artículo 149. Principio de publicidad. Todas las audiencias que se desarrollen durante la etapa de 
juzgamiento s erán públicas y  no s e podrá denegar el acceso a nadie, sin decisión judic ial  previa. Aun 
cuando se limi te la publicidad al máx imo, no podrá ex cluirse a la Fiscal ía, el ac usado, la defens a, el  
Minister io Público, la v íctima y  su representación legal. 
El juez podrá limi tar la publ icidad de todos los procedimientos o parte de ellos, previa audiencia pr ivada 
con los intervinientes, de conformidad con los artículos siguientes y  sin limitar el principio de contradicción. 
Estas medidas  deberán s ujetarse al principio de nec esidad y  si desaparecieren las causas que dieron 
origen a esa restricción, el juez la lev antará de oficio o a petición de parte. 
No se podrá, en ningún caso, presentar al indiciado, imputado o acusado como culpable. Tampoco se 
podrá, antes de pronunciarse la sentencia, dar declaraciones s obre el caso a los medios de comunicación 
so pena de la imposición de las sanciones que corresponda. 
Artículo 150. Restricciones a la publicidad por motiv os de orden públ ico, seguridad nacional o moral 
pública. C uando el orden públ ico o la seguridad nacional se v ean amenazados por la publicidad de un 
proceso en particular, o se c omprometa la preservación de la moral pública, el juez, mediante auto 
motiv ado, podrá imponer una o varias de las siguientes medidas: 
1. Limitación total o parcial del acceso al públic o o a la prensa. 
2. Imposición a los pres entes del deber de guardar reserva sobre lo que v en, oy en o perciben. 
Artículo 151. R estricciones a la publicidad por motivos  de seguridad o respeto a las  víctimas menores de 
edad. En caso de que fuere l lamada a declarar una v íctima menor de edad, el juez podrá limitar total o 
parcialmente el acceso al públ ico o a la prensa. 
Artículo 152. Restricciones a la publicidad por motivos de interés de la justicia. Cuando los intereses de la 
justicia se vean perjudic ados o amenazados por la publ icidad del juicio, en espec ial c uando la 
imparcial idad del juez pueda afectarse, el  juez, mediante auto motiv ado, podrá imponer a los presentes el  
deber de guardar reserv a sobre lo que v en, oy en o perciben, o l imi tar total o parcial el acces o del público o 
de la prensa. 
CAPITULO III 
Audiencias preliminares 
Artículo 153. Noción. Las actuaciones, peticiones y decisiones que no deban ordenarse, resolv erse o 
adoptarse en audienc ia de formulación de acus ación, preparator ia o del juicio oral, se adelantarán, 
resolv erán o decidirán en audiencia preliminar, ante el juez de control de garantías. 
Artículo 154. Modalidades. Se tramitará en audiencia preliminar: 
1. El ac to de poner a disposición del juez de control de garantías los elementos recogidos en regis tros, 
allanam ientos e interc eptación de comunicaciones ordenadas por la Fiscal ía, para su c ontrol de legal idad 
dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes. 
2. La prác tica de una prueba anticipada. 



3. La que ordena la adopc ión de medidas neces arias para la protección de v íctimas y  testigos. 
4. La que resuelve sobre la petición de medida de aseguramiento. 
5. La que resuelve sobre la petición de medidas cautelares reales. 
6. La formulac ión de la imputación. 
7. El control de legalidad sobre la apl icación del principio de oportunidad. 
8. Las que res uelv an asuntos similares a los anteriores. 
Artículo 155. Publicidad. Las audiencias  preliminares deben realizarse con la presencia del imputado o de 
su defensor. La asis tencia del Minis ter io Públ ico no es obligator ia. 
Serán de carácter reserv ado las audiencias de control de legalidad s obre allanam ientos, regis tros, 
interc eptación de c omunicaciones, v igilancia y seguimiento de pers onas y  de cos as. También las  
relacionadas con autorización judicial  prev ia para la realizac ión de inspección corporal, obtención de 
mues tras que involucren al imputado y  procedim ientos en caso de lesionados o de v íctimas de agresiones 
sex uales. Igualmente aquella en la que dec rete una medida c autelar. 
CAPITULO IV 
Términos 
Artículo 156. Regla general. Las actuac iones se desarrollarán con estricto cumplimiento de los términos 
procesales. Su inobserv ancia injusti ficada será sancionada. 
Artículo 157. Oportunidad. La pers ecución penal y  las  indagaciones pertinentes podrán adelantars e en 
cualquier momento. En consec uencia, todos los días y horas son hábiles para es e efecto. 
Las actuaciones que se desarrollen ante los jueces que cumplan la función de control  de garantías s erán 
concentradas. Todos los días y  horas son hábiles para el ejercicio de esta función. 
Las ac tuaciones que s e surtan ante el juez de conocimiento se adelantarán en días y  horas hábiles, de 
acuerdo con el horario judicial establecido oficialmente. 
Sin embargo, c uando las circunstancias  particulares de un caso lo ameri ten, previa decisión motivada del 
juez c ompetente, podrán habili tars e otros días  con el fin de as egurar el derecho a un juicio sin dilaciones 
injusti ficadas. 
Artículo 158. Prórroga de términos. Los términos previstos por la ley , o en su defecto fijados por el juez, no 
son prorrogables. Sin embargo, de manera ex cepcional y  con la debida jus tificación, cuando el fisc al, el 
acusado o su defensor lo solic iten para lograr una mejor preparación del c aso, el juez podrá acceder a la 
petición siempre que no ex ceda el doble del térm ino prorrogado. 
Artículo 159. Término judicial. El funcionario judicial señalará el término en los casos en que la ley  no lo 
hay a prev isto, sin que pueda ex ceder de cinco (5) días. 
Artículo 160. Término para adoptar decisiones. Salvo dis posición en contrario, las decisiones deberán 
adoptarse en el  ac to mismo de la audiencia. Para es te efecto el juez  podrá ordenar un reces o en los 
términos de este código. 
CAPITULO V 
Providencias judiciales 
Artículo 161. Clases. Las providencias judic iales son: 
1. Sentencias, si deciden sobre el objeto del proceso, bien en única, primera o segunda instancia, o en 
v irtud de la cas ación o de la acción de revisión. 
2. Autos, si res uelv en algún incidente o aspecto sustancial. 
3. Ordenes, si s e l imi tan a disponer cualquier otro trámite de los que la ley  establece para dar curs o a la 
actuación o ev itar el entorpecimiento de la m isma. Serán verbales, de cumpl imiento inmediato y de ellas se 
dejará un regis tro. 
Parágrafo. Las decisiones que en su competencia tome la Fiscal ía General de la N ación también se 
llamarán órdenes y , salvo lo relacionado c on audiencia, oralidad y  recursos, deberán reunir  los requisi tos 
previstos en el artíc ulo siguiente en cuanto le sean predicables. 
Artículo 162. Requisitos comunes. Las sentencias y  autos deberán cumplir c on los siguientes requisi tos: 
1. Mención de la autor idad judicial que los profiere. 
2. Lugar, día y  hora. 
3. Identi ficación del número de radic ación de la actuación. 



4. Fundamentación fáctica, probatoria y  jurídica c on indicación de los motiv os de estimación y 
deses timación de las pruebas v álidamente admitidas en el juicio oral. 
5. Decisión adoptada. 
6. Si hubiere div isión de cr iterios la expresión de los fundamentos del dis ens o. 
7. Señalamiento del rec urs o que procede contra la decisión y  la oportunidad para interponerlo. 
Artículo 163. Prohibición de transcripciones. En desarrollo de los principios de oralidad y  celeridad las  
providencias judiciales en ningún caso se podrá transcr ibir, reproducir o v erter a tex to escri to apartes de la 
actuación, excepto las ci tas o referencias apropiadas para la debida fundamentación de la decisión. 
Artículo 164. Providencias de jueces colegiados o plurales. La ex posición de la decisión estará a cargo del 
juez que presida la audiencia o el que ellos designen. 
Artículo 165. Expedic ión de c opias. Las prov idencias judiciales solo serán reproducidas a efectos del 
trámite de los recurs os. 
Podrán ex pedirse c erti ficaciones por parte de la secretaría correspondiente donde c ons te un resumen de 
lo decidido, previa petición de quien acredi te un interés para ello. 
Artículo 166. Comunic ación de la s entencia. Ejec utoriada la s entencia que imponga una pena o medida de 
seguridad, el funcionario judicial  informará de dic ha decis ión a la Dirección General de Prisiones, la 
Regis traduría N acional del Estado Civ il, la Procuraduría General de la Nac ión y demás organismos que 
tengan funciones de policía judicial y arc hiv os sistematizados, en el entendido que solo en estos cas os se 
considerará que la persona tiene antec edentes judiciales. 
De igual manera s e informarán las sentencias absolutorias en fi rme a la Fisc alía General de la Nación, con 
el fin de realiz ar la actualización de los regis tros ex istentes en las bases  de datos que se llev en, respec to 
de las pers onas v inculadas en los procesos penales. 
Artículo 167. I nformación acerc a de la ejecución de la sentencia. Los juec es de ejec ución de penas y 
medidas de seguridad informarán a la Fiscalía General de la Nación acerca de las decisiones adoptadas 
por su des pac ho, que afecten la v igencia de la c ondena o redosi fique la pena impuesta, con el fin de 
real izar las respec tivas actualiz aciones en las bases de datos que se llev en. 
CAPITULO VI 
Noti fic ación de las providencias, citaciones,  
y  comunicaciones entre los intervinientes en el proc eso penal 
Artículo 168. Criterio general. Se noti fic arán las sentencias y  los autos. 
Artículo 169. Formas. Por regla general las prov idencias se noti fic arán a las partes en es trados. 
En caso de no c omparecer a la audiencia a pesar de haberse hec ho la ci tación oportunamente, se 
entenderá s urtida la notificación s alvo que la ausencia se justifique por fuerza may or o caso fortui to. En 
este ev ento la noti ficación se entenderá realizada al momento de ac eptarse la justific ación. 
De manera ex cepcional  procederá la noti ficación mediante comunicación escr ita dirigida por telegrama, 
correo certi ficado, facs ími l, correo elec trónic o o cualquier otro medio idóneo que hay a sido indicado por las 
partes. 
Si el imputado o ac usado se encontrare pr iv ado de la libertad, las prov idencias noti ficadas en audiencia le 
serán comunicadas en el establecimiento de reclusión, de lo cual se dejará la respec tiva constancia. 
Las decisiones adoptadas con pos terioridad al v encimiento del  término legal  deberán ser noti ficadas 
personalmente a las partes que tuv ieren vocación de impugnación. 
Artículo 170. R egistro de la notificación. El secretario deberá llevar un regis tro de las noti ficaciones 
real izadas tanto en audienc ia como fuera de ella, para lo cual podrá utiliz ar los medios técnic os idóneos. 
Artículo 171. C itaciones. Procedencia. Cuando se conv oque a la celebración de una audiencia o deba 
adelantarse un trámite es pecial, deberá ci tars e oportunamente a las partes, testigos, peri tos y demás  
personas que deban interv enir en la ac tuación. 
La citación para que los interv inientes  comparezcan a la audiencia preliminar deberá ser ordenada por el 
juez de control de garantías. 
Artículo 172. Forma. Las ci taciones se harán por orden del juez en la prov idencia que así lo dis ponga, y 
serán tramitadas por secretaría. A este efec to podrán utiliz arse los medios técnicos más expedi tos 



posibles y  se guardará especial cuidado de que los intervinientes s ean oportuna y v erazmente informados 
de la ex istencia de la citación. 
El juez podrá disponer el empleo de serv idores de la adminis tración de jus ticia y , de ser nec esario, de 
miembros de la fuerza pública o de la pol icía judicial para el c umplimiento de las citaciones. 
Artículo 173. Contenido. La ci tación debe indicar la clas e de di ligencia para la cual se le requiere y si debe 
asisti r acompañado de abogado. De s er fac tible se determinará la clas e de del ito, fecha de la comisión, 
v íctima del mismo y  número de radic ación de la actuación a la cual corres ponde. 
Artículo 174. Comunicación de las peticiones escr itas a las demás partes e intervinientes. La petición 
escri ta de alguna de las partes e intervinientes dirigida al juez que conoce de la actuación, para ser 
admitida en Sec retaría para su trámite, deberá acompañarse de las copias neces arias para la información 
de las demás partes e interv inientes. 
CAPITULO VII 
Duración de la actuación 
Artículo 175. Duración de los procedimientos. El término de que dis pone la Fiscal ía para formular la 
acusación, sol icitar la preclusión o aplicar el principio de oportunidad, no podrá ex ceder de treinta (30) días 
contados desde el día siguiente a la formulación de la imputación, salv o lo prev isto en el artíc ulo 294 de 
este código. 
La audiencia preparatoria deberá realiz arse por el  juez de conoc imiento a más tardar dentro de los treinta 
(30) días siguientes a la audiencia de formulación de acusación. 
La audiencia del juicio oral tendrá lugar dentro de los treinta (30) días siguientes a la conclusión de la 
audiencia preparatoria. 
CAPITULO VIII 
Recurs os ordinarios 
Artículo 176. Recurs os ordinarios. Son recursos ordinarios la reposición y  la apelación. 
Salvo la sentencia la reposición procede para todas las decisiones y  se sustenta y  resuelv e de manera oral 
e inmediata en la respec tiv a audiencia. 
La apelación procede, salv o los c asos prev istos en es te código, contra los autos  adoptados durante el 
desarrollo de las audiencias, y  contra la sentencia condenatoria o abs olutoria. 
Artículo 177. Efectos. La apelación se concederá: 
En el efec to suspensiv o, en cuyo caso la competencia de quien profirió la decisión objeto de recurs o se 
suspenderá des de ese momento hasta cuando la apelación s e resuelva: 
1. La sentencia condenatoria o abs olutoria. 
2. El auto que dec reta o rechaza la solici tud de preclusión. 
3. El auto que dec ide una nulidad. 
4. El auto que niega la prác tica de prueba en el juicio oral, y  
5. El auto que dec ide s obre la ex clusión de una prueba del juicio oral. 
En el efec to devolutivo, en cuy o caso no s e suspenderá el cumplimiento de la decis ión apelada ni el curso 
de la actuación: 
1. El auto que resuelve sobre la imposición de una medida de as eguramiento; y  
2. El  auto que resuelv e sobre la imposición de una medida cautelar que afec te bienes del  imputado o 
acusado. 
Artículo 178. Trámite del recurso de apelación contra aut os. Se interpondrá oralmente en la respectiv a 
audiencia y  se concederá de inmediato en el efecto prev isto en el artículo anterior. 
Recibida la actuación objeto de rec urso, el juez o magistrado que deba resolv erlo ci tará a las partes  e 
interv inientes a audienc ia de argumentación oral que se celebrará dentro de los cinco (5) días siguientes. 
Sus tentado el recurso por el apelante, y oídas las partes e intervinientes no recurrentes que se hallaren 
presentes, el juez o magis trado podrá decretar un reces o has ta por dos (2) horas para emitir la decisión 
corres pondiente. 
Si el recurrente no c oncurriere se declarará desierto el recurso. 
Artículo 179. Trámit e del recurso de apelación contra sentenc ias. El recurso se interpondrá y  concederá en 
la misma audiencia en la que la parte recurrente sol icitará los apartes pertinentes de los registros, en los 



términos del artíc ulo 9º de es te código, correspondientes a las audiencias que en su cri terio guarden 
relación c on la impugnación. De igual manera procederán los no apelantes. 
Recibido el fallo, la sec retaría de la Sala Penal del tribunal superior c orrespondiente deberá acredi tar la 
entrega de los regis tros a que s e refiere el incis o anterior. Satisfecho es te requisi to, el magis trado ponente 
convocará a audiencia de debate oral que se c elebrará dentro de los diez (10) días siguientes. 
Sus tentado el recurso por el apelante, y oídas las partes e intervinientes no recurrentes que se hallaren 
presentes, la s ala de decisión convocará para audiencia de lectura de fal lo dentro los diez (10) días 
siguientes. 
CAPITULO IX 
Casación 
Artículo 180. Finalidad. El recurso pretende la efectiv idad del derecho material, el res peto de las garantías 
de los interv inientes, la reparación de los agrav ios inferidos a estos, y  la unific ación de la jur isprudencia. 
Artículo 181. Proc edencia. El  recurso como control consti tucional  y  legal procede contra las sentencias 
proferidas en segunda instanc ia en los procesos adelantados por deli tos, cuando afectan derechos o 
garantías fundamentales por: 
1. Fal ta de aplic ación, interpretac ión errónea, o aplicac ión indebida de una norma del bloque de 
constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso. 
2. Desconocimiento del  debido proceso por afec tación s ustancial de su estructura o de la garantía debida 
a cualquiera de las partes. 
3. El mani fies to desconocimiento de las  reglas  de producción y  apreciación de la prueba sobre la c ual  se 
ha fundado la sentencia. 
4. Cuando la casación tenga por objeto únicamente lo referente a la reparación integral decretada en la 
providencia que resuelva el incidente, deberá tener como fundamento las causales y la cuantía 
establecidas en las normas que regulan la casación civ il. 
Artículo 182. Legitimación. Es tán legitimados para rec urri r en c asación los interv inientes que tengan 
interés, quienes podrán hacerlo directamente si fueren abogados en ejercicio. 
Artículo 183. Oport unidad. El recurso se interpondrá ante el tribunal dentro de un término común de 
sesenta (60) días siguientes a la úl tima notific ación de la s entencia, mediante demanda que de manera 
precis a y concisa señale las causales invocadas y sus fundamentos. 
Artículo 184. Admisión. Vencido el térm ino para interponer el recurs o, la demanda s e rem itirá junto con los 
antec edentes neces arios a la Sala de Cas ación Penal de la Corte Suprema de Jus ticia para que decida 
dentro de los treinta (30) días siguientes sobre la admis ión de la demanda. 
No será seleccionada, por auto debidamente motiv ado que adm ite rec urso de insis tencia presentado por 
alguno de los magistrados de la Sala o por el M inis terio Públic o, la demanda que se encuentre en 
cualquiera de los siguientes s upuestos: Si el demandante carece de interés, prescinde de señalar la 
causal, no des arrolla los cargos de sus tentación o cuando de su contex to se advierta fundadamente que 
no se precis a del fallo para cumplir algunas de las finalidades del rec urso. 
En principio, la Corte no podrá tener en cuenta causales di ferentes de las alegadas por el demandante. Sin 
embargo, atendiendo a los fines de la casac ión,  fundamentación de los mismos,  pos ición del  impugnante 
dentro del proc eso e índole de la controversia planteada, deberá superar los defectos de la demanda para 
decidir de fondo. 
Para el efec to, se fi jará fecha para la audiencia de s ustentación que se celebrará dentro de los treinta (30) 
días siguientes, a la que podrán c oncurrir  los no recurrentes para ejercer su derecho de contradicción 
dentro de los l ími tes de la demanda. 
Artículo 185. Decisión. Cuando la Corte ac eptare como demostrada alguna de las causales propuestas, 
dictará el  fallo dentro de los ses enta (60) días siguientes a la audiencia de sus tentación, contra el cual no 
procede ningún rec urso ni acción, salv o la de rev isión. 
La Corte está facul tada para señalar en qué es tado queda el proc eso en el caso de determinar que es te 
pueda recuperar alguna vigencia. En caso c ontrario proc ederá a dic tar el fallo que corresponda. 
Cuando la Corte adopte el fallo, dentro del mismo lapso o a más tardar dentro de los cinco (5) días 
siguientes, ci tará a audiencia para lectura del m ismo. 



Artículo 186. Acumulación de fallos. A juicio de la Sala, por razones de uni ficación de la juris prudencia, 
podrán acumularse para ser decididas en un mismo fallo, v arias demandas presentadas c ontra div ersas 
sentencias. 
Artículo 187. Aplicación extensiva. La decisión del recurso de casación s e extenderá a los no recurrentes 
en cuanto les sea favorable. 
Artículo 188. Principio de no agravación. C uando se trate de s entencia condenatoria no se podrá agrav ar 
la pena impuesta, salv o que el fisc al, el Ministerio Público, la v íctima o su representante, cuando tuviere 
interés, la hubieren demandado. 
Artículo 189. Suspensión de la prescripción. Proferida la sentencia de segunda instancia se sus penderá el 
término de prescripción, el c ual comenz ará a correr de nuev o sin que pueda ser s uperior a cinco (5) años. 
Artículo 190. De la libertad. Durante el  trámite del  recurs o ex traordinario de c asación lo referente a la 
libertad y demás asuntos que no es tén vinculados c on la impugnación, serán de la exclusiv a competenc ia 
del juez de primera ins tancia. 
Artículo 191. Fallo antic ipado. Por razones de interés general la Corte, en decisión may oritaria de la Sala, 
podrá anticipar los turnos para conv ocar a la audienc ia de sustentación y  decisión. 
CAPITULO X 
Acción de rev isión 
Artículo 192. Procedencia. La acción de rev isión procede contra sentencias ejec utoriadas, en los 
siguientes cas os: 
1. Cuando se hay a condenado a dos (2) o más personas por un m ismo deli to que no hubiese podido s er 
cometido sino por una o por un número menor de las sentenciadas. 
2. Cuando se hubiere dictado sentencia condenator ia en proceso que no podía inic iarse o proseguirs e por 
prescr ipción de la acción, por fal ta de querella o petic ión válidamente formulada, o por cualquier otra 
causal de extinción de la acción penal. 
3. Cuando des pués de la s entencia condenatoria aparezcan hechos nuev os o surjan pruebas no 
conocidas al tiempo de los debates, que establezcan la inoc encia del condenado, o su inimputabilidad. 
4. Cuando después  del fallo abs olutorio en proces os por v iolaciones de derechos humanos o infracciones 
graves al derecho internacional humanitario, se es tablezc a mediante dec isión de una instanc ia 
internacional de s uperv isión y control de derechos humanos, res pec to de la cual el  Estado colombiano ha 
aceptado formalmente la c ompetencia, un incumpl imiento protuberante de las obligaciones del Estado de 
inv estigar s eria e imparcialmente tales v iolaciones. En este cas o no será neces ario acreditar ex istenc ia de 
hecho nuev o o prueba no conocida al tiempo de los debates. 
5. Cuando con posterioridad a la sentencia s e demues tre,  mediante decis ión en firme, que el fallo fue 
determinado por un deli to del juez o de un tercero. 
6. Cuando se demues tre que el fal lo objeto de pedimento de rev isión se fundamentó, en todo o en parte, 
en prueba fals a fundante para sus c onclusiones. 
7. Cuando mediante pronunciamiento judicial, la Corte hay a cambiado fav orablemente el cri terio jurídico 
que si rvió para sus tentar la sentencia condenatoria, tanto res pec to de la res ponsabilidad como de la 
punibil idad. 
Parágrafo. Lo dispuesto en los numerales 5 y 6 se aplicará también en los casos de preclusión y  sentenc ia 
absolutor ia. 
Artículo 193. Legitimación. La acción de rev isión podrá s er promov ida por el fiscal, el Ministerio Públic o, el 
defensor y  demás interv inientes, siempre que ostenten interés jurídico y  hay an sido legalmente 
reconocidos dentro de la actuación materia de rev isión. Estos úl timos podrán hacerlo directamente si 
fueren abogados en ejercicio. En los demás casos se requeri rá poder es pecial para el efecto. 
Artículo 194. Instauración. La acción de rev isión se promov erá por medio de escrito dirigido al funcionario 
competente y deberá c ontener: 
1. La determinación de la actuación procesal cuya revisión se demanda con la identificación del des pac ho 
que produjo el fallo. 
2. El delito o delitos que motivaron la ac tuación procesal y la decisión. 
3. La caus al que se inv oca y  los fundamentos de hecho y  de derecho en que se apoy a la solic itud. 



4. La relación de las ev idencias que fundamentan la petición. 
Se acompañará c opia o fotocopia de la decisión de únic a, pr imera y  segunda ins tancias  y constancias de 
su ejec utoria, según el c aso, proferidas en la actuación cuy a rev isión se demanda. 
Artículo 195. Trámite. Repartida la demanda, el magis trado ponente examinará si reúne los requisi tos 
ex igidos en el artíc ulo anter ior; en caso afirmativo la admitirá dentro de los cinco (5) días siguientes y se 
dispondrá solici tar el proceso objeto de la rev isión. Este auto será noti fic ado personalmente a los no 
demandantes; de no ser posible, se les noti ficará de la manera prev ista en es te código. 
Si se tratare del absuel to, o a c uyo fav or se ordenó prec lusión, se le noti ficará pers onalmente. En c aso de 
contumacia, se le designará defensor público c on quien se surti rá la actuación. 
Si la demanda fuere inadmitida, la decisión se tomará mediante auto motivado de la sala. 
Si de las ev idencias aportadas aparece manifies tamente improcedente la acción, la demanda se inadmiti rá 
de plano. 
Recibida la ac tuación, se abrirá a prueba por el término de quince (15) días para que las partes solici ten 
las que es timen conduc entes. 
Decretadas las pruebas, se prac tic arán en audiencia que tendrá lugar dentro de los treinta (30) días 
siguientes. 
Concluida la práctica de pruebas, las partes alegarán siendo obligatorio para el demandante hac erlo. 
Surtidos los alegatos, se dispondrá un rec eso has ta de dos (2) horas para adoptar el fal lo, cuy o tex to se 
redactará dentro de los treinta (30) días siguientes. 
Vencido el término para alegar el magistrado ponente tendrá diez (10) días para registrar proy ecto y se 
decidirá dentro de los v einte (20) días siguientes. 
Artículo 196. R evisión de la sentencia. Si la S ala encuentra fundada la causal  invocada, procederá de la 
siguiente forma: 
1. Declarará sin valor la sentencia motiv o de la acción y  dictará la providencia que corresponda c uando se 
trate de prescripción de la acción penal, ilegitimidad del querellante, caducidad de la querella, o cualquier 
otro ev ento generador de extinción de la acción penal, y  la causal aludida sea el cambio fav orable del 
criterio jurídico de sentencia emanada de la Corte. 
En los demás cas os, la ac tuación será dev uel ta a un des pacho judicial de la misma c ategoría, diferente de 
aquel que profir ió la decisión, a fin de que se tramite nuev amente a partir del momento proces al que se 
indique. 
2. Decretará la libertad prov isional y  caucionada del procesado. No se impondrá caución cuando la acción 
de rev isión se refiere a una caus al de ex tinción de la acción penal. 
Artículo 197. Impedimento especial. N o podrá intervenir en el  trám ite y  decisión de es ta acción ningún 
magis trado que hay a suscrito la decisión objeto de la misma. 
Artículo 198. Consecuencias del fallo rescindente. Salv o que se trate de las causales de rev isión prev istas 
en los numerales 4 y  5 del artículo 192, los efectos del fal lo rescindente se extenderán a los no 
accionantes. 
CAPITULO XI 
Dis posición común a la cas ación y  acción de rev isión 
Artículo 199. Desistimiento. Podrá desis tirs e del recurso de casación y  de la acción de rev isión antes de 
que la Sala las decida. 
LIBRO II 
TECN ICAS DE INDAGACION E IN VEST IGACION 
DE LA PRU EBA Y SISTEMA PR OBAT ORIO 
T I T U L O I 
LA INDAGACION Y LA INVEST IGACION 
CAPITULO I 
Organos de indagación e inv estigación 
Artículo 200. Organos. Corresponde a la Fiscal ía General de la Nación realizar la indagación e 
inv estigación de los hechos que revistan carac terís tic as de un del ito que l leguen a su conocim iento por 
medio de denuncia, querella, petición es pecial o por cualquier otro medio idóneo. 



En des arrollo de la func ión prev ista en el incis o anterior a la Fiscal ía General de la Nación, por conduc to 
del fiscal direc tor de la inv estigación, le corres ponde la dirección, coordinación, control jur ídico y 
v erificación técnic o-científic a de las ac tividades que desarrol le la pol icía judic ial, en los  términos  prev istos 
en es te código. 
Por polic ía judicial s e entiende la función que cumplen las entidades del  Es tado para apoy ar la 
inv estigación penal y , en ejercicio de las mismas, dependen funcionalmente del Fiscal General de la 
Nación y sus delegados. 
Artículo 201. Organos de policía judicial permanente. Ejerc en permanentemente las funciones de polic ía 
judicial  los  serv idores investidos  de esa función,  pertenecientes  al  Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Fiscalía General de la Nación, a la Policía Nacional y  al Departamento Adminis trativo de Seguridad, por 
intermedio de sus dependencias especializadas. 
Parágrafo. En los lugares del territorio nacional donde no hubiere miembros de policía judicial de la Polic ía 
Nacional, estas funciones las podrá ejercer la Policía Nacional. 
Artículo 202. Organos que ejercen funciones permanentes de policía judicial de manera especial dentro de 
su competencia. Ejercen permanentemente funciones especializadas de pol icía judicial dentro del proceso 
penal y  en el ámbito de su competencia, los siguientes organismos: 
1. La Procuraduría General de la N ación. 
2. La Contraloría General de la Repúblic a. 
3. Las autoridades de tránsi to. 
4. Las entidades públicas que ejerz an funciones de v igilanc ia y control. 
5. Los  directores nacional y regional  del Inpec, los directores  de los establecimientos de reclusión y  el 
personal de custodia y  v igilancia, conforme con lo señalado en el Código Peni tenciario y  Carcelario. 
6. Los alc aldes. 
7. Los ins pectores de policía. 
Parágrafo. Los directores de estas entidades, en coordinación con el Fiscal General de la Nación, 
determinarán los servidores públicos de su dependencia que integrarán las unidades correspondientes. 
Artículo 203. Organos que ejercen transitoriament e funciones de policía judicial. Ejerc en funciones de 
policía judicial, de manera transi toria, los entes públicos que, por resolución del Fisc al General de la 
Nación, hay an sido autoriz ados para el lo. Es tos deberán ac tuar c onforme con las autorizaciones otorgadas 
y  en los asuntos que hayan sido señalados en la respectiva res oluc ión. 
Artículo 204. Organo técnic o-científico. El Ins tituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, de 
conformidad c on la ley  y  lo establec ido en el es tatuto orgánico de la Fiscal ía General de la Nación, 
prestará auxilio y apoy o téc nico-científico en las inv estigaciones des arrolladas por la Fiscalía General de la 
Nación y los organismos con func iones de policía judicial. Igualmente lo hará c on el imputado o su 
defensor cuando estos lo solic iten. 
La Fisc al ía General  de la Nac ión, el  imputado o su defens or s e apoy arán, cuando fuere nec esario, en 
laboratorios  priv ados nacionales o extranjeros o en los de univ ersidades públicas o priv adas, nacionales  o 
ex tranjeras. 
También pres tarán apoy o técnico-científico los laboratorios forenses de los organismos de policía judicial. 
Artículo 205. Actividad de policía judicial en la indagación e investigación. Los serv idores públic os que, en 
ejercicio de sus funciones de policía judicial, reciban denuncias, querellas o informes de otra clase, de los 
cuales se infiera la posible comisión de un deli to, real izarán de inmediato todos los ac tos urgentes, tales  
como inspección en el lugar del hecho, inspección de cadáv er, entrevistas e interrogatorios. Además, 
identific arán, recogerán, embalarán técnicamente los elementos materiales probatorios y  ev idencia física y 
registrarán por escri to, grabación magnetofónica o fonóptica las  entrev istas  e interrogatorios y se 
someterán a cadena de custodia. 
Cuando deba prac ticarse ex amen médico-legal a la víctima, en lo posible, la ac ompañará al centro médico 
respectivo. Si  se trata de un cadáver, es te s erá trasladado a la respectiva dependencia del  Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Cienc ias Forenses o, en s u defec to,  a un centro médico oficial para que se 
real ice la necropsia médico-legal. 



Sobre esos actos urgentes y sus resul tados la pol icía judicial deberá presentar, dentro de las treinta y  seis 
(36) horas siguientes, un informe ejecutivo al fiscal competente para que asuma la dirección, coordinación 
y  control de la investigación. 
En cualquier caso, las autoridades de polic ía judicial harán un reporte de iniciación de su activ idad para 
que la Fiscalía General de la N ación asuma inmediatamente esa dirección, coordinación y  control. 
Artículo 206. Entrevista. Cuando la polic ía judicial,  en desarrol lo de su activ idad, considere fundadamente 
que una persona fue v íctima o tes tigo presencial de un delito o que tiene alguna información útil para la 
indagación o investigación que adelanta, real izará entrev ista con ella y, si fuere del caso, le dará la 
protección necesaria. 
La entrev ista s e efectuará obs ervando las reglas téc nicas pertinentes y  se emplearán los medios  idóneos 
para registrar los resul tados del ac to inv estigativ o. 
Sin perjuicio de lo anterior, el investigador deberá al menos dejar constanc ia de sus observ aciones en el 
cuaderno de notas, en relación con el resul tado de la entrev ista. 
Artículo 207. Programa met odológico. R ecibido el informe de que trata el  artículo 205, el  fiscal encargado 
de coordinar la inv estigación dispondrá, si fuere el caso, la rati ficación de los actos de inv estigación y  la 
real ización de reunión de trabajo con los m iembros de la polic ía judicial. Si la complejidad del asunto lo 
amerita, el fiscal dispondrá, prev ia autor ización del jefe de la unidad a que s e encuentre adscri to, la 
ampl iación del equipo investigativo. 
Durante la sesión de trabajo, el fisc al, con el apoy o de los integrantes de la policía judicial, se traz ará un 
programa metodológico de la investigación, el cual deberá contener la determinación de los objetiv os en 
relación con la naturaleza de la hipótesis delic tiv a; los c riterios para ev aluar la información; la delimitación 
funcional de las tareas que se deban adelantar en procura de los objetiv os trazados; los procedimientos de 
control en el desarrollo de las labores y  los recursos de mejoramiento de los resul tados obtenidos. 
En des arrollo del programa metodológico de la inv estigación, el fisc al ordenará la realiz ación de todas las 
actividades que no impliquen restricción a los derechos fundamentales y que sean conducentes al 
esclarecimiento de los hec hos, al descubrimiento de los elementos materiales probatorios y  ev idencia 
fís ica, a la indiv idualización de los autores y partíc ipes del del ito, a la evaluación y  cuanti fic ación de los 
daños caus ados y  a la asistencia y  protección de las víctimas. 
Los ac tos de investigación de campo y  de estudio y análisis de laboratorio serán ejercidos directamente 
por la pol icía judicial. 
Artículo 208. Actividad de policía. C uando en ejercicio de la activ idad de polic ía los serv idores de la Polic ía 
Nacional desc ubrieren elementos mater iales probatorios y evidencia física c omo los mencionados en es te 
código, en desarrollo de regis tro personal, ins pección c orporal, registro de vehículos y  otras diligencias 
similares, los identi ficarán, rec ogerán y embalarán técnicamente. Sin demora alguna, comunicarán el 
hallazgo a la polic ía judicial, telefónicamente o por cualquier otro medio eficaz, la cual sin dilación se 
tras ladará al lugar y  recogerá los elementos y el informe. Cuando esto no fuere posible, quien los hubiere 
embalado los hará llegar, con las seguridades del caso, a la pol icía judicial. 
Artículo 209. Informe de investigador de campo. El informe del investigador de campo tendrá las siguientes 
carac terís tic as: 
a) Descripción clara y  precisa de la forma, técnica e instrumentos utiliz ados en la ac tividad investigativa a 
que s e refiere el informe; 
b) Descripción clara y precisa de los resultados de la ac tividad inv estigativ a antes mencionada; 
c) Relación clara y  precisa de los elementos materiales probatorios y  ev idencia fís ica descubiertos, as í 
como de su rec olección, embalaje y  sometim iento a cadena de custodia; 
d) Acompañará el informe con el registro de las entrevistas e interrogator ios que hubiese real izado. 
Artículo 210. Informe de inv estigador de laboratorio. El informe del inv estigador de laborator io tendrá las 
siguientes carac terístic as: 
a) La descripción clara y  precisa del elemento material probator io y evidencia físic a ex aminados; 
b) La descr ipción clara y  precisa de los proc edimientos técnicos empleados en la realización del examen y , 
además, informe s obre el  grado de aceptación de dichos proc edim ientos por la comunidad técnic o-
científic a; 



c) Relación de los  instrumentos  empleados e información sobre su estado de mantenimiento al momento 
del ex amen; 
d) Ex plicación del  pr incipio o principios técnicos  y científicos aplicados e informe sobre el  grado de 
aceptación por la comunidad científica; 
e) Descripción clara y precisa de los procedimientos de su activ idad técnico-científica; 
f) Interpretación de esos resul tados. 
Artículo 211. Grupos de tareas es peciales. Cuando por la particular c omplejidad de la inv estigación s ea 
neces ario conformar un grupo de tareas especiales, el fiscal jefe de la unidad respectiv a solicitará la 
autor ización al Fisc al General de la Nación, Director Nacional o Seccional de Fisc alía o su delegado. 
El grupo de tareas especiales se integrará con los fiscales y  miembros de policía judicial que se requieran, 
según el c aso, y quienes trabajarán con dedicación ex clusiv a en el  desarrol lo del programa metodológico 
corres pondiente. 
En estos eventos, el fisc al, a parti r de los hallazgos reportados por la pol icía judicial, deberá rendir 
informes semanales de av ance al Fiscal General de la N ación, Director N acional o Seccional de Fiscalía o 
su delegado, a fin de ev aluar los progresos del grupo de tareas especiales. 
Según los res ultados, el Fisc al General de la Nación, Director N acional o Seccional de Fiscalía o su 
delegado podrá reorganizar o disolv er el grupo de tareas especiales. 
Artículo 212. Análisis de la actividad de policía judicial en la indagación e inv estigac ión. Examinado el 
informe de inicio de las labores realizadas por la polic ía judicial y  analizados los primeros hallaz gos, si 
resul tare que han sido di ligenciadas con desconocimiento de los  principios rec tores y  garantías 
procesales, el fiscal ordenará el rechaz o de esas actuaciones e informará de las irregularidades adv ertidas 
a los funcionarios competentes en los ámbitos disciplinar io y  penal. 
En todo caso, dispondrá lo pertinente a los fines de la inv estigación. 
Para cumplir la labor de control de pol icía judicial en la indagación e inv estigación, el fiscal dispondrá de 
acceso ilimi tado y  en tiempo real, cuando sea posible, a la base de datos de policía judicial. 
CAPITULO II 
Actuaciones que no requieren autorización judicial prev ia  
para su realización 
Artículo 213. Ins pección del lugar del hecho. Inmediatamente s e tenga conocim iento de la comisión de un 
hecho que pueda constituir un del ito, y  en los casos en que ello sea procedente, el s erv idor de Polic ía 
Judicial se trasladará al  lugar de los hechos y lo ex aminará minucios a, completa y metódic amente, c on el 
fin de descubrir, identi fic ar, rec oger y embalar, de ac uerdo con los procedimientos técnicos es tablecidos en 
los manuales de cr iminalística, todos los elementos materiales probatorios y  ev idencia física que tiendan a 
demostrar la realidad del hecho y a señalar al autor y  partícipes del mismo. 
El lugar de la inspección y  cada elemento mater ial probatorio y  evidencia física desc ubiertos, antes de s er 
recogido, se fijarán mediante fotografía, v ideo o cualquier otro medio técnico y  se levantará el respectiv o 
plano. 
La Fiscal ía dispondrá de protoc olos, previamente elaborados, que serán de riguros o cumpl imiento, en el 
desarrollo de la ac tividad inv estigativ a regulada en esta sección. De toda la diligencia se lev antará un ac ta 
que debe suscribir el funcionario y  las personas que la atendieron, colaboraron o perm itieron la realización. 
Artículo 214. Inspección de cadáver. En cas o de homicidio o de hec ho que s e presuma como tal, la polic ía 
judicial inspeccionará el lugar y embalará téc nicamente el cadáv er, de acuerdo c on los manuales de 
criminal ístic a. Este se identificará por cualquiera de los métodos prev istos en es te código y se trasladará al 
centro médico legal con la orden de que se prac tique la nec ropsia. 
Cuando en el lugar de la ins pección se hallaren partes de un cuerpo humano, restos óseos o de otra 
índole perteneciente a ser humano, se rec ogerán en el es tado en que se enc uentren y  se embalarán 
téc nicamente. Después se trasladarán a la dependencia del Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forens es, o centro médico idóneo, para los ex ámenes que correspondan. 
Artículo 215. Inspecciones en lugares distintos al del hecho. La ins pección de cualquier otro lugar, 
diferente al del hecho, para desc ubrir elementos materiales  probatorios y  evidencia fís ica útiles para la 
inv estigación, se realizará conforme con las reglas señaladas en es te capítulo. 



Artículo 216. Aseguramient o y custodia. Cada elemento material probator io y  ev idencia física rec ogidos en 
alguna de las inspecciones reguladas en los artículos anteriores, s erá as egurado, embalado y custodiado 
para ev itar la suplantación o la al teración del mismo. Ello s e hará observ ando las reglas de cadena de 
custodia. 
Artículo 217. Exhumación. Cuando fuere neces ario ex humar un cadáv er o sus restos, para fines de la 
inv estigación, el fiscal así lo dispondrá. La polic ía judicial establec erá y  rev isará las condic iones del sitio 
precis o donde se encuentran los despojos a que se refiere la inspección. Técnicamente hará la 
ex humación del cadáv er o los res tos y  los trasladará al centro de Medicina Legal, en donde será 
identific ado técnic o-científic amente, y  se realizarán las inv estigaciones y análisis para descubrir lo que 
motiv ó la ex humación. 
Artículo 218. Avis o de ingres o de presuntas víctimas. Quien en hospi tal, pues to de s alud, clínica, 
consul torio médico u otro establecimiento similar, públic o o particular, reciba o dé entrada a persona a la 
cual se le hubiese ocasionado daño en el cuerpo o en la salud, dará av iso inmediatamente a la 
dependencia de policía judicial que le sea más próx ima o, en su defecto, a la primera autoridad del lugar. 
Artículo 219. Procedencia de los registros y allanamientos. El fiscal enc argado de la dirección de la 
inv estigación, según lo establecido en los artículos siguientes y  con el fin de obtener elementos materiales 
probatorios  y evidencia física o realizar la c aptura del indiciado, imputado o condenado, podrá ordenar el 
registro y allanamiento de un inmueble, nav e o aeronav e, el cual será realizado por la policía judicial. Si el 
registro y  allanamiento tiene como finalidad única la captura del indiciado, imputado o condenado, sólo 
podrá ordenarse en relación con delitos susceptibles de medida de aseguramiento de detención 
preventiva. 
Artículo 220. Fundamento para la orden de registro y allanamiento. Sólo podrá ex pedirse una orden de 
registro y  allanamiento cuando ex istan motiv os razonablemente fundados, de acuerdo con los medios 
cognosci tiv os prev istos en este código, para concluir que la ocurrencia del deli to investigado tiene como 
pro bable autor o partícipe al propietar io, al simple tenedor del bien por regis trar, al que transi toriamente se 
encontrare en él; o que en s u interior se hallan los instrumentos c on los que se ha cometido la infracción, o 
los objetos produc to del il íci to. 
Artículo 221. Respaldo probator io para los motivos fundados. Los motiv os fundados de que trata el artículo 
anter ior deberán ser respaldados, al  menos, en informe de polic ía judicial, declaración jurada de tes tigo o 
informante, o en elementos materiales probatorios y  ev idencia física que es tablezc an con v erosimili tud la 
v inculación del bien por registrar con el delito inv estigado. 
Cuando se trate de declaración jurada de testigo, el fiscal  deberá es tar pres ente con m iras  a un ev entual 
interrogator io que le permita apreciar mejor su credibilidad. Si se trata de un informante, la polic ía judicial 
deberá precis ar al fisc al s u identific ación y  explicar por qué razón le resulta confiable. De todas maneras, 
los datos del informante serán reservados, inclus iv e para los efec tos de la audiencia ante el juez de control 
de garantías. 
Cuando los motiv os fundados surjan de la presencia de elementos materiales probatorios, tales como 
ev idencia física, v ídeos o fotografías fruto de seguimientos pasiv os, el fisc al, además de v eri ficar la cadena 
de cus todia, deberá ex igir el diligenc iamiento de un oficio proforma en donde bajo juramento el funcionario 
de la polic ía judicial certi fique que ha corroborado la corrección de los procedimientos de rec olección, 
embalaje y  conserv ación de dic hos elementos. 
Artículo 222. Alcance de la orden de registro y allanamiento. La orden expedida por el fiscal deberá 
determinar con precisión los lugares que se v an a regis trar. Si s e trata de edificaciones, naves o aeronav es 
que dis pongan de v arias habi taciones o compartimentos, se indicará ex pres amente cuáles se encuentran 
comprendidos en la dil igencia. 
De no s er posible la descripción ex acta del lugar o lugares por regis trar, el fiscal deberá indicar en la orden 
los argumentos para que, a pesar de ello, deba procederse al operativ o. En ninguna circuns tancia podrá 
autor izars e por la Fiscal ía General de la Nación el diligenciamiento de órdenes  de regis tro y  allanamiento 
indiscr iminados, o en donde de manera global se s eñale el bien por regis trar. 
Artículo 223. Objetos no susceptibles de registro. No serán susc eptibles de registro los siguientes objetos: 
1. Las comunic aciones escr itas entre el indiciado, imputado o ac usado con sus abogados. 



2. Las comunicaciones escr itas entre el indiciado, imputado o acus ado con las personas que por raz ón 
legal es tán ex cluidas del deber de testificar. 
3. Los archiv os de las personas indicadas en los numerales precedentes que c ontengan información 
confidencial relativ a al indiciado, imput ado o acusado. Este apartado c obija también los doc umentos 
digi tales, v ídeos, grabaciones, ilus traciones y cualquier otra imagen que s ea relev ante a los fines de la 
restricción. 
Parágrafo. Es tas restricciones no son aplicables cuando el priv ilegio desaparece, ya sea por s u renuncia o 
por tratarse de pers onas v inculadas como aux iliadores, partícipes o coautoras del  deli to inv estigado o de 
uno conex o o que se enc uentre en curso, o se trate de situaciones que consti tuyan una obs trucción a la 
justicia. 
Artículo 224. Plazo de dil igenciamiento de la orden de registro y allanamiento. La orden de regis tro y 
allanam iento deberá s er di ligenciada en un término máx imo de treinta (30) días, si se trata de la 
indagación y de quinc e (15) días, si s e trata de una que tenga lugar después de la formulación de la 
imputación. En el  evento de mediar razones que jus tifiquen una demora, el fiscal  podrá, por una sola vez, 
prorrogarla hasta por el mis mo tiempo. 
Artículo 225. Reglas particulares para el diligenciamiento de la orden de registro y allanamiento. Durante la 
diligenc ia de regis tro y  allanamiento la polic ía judicial deberá: 
1. Realizar el procedimiento entre las 6:00 a.m. y las 6:00 p.m., salv o que por ci rcunstancias partic ulares 
del cas o, resulte razonable suponer que la única manera de ev itar la fuga del indiciado o imputado o la 
des trucción de los elementos mater iales probatorios y ev idencia física, sea actuar durante la noche. 
2. El regis tro se adelantará ex clusiv amente en los lugares autoriz ados y , en el ev ento de encontrar nuev as 
ev idencias de la c omisión de los delitos  inv estigados, podrá ex tenders e a otros lugares, incluidos los  que 
puedan encuadrarse en las si tuaciones de flagrancia. 
3. Se garantizará la menor res tricción posible de los derec hos de las personas afectadas con el regis tro y 
allanam iento, por lo que los bienes incautados se limitarán a los señalados en la orden, salv o que medien 
circuns tancias de flagrancia o que aparezcan elementos materiales probatorios y  ev idencia física 
relacionados con otro deli to. 
4. Se lev antará un ac ta que resuma la di ligencia en la que se hará indicación ex pres a de los  lugares 
registrados, de los objetos ocupados o inc autados y  de las personas capturadas. Además, se deberá 
señalar s i hubo oposición por parte de los afec tados y, en el ev ento de ex istir medidas preventiv as 
policiv as, se hará mención detallada de la naturaleza de la reacción y  las consec uencias de el la. 
5. El ac ta será leída a las pers onas que aleguen haber sido afectadas  por el registro y  allanam iento y se 
les solicitará que firmen si es tán de acuerdo con su c ontenido. En caso de ex istir discrepancias c on lo 
anotado, deberán dejarse todas las precisiones sol icitadas por los interesados y, si después de es to, se 
negaren a firmar, el funcionario de la policía judicial respons able del operativ o, bajo juramento, dejará 
ex presa constancia de ello. 
Artículo 226.  Allanamientos  es peciales. Para el  allanamiento y regis tro de bienes inmuebles, naves, 
aeronaves o v ehículos automotores que, c onforme con el  derecho internacional y  los tratados en vigor 
gocen de inmunidad diplomátic a o consular, el  fiscal s olici tará venia al respectivo agente diplomático o 
consular, mediante oficio en el que se requeri rá su contestación dentro de las v eintic uatro (24) horas 
siguientes y  será remitido por conducto del Minis terio de Relaciones Exteriores. 
Artículo 227. Acta de la diligencia. En el acta de la diligencia de allanamiento y registro deben identi ficarse 
y  describirse todas las cos as que hayan sido ex aminadas o incautadas, el lugar donde fueron encontradas  
y  se dejarán las cons tancias que sol iciten las pers onas que en ella interv engan. Los propietarios, 
poseedores o tenedores tendrán derecho a que se les ex pida copia del ac ta, si la solicitan. 
Artículo 228. Dev olución de la orden y c adena de custodia. T erminada la diligencia de registro y  
allanam iento, dentro del término de la distancia, sin sobrepasar las doc e (12) horas siguientes, la polic ía 
judicial informará al fiscal que ex pidió la orden los pormenores del operativo y, en caso de haber ocupado 
o incautado objetos, en el mismo término le remitirá el inv entario c orrespondiente pero s erá de aquella la 
custodia de los bienes incautados u oc upados. 



En caso de haber realiz ado capturas durante el registro y  allanamiento, concluida la di ligencia, la polic ía 
judicial pondrá inmediatamente al capturado a órdenes del fiscal, junto c on el respectivo informe. 
Artículo 229. Procedimiento en cas o de flagrancia. En las si tuaciones de flagrancia, la policía judicial podrá 
proceder al registro y allanamiento del inmueble, nave o aeronav e del indiciado. En cas o de refugiars e en 
un bien inmueble ajeno, no abierto al público, se solici tará el consentimiento del propietario o tenedor o en 
su defecto se obtendrá la orden corres pondiente de la F iscal ía General de la Nación, s alvo que por v oces 
de aux ilio resulte neces aria la interv ención inmediata o se establezca coacc ión del indiciado en c ontra del 
propietario o tenedor. 
Artículo 230. Excepciones al requisito de la orden escrita de la Fiscalía General de la Nación para proc eder 
al registro y allanamiento. Excepcionalmente podrá omitirse la obtención de la orden escr ita de la Fiscal ía 
General de la Nac ión para que la Pol icía Judicial pueda adelantar un registro y allanamiento, cuando: 
1. Medie consentimiento ex preso del propietario o simple tenedor del bien objeto del registro, o de quien 
tenga interés por ser afec tado durante el proc edimiento. En es ta eventualidad, no se c onsiderará como 
suficiente la mera ausencia de objeciones por parte del interes ado, sino que deberá acredi tarse la libertad 
del afectado al mani fes tar la autoriz ación para el registro. 
2. No ex ista una expectativa razonable de intimidad que jus tifique el requisi to de la orden. En es ta 
ev entualidad, se considera que no ex iste dicha ex pec tativ a cuando el objeto se encuentra en campo 
abierto, a plena vista, o cuando se encuentra abandonado. 
3. Se trate de si tuaciones de emergencia tales c omo incendio, explosión, inundación u otra clase de 
estragos que pongan en peligro la v ida o la propiedad. 
4. Se lleve a cabo un regis tro c on oc asión de la captura del indiciado, imputado, acus ado, condenado. 
Parágrafo. Se considera también aplicable la ex cepción a la ex pectativa raz onable de intimidad prev ista en 
el numeral 2, cuando el objeto s e enc uentre a plena vista merc ed al aux ilio de medios técnicos que 
permitan v isualizarlo más al lá del alc anc e normal de los s entidos. 
Artículo 231. Interés para reclamar la violación de la ex pectativa raz onable de intimidad en relación con los 
registros y allanam ientos. Unic amente podrá alegar la v iolación del debido proceso ante el juez de c ontrol 
de garantías o ante el juez de conocimiento,  según sea el cas o, con el fin de la ex clusión de la evidenc ia 
ilegalmente obtenida durante el  procedimiento de registro y al lanamiento, quien haya sido considerado 
como indiciado o imputado o s ea titular de un derecho de dominio, posesión o mera tenencia del bien 
objeto de la di ligencia. Por ex cepción, s e ex tenderá esta legitimación cuando s e trate de un visitante que 
en su c alidad de huésped pueda ac reditar, como requisi to de umbral, que tenía una expectativa razonable 
de intim idad al momento de la real ización del registro. 
Artículo 232. Cláusula de exclusión en materia de registros y allanamientos. La ex pedición de una orden 
de registro y allanamiento por parte del fiscal, que se enc uentre v iciada por carencia de alguno de los 
requisi tos esenciales prev istos en este c ódigo, generará la invalidez  de la diligenc ia, por lo que los 
elementos  materiales probatorios y  ev idencia física que dependan directa y ex clusivamente del registro 
carec erán de v alor, serán ex cluidos de la actuación y  sólo podrán ser utilizados para fines de impugnación. 
Artículo 233. Retención de correspondenc ia. El Fiscal General o s u delegado podrá ordenar a la polic ía 
judicial la retención de correspondencia priv ada, pos tal, telegráfic a o de mens ajería especializada o similar 
que rec iba o remita el indiciado o imputado, cuando tenga motiv os razonablemente fundados, de acuerdo 
con los medios cognosci tiv os prev istos en es te código, para inferi r que existe información útil para la 
inv estigación. 
En es tos c asos  se apl icarán analógicamente, s egún la naturalez a del ac to, los c riterios establecidos para 
los registros y  allanamientos. 
Así mis mo, podrá solici tarse a las oficinas corres pondientes c opia de los mensajes trans mitidos o recibidos 
por el indiciado o imputado. 
Similar procedimiento podrá autorizarse para que las empresas de mensajería es pecializ ada suministren la 
relación de env íos hechos por solici tud del indiciado o imputado o dir igidos a él. 
Las medidas adoptadas en desarrollo de las atribuciones contempladas en es te artículo no podrán 
ex tenders e por un período s uperior a un (1) año. 



Artículo 234. Examen y devolución de la correspondencia. La policía judicial examinará la correspondenc ia 
retenida y  si encuentra elementos materiales probatorios y  ev idencia física que resulten relevantes a los 
fines de la inv estigación, en un plazo máximo de doce (12) horas, informará de ello al fiscal  que expidió la 
orden. 
Si se tratare de escritura en clav e o en otro idioma, inmediatamente ordenará el desci framiento por peri tos 
en criptografía, o su traducción. 
Si por este ex amen se desc ubriere información sobre otro deli to, iniciará la indagación c orrespondiente o 
bajo custodia la env iará a quien la adelanta. 
Una v ez formulada la imputac ión, o v encido el término fijado en el artículo anterior, la polic ía judicial 
dev olv erá la corres pondencia retenida que no resulte de interés para los fines de la investigación. 
Lo anterior no será obstáculo para que pueda ser devuel ta c on anticipación la correspondenc ia 
ex aminada, cuy a apariencia no se hubiera alterado, con el objeto de no susci tar la atención del indiciado o 
imputado. 
Artículo 235. Interceptación de comunicaciones telef ónic as y similares. El fiscal podrá ordenar, con el único 
objeto de buscar elementos materiales probatorios y  ev idencia física, que se intercepten mediante 
grabación magnetofónica o s imilares  las  comunic aciones  telefónic as, radiotelefónicas y similares  que 
uti licen el espectro electromagnétic o, cuya información tengan interés para los fines de la actuación. En 
este sentido, las entidades enc argadas de la operación técnic a de la respectiv a interc eptac ión tienen la 
obligación de realiz arla inmediatamente después de la noti ficación de la orden. 
En todo caso, deberá fundamentarse por esc ri to. Las personas que participen en es tas diligenc ias se 
obligan a guardar la debida reserva. 
Por ningún motivo se podrán interceptar las comunicaciones del defensor. 
La orden tendrá una v igencia máx ima de tres (3) meses, pero podrá prorrogarse has ta por otro tanto si, a 
juicio del fiscal, subsis ten los motiv os fundados que la originaron. 
Artículo 236. Recuperación de información dejada al navegar por int ernet u otros medios tecnológic os que 
produzcan efect os equivalentes. Cuando el fiscal tenga motiv os razonablemente fundados, de ac uerdo c on 
los medios cognoscitiv os prev istos en este código, para inferi r que el indiciado o el imputado ha es tado 
transmitiendo información útil  para la inv estigación que se adelanta, durante su nav egación por internet u 
otros medios tecnológicos que produzcan efec tos equiv alentes, ordenará la aprehensión del computador, 
computadores y serv idores que pueda haber utiliz ado, disquetes y  demás medios de almac enamiento 
fís ico, para que ex pertos en informática forens e descubran, recojan, analicen y  custodien la información 
que recuperen. 
En es tos cas os serán aplic ables analógicamente, según la naturaleza de es te acto, los cri ter ios 
establecidos para los registros y  allanamientos. 
La aprehensión de que trata es te artículo se limi tará ex clusiv amente al tiempo nec esario para la captura de 
la información en él contenida. Inmediatamente se devolverán los equipos incautados. 
Artículo 237. Audiencia de c ontrol de legalidad posterior. Dentro de las v eintic uatro (24) horas siguientes al 
diligenc iamiento de las órdenes de registro y allanamiento, retención de c orrespondencia, interceptación 
de comunicaciones o recuperación de información dejada al nav egar por internet u otros medios similares, 
el fiscal c omparecerá ante el juez de control de garantías, para que real ice la audiencia de revisión de 
legalidad s obre lo actuado. 
Durante el  trámite de la audiencia sólo podrán asisti r, además del  fiscal, los funcionarios de la polic ía 
judicial y los testigos o peri tos que pres taron declaraciones juradas con el fin de obtener la orden 
respectiva, o que interv inieron en la diligencia. 
El juez podrá, si lo es tima conv eniente, interrogar directamente a los c omparecientes y , después de 
escuchar los argumentos del fisc al, dec idirá de plano sobre la v alidez del proc edimiento. 
Parágrafo. Si el cumplimiento de la orden ocurrió luego de formulada la imputación, se deberá ci tar a la 
audiencia de control de legalidad al imputado y  a su defens or para que, si lo desean, puedan realizar el 
contradictor io. En este último ev ento, se apl icarán analógicamente, de ac uerdo c on la naturaleza del ac to, 
las reglas prev istas para la audiencia prelim inar. 



Artículo 238. Inimpugnabil idad de la decisión. La decisión del juez de control de garantías no será 
susceptible de impugnación por ninguno de los que participaron en el la. N o obs tante, si la defensa se 
abs tuv o de interv enir, podrá en la audiencia preliminar o durante la audiencia preparatoria s olici tar la 
ex clusión de las ev idencias obtenidas. 
Artículo 239. Vigilancia y seguimiento de pers onas. Sin perjuicio de los procedimientos preventivos que 
adelanta la fuerza públ ica, en cumpl imiento de su deber constitucional, previa autoriz ación del  Director 
Nacional o Seccional  de Fiscalía, el fiscal que tuviere motiv os razonablemente fundados, de acuerdo c on 
los medios cognoscitiv os prev istos en este código, para infer ir que el indiciado o el imputado pudiere 
conducirlo a c ons eguir información úti l para la inv estigación que se adelanta, podrá disponer que se 
someta a seguimiento pasiv o, por tiempo determinado, por parte de la Polic ía Judicial. Si en el lapso de un 
(1) año no s e obtuv iere res ultado alguno, s e cancelará la orden de v igilancia, sin perjuicio de que vuelva a 
ex pedirse, si surgieren nuev os motiv os. 
En la ejec ución de la v igilancia, se empleará cualquier medio que la técnica aconseje. En consec uencia, se 
podrán tomar fotografías, filmar v ídeos y , en general, realizar todas las activ idades relacionadas que 
permitan recaudar informac ión relevante a fin de identi fic ar o indiv idualizar los autores o partíc ipes, las 
personas que lo frecuentan, los lugares adonde as iste y aspectos sim ilares, cuidando de no afectar la 
ex pectativ a raz onable de la intim idad del indiciado o imputado o de terceros. 
En todo caso se surtirá la autoriz ación del juez de control de garantías para la determinación de su 
legalidad formal y  material, dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a la expedición de la orden por 
parte de la Fiscal ía General. 
Artículo 240. Vigilancia de c osas. El fisc al que dirija la investigación, que tuv iere motiv os raz onablemente 
fundados, de acuerdo con los medios cognosci tivos prev istos en es te c ódigo, para inferir que un inmueble, 
nav e, aeronav e o cualquier otro vehículo o mueble se usa para almacenar droga que produzca 
dependencia, elemento que si rv a para el proces amiento de dic ha droga, o para ocultar explosiv os, armas, 
municiones, sus tanc ias para producir ex plosivos y, en general, los instrumentos de comisión de un delito o 
los bienes y  efectos provenientes de su ejecución, ordenará a la policía judic ial v igilar es os lugares y  esas 
cosas, con el fin de conseguir información úti l para la inv estigación que se adelanta. Si en el laps o máximo 
de un (1) año no se obtuv iere resul tado alguno, se cancelará la orden de v igilancia, sin perjuicio de que 
v uelv a a ex pedirse, si surgieren nuevos motivos. 
En la ejecución de la v igilancia se empleará c ualquier medio idóneo, siempre y cuando no se afec te la 
ex pectativ a raz onable de intimidad del indic iado, del imputado o de terceros. 
En es te úl timo cas o se aplicará lo dispuesto en el artículo 239. 
En todo caso se surtirá la autoriz ación del juez de control de garantías para la determinación de su 
legalidad formal y  material, dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a la expedición de la orden por 
parte de la Fiscal ía General. 
Artículo 241. Análisis  e infiltración de organización criminal.  Cuando el fiscal tuv iere motiv os 
razonablemente fundados, de acuerdo con los medios cognoscitivos previstos en este c ódigo, para inferir 
que el  indiciado o el  imputado, en la indagación o investigación que se adelanta,  pertenece o es tá 
relacionado con alguna organización cr iminal, ordenará a la polic ía judicial la real ización del análisis de 
aquella con el fin de c onocer su estruc tura organiz ativ a, la agres iv idad de sus integrantes y los puntos 
débiles de la m isma. Después, ordenará la planificación, preparación y manejo de una operac ión, para que 
agente o agentes encubiertos la infiltren con el fin de obtener información útil a la inv estigación que se 
adelanta, de conformidad con lo es tablecido en el artículo siguiente. 
El ejercicio y desarrollo de las actuaciones prev istas en el pres ente artíc ulo s e ajustará a los pres upuestos 
y  limitaciones establecidos en los Tratados Internac ionales rati ficados por Colombia. 
Artículo 242. Actuación de agentes enc ubiertos. Cuando el fiscal tuv iere motivos raz onablemente 
fundados, de ac uerdo c on los medios cognosci tivos prev istos en es te código, para inferir que el indiciado o 
el imputado en la inv estigación que se adelanta, continúa desarrollando una activ idad criminal, prev ia 
autor ización del Direc tor Nacional o Seccional de Fiscalías, podrá ordenar la utiliz ación de agentes 
encubiertos, siempre que resul te indispens able para el éxito de las tareas investigativas. En des arrollo de 
esta facul tad especial podrá disponers e que uno o v arios funcionarios de la pol icía judicial o, incluso 



partic ulares, puedan ac tuar en esta condición y  realizar actos ex trapenales  con trasc endenc ia jurídica. En 
consec uencia, dic hos agentes estarán facultados para interv enir en el tráfico comercial, asumir 
obligaciones, ingresar y  participar en reuniones en el lugar de trabajo o domicil io del  indiciado o imputado 
y , si fuere necesario, adelantar trans acciones con él. Igualmente, si el agente encubierto encuentra que en 
los lugares donde ha actuado existe información útil para los fines de la investigación, lo hará saber al 
fiscal  para que es te disponga el des arrollo de una operación es pecial, por parte de la polic ía judicial, c on 
miras a que se recoja la información y los elementos materiales probatorios y  ev idencia fís ica hallados. 
Así mismo, podrá dis ponerse que ac túe como agente encubierto el particular que, sin modific ar su 
identidad, sea de la confianza del indiciado o imputado o la adquiera para los efec tos de la búsqueda y 
obtención de información relev ante y  de elementos materiales probatorios y  evidencia física. 
Durante la realización de los proc edimientos encubiertos podrán uti lizarse los medios técnic os de ayuda 
previstos en el artíc ulo 239. 
En cumpl imiento de lo dispues to en es te artículo, se deberá adelantar la rev isión de legalidad formal y 
material del procedimiento ante el juez de control de garantías dentro de las treinta y  seis (36) horas 
siguientes a la terminación de la operación encubierta, para lo cual se aplicarán, en lo que s ea pertinente, 
las reglas prev istas para los registros y  allanamientos. 
En todo caso, el uso de agentes encubiertos no podrá ex tenderse por un período superior a un (1) año, 
prorrogable por un (1) año más  mediante debida jus ti ficación. Si  v encido el plazo señalado no s e hubiere 
obtenido ningún resul tado, es ta se c anc elará, sin per juicio de la realizac ión del control de legal idad 
corres pondiente. 
Artículo 243. Entrega vigi lada. El fiscal  que tuv iere motiv os razonablemente fundados, de acuerdo c on los 
medios cognosci tiv os prev istos en es te código, para creer que el indiciado o el imputado dir ige, o de 
cualquier forma interv iene en el transporte de armas, ex plosiv os, municiones, moneda falsi ficada, drogas 
que produc en dependencia o también cuando sea informado por agente encubierto o de confianza de la 
ex istencia de una activ idad criminal continua, prev ia autorización del Direc tor Nac ional o Seccional de 
Fiscalías, podrá ordenar la realización de entregas vigiladas de objetos cuya posesión, transporte, 
enajenación, compra, alquiler o simple tenencia se encuentre prohibida. A es tos efectos se entiende como 
entrega v igilada el  dejar que la mercancía se transporte en el terri tor io nacional o s alga de él, bajo la 
v igilancia de una red de agentes de polic ía judicial espec ialmente entrenados y adiestrados. 
En es tos eventos, es tá prohibido al agente encubierto sembrar la idea de la comisión del delito en el 
indiciado o imputado. Así, s ólo está facultado para entregar por sí, o por interpuesta persona, o facil itar la 
entrega del objeto de la transacción ilegal, a ins tancia o por iniciativ a del indiciado o imputado. 
De la misma forma, el fiscal facul tará a la polic ía judicial para la realización de v igilancia es pecial, cuando 
se trate de operaciones cuy o or igen provenga del exterior y en desarrol lo de lo dispues to en el capítulo 
relativ o a la cooperación judicial internacional. 
Durante el procedimiento de entrega v igilada se utilizará, si fuere posible, los medios téc nicos idóneos que 
permitan es tablecer la interv ención del indiciado o del imputado. 
En todo c aso, una v ez concluida la entrega v igilada, los resultados de la misma y , en especial, los 
elementos materiales probatorios y  ev idencia física, deberán ser objeto de rev isión por parte del juez de 
control de garantías, lo cual cumplirá dentro de las treinta y  seis (36) horas siguientes con el fin de 
establecer s u legalidad formal y  material. 
Artículo 244. Búsqueda s electiva en bases de datos. La polic ía judicial, en des arrollo de su activ idad 
inv estigativ a, podrá real izar las comparaciones de datos regis tradas en bas es mec ánic as, magnétic as u 
otras similares, siempre y cuando se trate del simple cotejo de informac iones de acceso público. 
Cuando se requiera adelantar bús queda selectiv a en las bas es de datos, que implique el acceso a 
información confidencial, referida al indiciado o imputado o, inclusiv e a la obtención de datos der iv ados del 
análisis cruzado de las mis mas, deberá mediar autorización prev ia del fiscal que dirija la inv estigación y se 
aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones relativ as a los regis tros y  allanam ientos. 
En es tos c asos, la rev isión de la legalidad se realiz ará ante el juez de c ontrol de garantías, dentro de las 
treinta y  seis (36) horas siguientes a la c ulminación de la búsqueda selec tiva de la información. 



Artículo 245. Exámenes de ADN que involucren al indiciado o al imputado. Cuando la polic ía judicial 
requiera la realización de exámenes de ADN, en v irtud de la presencia de fluidos corporales, cabellos, 
v ello púbico, semen, sangre u otro v estigio que permita determinar datos como la raz a, el tipo de sangre y , 
en es pecial, la huella dacti lar genética, se requerirá orden ex presa del fisc al que dirige la inv estigación. 
Si se requiere cotejo de los ex ámenes de ADN con la información genética del indiciado o imputado, 
mediante el acceso a banc os de esperma y de sangre, mues tras de laborator ios clínicos, c onsul tor ios 
médic os u odontológicos, entre otros, deberá adelantarse la rev isión de legalidad, ante el juez de control 
de garantías, dentro de las treinta y  seis (36) horas siguientes a la terminación del ex amen respec tiv o, con 
el fin de establecer su legalidad formal y  mater ial. 
CAPITULO III 
Actuaciones que requieren autorizac ión judicial prev ia  
para su realización 
Artículo 246. Regla general. Las ac tiv idades que adelante la polic ía judicial, en des arrollo del programa 
metodológic o de la inv estigación, di ferentes a las prev istas en el capítulo anter ior y que impliquen 
afectación de derechos y garantías fundamentales, únicamente se podrán realizar con autor ización prev ia 
proferida por el juez  de control de garantías, a petición del  fiscal correspondiente. La policía judicial podrá 
requerir autoriz ación prev ia directamente al juez, cuando se presenten circunstancias excepcionales que 
ameriten ex trema urgencia, en c uy o caso el fiscal deberá ser informado de el lo inmediatamente. 
Artículo 247. Inspección c orporal. Cuando el Fisc al General, o el fisc al tengan motivos raz onablemente 
fundados, de acuerdo con los medios cognosci tivos prev istos en es te c ódigo, para creer que, en el cuerpo 
del imputado ex isten elementos mater iales probatorios y  ev idencia física necesarios para la inv estigación, 
podrá ordenar la inspección corporal de dicha persona. En esta di ligencia deberá estar presente el 
defensor y  se observará toda clase de cons ideraciones compatibles con la dignidad humana. 
Artículo 248. Registro personal. Sin perjuicio de los procedimientos prev entiv os que adelanta la fuerza 
pública en cumplimiento de su deber c onsti tucional, y salvo que se trate de regis tro incidental a la captura, 
real izado con ocasión de ella, el Fiscal General o su delegado que tenga motivos raz onablemente 
fundados, de acuerdo c on medios c ognosci tivos previstos en es te c ódigo, para infer ir que alguna persona 
relacionada con la inv estigación que adelanta, es tá en posesión de elementos materiales  probatorios y 
ev idencia física, podrá ordenar el regis tro de es a persona. 
Para practic ar este registro se designará a pers ona del mismo sex o de la que habrá de registrarse, y se 
guardarán con ella toda clase de consideraciones compatibles con la dignidad humana. Si se tratare del 
imputado deberá es tar asistido por su defensor. 
Artículo 249. Obtención de muestras que involucren al imputado. Cuando a juicio de l  fiscal resul te 
neces ario a los fines de la inv estigación, y  prev ia la realización de audiencia de rev isión de legalidad ante 
el juez  de control de garantías  en el ev ento de no existir c ons entimiento del  afectado, podrá ordenar a la 
policía judicial la obtenc ión de mues tras para examen grafotécnico, cotejo de fluidos corporales, 
identific ación de v oz, impresión dental y  de pisadas, de conformidad con las reglas siguientes: 
1. Para la obtención de muestras para examen grafotécnico: 
a) Le pedirá al imputado que escriba, con ins trumento simi lar al uti lizado en el doc umento cuestionado, 
tex tos simi lares a los que se dic en falsi fic ados y  que escriba la fi rma que se dice falsa. Es to lo hará 
siguiendo las reglas sugeridas por los ex pertos del laboratorio de policía judicial; 
b) Le pedirá al imputado que en la máquina que dic e se elaboró el documento s upues tamente fals o o en 
que se al teró, o en otra similar, escriba tex to como los c ontenidos en los  mencionados  documentos. Es to 
lo hará siguiendo las reglas sugeridas por los ex pertos del laborator io de policía judicial; 
c) Obtenidas las mues tras y bajo r igurosa custodia, las trasladará o enviará, según el caso, junto con el 
documento redargüido de falso, al centro de peri taje para que hagan los ex ámenes correspondientes. 
Terminados es tos, se devolverá con el informe pericial al funcionario que los ordenó. 
2. Para la obtención de muestras de fluidos corporales, cabellos, vello púbic o, pelos, voz, impresión dental 
y  pisadas, se seguirán las reglas previstas para los métodos de identi ficación téc nica. 
En todo caso, se requerirá siempre la presencia del defensor del imputado. 



Parágrafo. De la misma manera procederá la policía judicial al realiz ar inspección en la escena del hecho,  
cuando se pres enten las circ uns tancias del artíc ulo 245. 
Artículo 250. Procedimiento en c aso de lesionados o de víctimas de agresiones sex uales. Cuando se trate 
de inv estigaciones relacionadas con la libertad sex ual, la integridad corporal o cualquier otro deli to en 
donde resul te necesaria la práctic a de rec onocimiento y exámenes físicos de las víctimas, tales como 
ex tracciones de s angre, toma de muestras de fluidos c orporales, semen u otros análogos, y no hubiera 
peligro de menoscabo para su s alud, la polic ía judicial requeri rá el auxilio del peri to forense a fin de realiz ar 
el rec onoc imiento o ex amen respec tivos. 
En todo cas o, deberá obteners e el consentimiento escrito de la v íctima o de s u repres entante legal cuando 
fuere menor o incapaz  y  si estos no lo pres taren, s e les ex plicará la importanc ia que tiene para la 
inv estigación y  las consec uenc ias probables que se der iv arían de la imposibil idad de practicarlos. De 
persev erar en su negativa se acudirá al juez de control de garantías para que fije los condicionamientos 
dentro de los cuales debe efec tuarse la ins pección. 
El rec onocimiento o ex amen s e realizará en un lugar adecuado, preferiblemente en el Instituto de Medicina 
Legal y  Ciencias Forenses o, en su defecto, en un es tablecimiento de salud. 
CAPITULO IV 
Métodos de identificación 
Artículo 251. Métodos. Para la identi ficación de pers onas se podrán util izar los  di ferentes métodos que el  
estado de la ciencia aporte,  y que la crim inal ístic a establezca en sus  manuales, tales como las 
carac terís tic as morfológicas de las huellas digi tales, la c arta dental y  el perfi l genétic o presente en el ADN, 
los cuales deberán cumplir con los requisitos del artículo 420 de este código respecto de la prueba pericial. 
Igualmente coady uv arán en es ta finalidad otros exámenes de sangre o de s emen; anális is de composición 
de cabellos, v ellos y pelos; caracterización de v oz; comparación sis temática de escritura manual con los 
grafismos cues tionados en un documento, o caracterís ticas de redacción y esti lo util izado en el m ismo; por 
el patrón de conducta delincuencial registrado en archiv os de policía judicial; o por el conjunto de huel las 
dejadas al caminar o correr, teniendo en cuenta la línea direccional, de los pasos y de cada pis ada. 
Artículo 252. Reconocimient o por medio de fotografías o vídeos. Cuando no ex ista un indic iado 
relacionado con el deli to, o ex istiendo no estuv iere disponible para la realización de rec onocimiento en fi la 
de pers onas, o se negare a participar en él, la polic ía judicial, para proceder a la respec tiva identificación, 
podrá uti lizar c ualquier medio técnico disponible que permita mos trar imágenes reales, en fotografías, 
imágenes digi tales  o v ídeos. Para realizar esta ac tuación se requiere la autorización previa del  fiscal  que 
dirige la inv estigación. 
Este procedimiento se realizará ex hibiendo al tes tigo un número no inferior a siete (7) imágenes de 
diferentes personas, inc luida la del indiciado, si la hubiere. En este úl timo evento, las imágenes deberán 
corres ponder a pers onas que posean rasgos similares a los del indiciado. 
En ningún momento podrá sugerirse o señalarse la imagen que deba ser seleccionada por el tes tigo, ni 
estar presente simultáneamente varios testigos durante el procedimiento de identi fic ación. 
Cuando s e pretenda precisar la perc epción del reconocedor c on respecto a los ras gos físicos de un 
ev entual indiciado, se le ex hibirá el banco de imágenes, fotografías o v ídeos de que disponga la polic ía 
judicial, para que realice la identi ficación respectiva. 
Cualquiera que fuere el  resul tado del reconocimiento se dejará cons tancia resumid a en ac ta a la que se 
anexarán las imágenes utiliz adas, lo cual quedará sometido a cadena de cus todia. 
Este tipo de reconocimiento no ex onera al reconoc edor de la obl igación de identificar en fila de personas, 
en caso de aprehensión o pres entación voluntaria del imputado. En este ev ento se requeri rá la presenc ia 
del defens or del imputado. 
Artículo 253. Reconocimient o en fila de pers onas. En los casos en que se impute la comisión de un del ito a 
una persona c uy o nombre se ignore, fuere común a varias o resul te necesaria la v eri ficación de su 
identidad, la polic ía judicial, prev ia autorización del fiscal que diri ja la inv estigación, efec tuará el 
reconocim iento en fila de personas, de conform idad con las siguientes reglas: 



1. El reconocimiento s e efec tuará mediante la conformación de una fila de personas, en número no inferior 
a siete (7), incluido el imputado, al que se le adv ertirá el derecho que tiene de esc oger el lugar dentro de la 
fila. 
2. No podrá estar presente en una fila de personas más que un indiciado. 
3. Las personas que formen parte de la fila deberán tener c arac terís ticas morfológic as similares; estar 
v estidas de manera semejante y  ofrecer modal idades análogas, cuando sea el caso por las circunstancias 
en que lo perc ibió quien hac e el rec onocimiento. 
4. La pol icía judicial o cualquier otro interv iniente, durante el reconocimiento, no podrá hacer señales o 
formular sugerencias para la identi ficación. 
5. Tampoco podrá el testigo observ ar al indiciado, ni a los demás integrantes de la fila de personas, antes 
de que se inicie el procedimiento. 
6. En cas o de ser posi tiva la identi ficación, deberá expresarse, por parte del  testigo, el  número o posición 
de la persona que aparece en la fila y , además,  mani festará s i lo ha visto c on anterioridad o c on 
pos ter ioridad a los hechos que se investigan, indicando en qué circunstancias. 
7. De todo lo actuado se dejará registro mediante el empleo del medio téc nico idóneo y  se elaborará un 
acta que lo resuma, cualquiera que fuere su resultado. 
Lo prev isto en es te artículo tendrá apl icación, en lo que c orresponda, a los reconocimientos que tengan 
lugar después de formulada la imputación. En este ev ento se requerirá la presencia del defens or del 
imputado. De lo ac tuado se dejará constancia. 
CAPITULO V 
Cadena de cus todia 
Artículo 254. Aplic ación. Con el  fin de demostrar la autenticidad de los elementos materiales probator ios y 
ev idencia física, la cadena de cus todia se aplicará teniendo en cuenta los siguientes factores: identidad, 
estado original, condiciones de recolección, pres erv ación, embalaje y  env ío; lugares y fechas de 
permanencia y  los cambios que cada cus todio hay a real izado. Igualmente se regis trará el nombre y la 
identific ación de todas las personas que hay an estado en contac to con es os elementos. 
La cadena de c us todia se iniciará en el lugar donde se desc ubran,  rec auden o encuentren los elementos 
materiales probatorios y  ev idencia física, y  finaliz a por orden de autoridad competente. 
Parágrafo. El Fiscal General de la Nación reglamentará lo relacionado con el diseño, aplicación y control 
del sis tema de c adena de custodia, de acuerdo con los avanc es científicos, técnic os y  artístic os. 
Artículo 255. Responsabilidad. La aplic ación de la cadena de custodia es responsabilidad de los serv idores 
públicos que entren en contacto con los elementos mater iales probatorios y  evidencia física. 
Los particulares que por raz ón de su trabajo o por el cumplimento de las func iones propias de su cargo, en 
especial el personal de los serv icios de salud que entren en contacto con elementos materiales probator ios 
y  ev idencia física, s on responsables por su recolección, preserv ación y  entrega a la autor idad 
corres pondiente. 
Artículo 256. Mac roelementos materiales probat orios. Los objetos de gran tamaño, como naves, 
aeronaves, vehículos automotores, máquinas, grúas y  otros similares, des pués de ser ex aminados  por 
peri tos, para recoger elementos materiales probatorios y  ev idencia física que s e hal len en ellos, se 
grabarán en v ideocinta o se fotografiarán s u total idad y , especialmente, se regis trarán del mismo modo los 
sitios en donde s e hallaron huellas, rastros, microrrastros o semejantes, marihuana, cocaína, armas, 
ex plosivos o similares que puedan ser objeto o produc to de deli to. Estas fotografías y  v ídeos sustituirán al 
elemento físico, serán utiliz ados en su lugar, durante el juicio oral y  público o en cualquier otro momento 
del procedimiento; y  se embalarán, rotularán y conserv arán en la forma prev ista en el artíc ulo anterior. 
El fiscal, en su defecto los funcionarios de polic ía judicial, deberán ordenar la des trucción de los materiales 
ex plosivos en el lugar del hallazgo, cuando las condiciones de seguridad lo permitan. 
Artículo 257. Inicio de la c adena de c ustodia. El serv idor públic o que, en ac tuación de indagac ión o 
inv estigación polic ial, hubiere embalado y  rotulado el elemento material probatorio y evidencia física, lo 
custodiará. 
Artículo 258. Traslado de cont enedor. El funcionario de pol icía judicial o el serv idor públic o que hubiere 
recogido, embalado y rotulado el elemento material probatorio y  evidencia física, lo trasladará al laborator io 



corres pondiente, donde lo entregará en la oficina de c orrespondencia o la que haga sus v eces, bajo el 
recibo que figura en el formato de cadena de cus todia. 
Artículo 259. Traspaso de contenedor. El servidor público de la ofic ina de c orrespondencia o la que haga 
sus v eces, sin pérdida de tiempo, bajo el recibo que figura en el formato de c adena de custodia, entregará 
el contenedor al peri to que corresponda según la es pecialidad. 
Artículo 260. Actuac ión del perito. El per ito que reciba el c ontenedor dejará cons tancia del estado en que 
se encuentra y  procederá a las inv estigaciones  y  análisis del elemento material probatorio y  evidenc ia 
fís ica, a la menor brev edad posible, de modo que su informe pericial  pueda ser oportunamente remitido al 
fiscal c orrespondiente. 
Artículo 261. Responsabilidad de c ada custodio. Cada serv idor públic o de los mencionados en los artículos 
anter iores, será res pons able de la cus todia del contenedor y  del  elemento material durante el tiempo que 
esté en su poder, de modo que no pueda ser des truido, suplantado, alterado o deteriorado. 
Artículo 262.  Remanentes.  Los  remanentes del  elemento material analiz ado, serán guardados  en el 
almac én que en el laboratorio es tá des tinado para ese fin. Al almac enarlo será prev iamente identi ficado de 
tal  forma que, en cualquier otro momento, pueda s er rec uperado para nuev as investigaciones o análisis  o 
para su destrucción, cuando as í lo disponga la autoridad judicial competente. 
Cuando se tratare de otra clase de elementos c omo moneda, documentos manuscri tos,  mec anografiados 
o de cualquier otra clase; o partes donde constan números seriales y  otras semejantes, elaborado el 
informe pericial, continuarán bajo custodia. 
Artículo 263. Examen previo al recibo. Toda persona que deba rec ibir un elemento mater ial probatorio y 
ev idencia físic a, antes de hacerlo, revisará el recipiente que lo contiene y dejará constancia del estado en 
que s e enc uentre. 
Artículo 264. I dentificación. Toda pers ona que aparezca como embalador y rotulador, o que entrega o 
recibe el contenedor de elemento material probatorio y evidencia físic a, deberá identi ficarse con su nombre 
completo y  apel lidos, el número de su c édula de ciudadanía y el cargo que desempeña. Así constará en el 
formato de cadena de cus todia. 
Artículo 265. Certificación. La policía judicial y los peritos certi ficarán la cadena de cus todia. 
La certi fic ación es la afirmación de que el elemento hallado en el lugar, fecha y hora indicados en el rótulo, 
es el que fue recogido por la polic ía judicial y  que ha llegado al laboratorio y  ha sido examinado por el 
peri to o peri tos. Además, que en todo momento ha estado custodiado. 
Artículo 266. Destino de macroelementos. Salv o lo previsto en es te c ódigo en relac ión con las medidas 
cautelares s obre bienes susceptibles de comis o, los mac roelementos materiales probatorios, mencionados 
en es te capítulo, después de que s ean examinados, fotografiados, grabados o filmados, serán dev uel tos al 
propietario,  poseedor o al  tenedor legítimo según el caso, previa demostración de la c alidad inv ocada, 
siempre y  cuando no hayan sido medios efic aces para la comisión del deli to. 
CAPITULO VI 
Facul tades de la defensa en la investigación 
Artículo 267. Fac ultades de quien no es imputado. Quien sea informado o adv ierta que se adelanta 
inv estigación en su contra, podrá asesorars e de abogado. Aquel o es te, podrán buscar, identi fic ar 
empíric amente, rec oger y  embalar los elementos materiales probatorios, y  hacerlos ex aminar por peri tos 
partic ulares a su c osta, o solici tar a la policía judicial que lo haga. Tales elementos, el informe sobre ellos y 
las entrev istas que hay an real izado con el fin de descubrir información útil, podrá utilizarlos en s u defensa 
ante las autoridades judiciales. 
Igualmente, podrá solic itar al juez de control de garantías que lo ejerz a sobre las ac tuaciones que 
considere hay an afectado o afec ten sus derechos fundamentales. 
Artículo 268. Facult ades del imputado. El imputado o s u defens or, durante la inv estigación, podrán buscar, 
identific ar empíricamente, recoger y  embalar los elementos materiales probator ios y  ev idencia físic a. Con 
la solici tud para que sean examinados y la constancia de la Fiscal ía de que es imputado o defensor de 
este, los trasladarán al respectiv o laborator io del Ins ti tuto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
donde los entregarán bajo recibo. 



Artículo 269. C ontenido de la solicitud. La solic itud deberá contener en forma separada, c on c laridad y  
precisión,  las preguntas  que en relación con el elemento material probatorio y evidencia físic a entregada, 
se requiere que responda el perito o peri tos, prev ia la inv estigación y  análisis que corres ponda. 
Artículo 270. Actuación del perito. Recibida la solici tud y  los elementos mencionados en los artículos 
anter iores, el peri to los ex aminará. Si enc ontrare que el  contenedor, tiene señales de haber sido o 
intentado ser abierto, o que la s olici tud no reúne las  mencionadas  condiciones lo devolv erá al  solici tante. 
Lo mismo hará en c aso de que enc ontrare al terado el elemento por examinar. Si todo lo hallare aceptable, 
procederá a la inv estigación y análisis que corresponda y  a la elaboración del informe pericial. 
El informe per icial se entregará bajo recibo al solici tante y se conserv ará un ejemplar de aquel y de es te en 
el Insti tuto. 
Artículo 271. F acultad de entrevistar. El imputado o su defensor, podrán entrev istar a pers onas con el  fin 
de encontrar información útil para la defensa. En esta entrevista se emplearán las técnicas ac onsejadas 
por la criminal ís tica. 
La entrev ista s e podrá recoger y  conserv ar por escri to, en grabación magnetofónica, en v ideo o en 
cualquier otro medio téc nico idóneo. 
Artículo 272. Obtención de dec laración jurada. El imputado o su defensor podrán solicitar a un alc alde 
municipal, inspector de policía o notario públ ico, que le reciba declaración jurada a la pers ona, cuy a 
ex posición pueda resultar de especial utilidad para la inv estigación. Esta podrá recogers e por escri to, 
grabación magnetofónic a, en v ideo o en cualquier otro medio técnico idóneo. 
Artículo 273. Crit erios de valoración. La v aloración de los elementos mater iales probatorios y  evidenc ia 
fís ica se hará teniendo en cuenta su legalidad, autenticidad, sometimiento a cadena de cus todia y  grado 
actual de ac eptación científica, técnica o artística de los principios en que se funda el informe. 
Artículo 274. Solicitud de prueba anticipada. El  imputado o s u defensor, podrán solici tar al juez de c ontrol 
de garantías, la prác tica anticipada de c ualquier medio de prueba, en casos de ex trema nec esidad y 
urgencia, para ev itar la pérdida o alteración del medio probatorio. Se efectuará una audiencia, prev ia 
citación al fisc al correspondiente para garantizar el contradic torio. 
Se aplicarán las mismas reglas prev istas para la prác tica de la prueba anticipada y cadena de cus todia. 
T I T U L O II 
MEDIOS COGN OSCIT IVOS EN LA INDAGACION  
E INVEST IGAC ION 
CAPITULO UN ICO 
Elementos materiales probatorios, evidencia física e información 
Artículo 275. Elementos mater iales probator ios y ev idencia física. Para efec tos de este código se entiende 
por elementos materiales probatorios y  evidencia física, los siguientes: 
a) Huellas, rastros, manchas, residuos, v estigios y  similares, dejados por la ejecución de la activ idad 
delictiv a; 
b) Armas, instrumentos, objetos y cualquier otro medio utilizado para la ejecuc ión de la activ idad delic tiva; 
c) Dinero, bienes y  otros efectos provenientes de la ejec ución de la activ idad delic tiv a; 
d) Los elementos materiales descubiertos, recogidos y asegurados en desarrollo de diligencia inv estigativ a 
de regis tro y allanamiento, inspección corporal y  registro pers onal; 
e) Los documentos de toda índole hallados en diligencia inv estigativ a de ins pección o que han sido 
entregados voluntariamente por quien los tenía en s u poder o que han sido abandonados allí; 
f) Los elementos materiales obtenidos mediante grabación, fi lmación, fotografía, v ideo o cualquier otro 
medio avanzado, utiliz ados como cámaras de v igilancia, en recinto cerrado o en espacio público; 
g) El mens aje de datos, c omo el intercambio electrónic o de datos, internet,  correo elec trónico,  telegrama, 
télex, telefax o sim ilar, regulados por la Ley 527 de 1999 o las normas que la susti tuyan, adicionen o 
reformen; 
h) Los demás elementos materiales similares a los anter iores y  que son descubiertos, recogidos y 
custodiados por el  Fiscal  General o por el  fiscal  di rec tamente o por conducto de serv idores de polic ía 
judicial o de peri tos del Insti tuto Nacional de Medic ina Legal y Ciencias Forenses, o de laborator ios 
aceptados oficialmente. 



Artículo 276. Legalidad. La legalidad del elemento material probatorio y  ev idencia física depende de que 
en la diligenc ia en la cual se rec oge o se obtiene, se haya obs ervado lo prescri to en la Constitución 
Pol ítica, en los Tratados Internacionales sobre derechos humanos v igentes en Colombia y  en las ley es. 
Artículo 277. Aut enticidad.  Los elementos  materiales probatorios y la ev idencia física son auténticos 
cuando han sido detec tados, fijados, recogidos y embalados técnicamente, y sometidos a las reglas de 
cadena de cus todia. 
La demos tración de la autenticidad de los elementos mater iales probatorios y  ev idencia físic a no 
sometidos a cadena de cus todia, es tará a cargo de la parte que los pres ente. 
Artículo 278. Identificación técnico científica. La identificación técnic o científica consis te en la 
determinación de la naturaleza y carac terís ticas del elemento material probatorio y evidencia física, hec ha 
por ex pertos en ciencia, téc nica o arte. Dicha determinac ión s e expondrá en el informe pericial. 
Artículo 279. Elemento material probat orio y evidenc ia física recogidos por agente encubierto o por agente 
infiltrado. El elemento material probatorio y  ev idencia físic a, recogidos por agente encubierto o agente 
infil trado, en desarrollo de operación legalmente programada, sólo podrá ser utiliz ado como fuente de 
actividad investigativa. Pero establecida su autenticidad y sometido a cadena de cus todia, tiene el v alor de 
cualquier otro elemento material probatorio y  ev idencia física. 
Artículo 280. Elemento material probat orio y evidencia física recogidos en des arrollo de entrega vigilada. El 
elemento material probatorio y  ev idencia físic a, recogidos por servidor público judic ial colombiano, en 
desarrollo de la técnica de entrega v igilada, debidamente programada, sólo podrá s er utilizado como 
fuente de activ idad inv estigativ a. Pero establecida s u autenticidad y  sometido a c adena de custodia, tiene 
el v alor de c ualquier otro elemento material probatorio y  ev idencia física. 
Artículo 281. Elemento mat erial probator io y evidenc ia física remitidos del extranjero. El elemento material 
probatorio y ev idencia fís ica remitidos por autoridad extranjera, en desarrollo de petic ión de autor idad 
penal colombiana, basada en c onv enio bilateral o multilateral de cooperación judicial penal recíproca, será 
sometido a cadena de c ustodia y tendrá el mismo v alor que se le otorga a cualquier otro elemento material 
probatorio y  ev idencia física. 
Artículo 282. Interrogat orio a indiciado. El fiscal  o el serv idor de polic ía judicial, s egún el caso, que tuviere 
motiv os fundados de acuerdo c on los medios c ognosci tivos prev istos en es te código, para inferir  que una 
persona es autora o partícipe de la conduc ta que s e investiga, sin hac erle imputación alguna, le dará a 
conoc er que tiene derecho a guardar silencio y  que no es tá obligado a declarar contra s í mis mo ni en 
contra de su cóny uge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
civ il, o segundo de afinidad. Si el indiciado no hace us o de sus derechos y  manifiesta su des eo de 
declarar, se podrá interrogar en presencia de un abogado. 
Artículo 283. Aceptación por el imputado. La aceptación por el imputado es  el  rec onocimiento libre, 
consciente y espontáneo de haber participado en alguna forma o grado en la ejecución de la conduc ta 
delictiv a que se inv estiga. 
Artículo 284. Prueba anticipada. Durante la inv estigación y hasta antes de la instalación de la audiencia de 
juicio oral s e podrá practicar anticipadamente cualquier medio de prueba pertinente, con el cumplimiento 
de los siguientes requisi tos: 
1. Que sea prac ticada ante el juez que cumpla func iones de control de garantías. 
2. Que sea sol icitada por el Fiscal General o el fisc al delegado, por la defensa o por el Minis terio Públ ico 
en los cas os previstos en el artículo 112. 
3. Que sea por motivos fundados y  de ex trema nec esidad y  para ev itar la pérdida o al teración del medio 
probatorio. 
4. Que se practique en audiencia pública y  con observ ancia de las reglas prev istas para la práctica de 
pruebas en el juicio. 
Parágrafo 1°. Si la prueba anticipada es s olici tada a partir de la presentación del escri to de ac usación, el 
peticionario deberá informar de esta circunstancia al juez de conocimiento. 
Parágrafo 2°. Contra la decisión de practicar la prueba antic ipada proceden los recursos ordinarios. Si  se 
negare, la parte interesada podrá de inmediato y  por una sola vez, acudir ante otro juez de c ontrol de 
garantías para que este en el ac to reconsidere la medida. Su decisión no será objeto de recurs o. 



Parágrafo 3°. En el ev ento en que la circuns tancia que motiv ó la práctic a de la prueba anticipada, al 
momento en que se dé comienzo al juicio oral, no se hay a cumplido o haya desaparecido, el juez ordenará 
la repetición de dic ha prueba en el des arrollo del juicio oral. 
Artículo 285. Cons erv ación de la prueba anticipada.  Toda prueba antic ipada deberá conservarse de 
acuerdo con medidas dispuestas por el juez de control de garantías. 
T I T U L O III 
FORMULACION DE LA IMPUT ACION 
CAPITULO UN ICO 
Dis posiciones generales 
Artículo 286. Concepto. La formulación de la imputación es el ac to a trav és del c ual la Fiscalía General de 
la Nación comunica a una persona su c alidad de imputado, en audiencia que se llev a a cabo ante el juez 
de control de garantías. 
Artículo 287. Situaciones que det erminan la formulación de la imputación. El fiscal hará la imputación 
fác tica cuando de los elementos mater iales probatorios, ev idencia física o de la información legalmente 
obtenida, se pueda inferir razonablemente que el imputado es autor o partícipe del deli to que se inv estiga. 
De ser procedente, en los términos de es te código, el fiscal podrá sol ici tar ante el juez de control de 
garantías la impos ición de la medida de aseguramiento que c orresponda. 
Artículo 288. Contenido. Para la formulación de la imputación, el fisc al deberá ex presar oralmente: 
1. Indiv idualiz ación concreta del  imputado, incluyendo s u nombre, los datos que sirv an para identific arlo y 
el domicilio de citac iones. 
2. Relación clara y  sucinta de los hec hos jurídic amente relevantes, en lenguaje comprensible, lo cual no 
implic ará el descubrimiento de los elementos materiales probatorios, ev idencia físic a ni de la información 
en poder de la Fiscal ía, sin perjuicio de lo requerido para solici tar la imposición de medida de 
aseguramiento. 
3. Posibilidad del investigado de allanarse a la imputación y  a obtener rebaja de pena de conform idad c on 
el artículo 351. 
Artículo 289. F ormalidades. La formulación de la imputación se cumplirá c on la presencia del imputado o 
su defensor, y a sea de confianza o, a fal ta de es te, el que fuere designado por el sis tema nacional de 
defensoría pública. 
Artículo 290. Derecho de defensa. Con la formulación de la imputación la defens a podrá preparar de modo 
efic az su ac tiv idad proc esal, sin que ello implique la solici tud de prác tica de pruebas, salv o las ex cepciones 
reconocidas en es te código. 
Artículo 291. Contumac ia. Si el indiciado, habiendo sido ci tado en los términos ordenados por es te c ódigo, 
sin causa jus ti ficada así sea sumariamente, no compareciere a la audiencia, es ta se real izará con el 
defensor que hay a designado para su representación. Si es te último tampoco concurriere a la audiencia, 
sin que jus tifique s u inasis tencia, el juez procederá a designarle defensor en el mismo ac to, de la lis ta 
suminis trada por el sis tema nac ional de defens oría públ ica, en c uya presencia se formulará la imputac ión. 
Artículo 292. Interrupción de la prescripc ión. La prescripción de la acción penal se interrumpe con la 
formulación de la imputación. 
Producida la interrupción del término prescriptiv o, este comenzará a correr de nuevo por un término igual a 
la mitad del s eñalado en el artículo 83 del Código Penal. En es te evento no podrá ser inferior a tres (3) 
años. 
Artículo 293. Procedimient o en caso de aceptación de la imputación. Si el imputado, por iniciativ a propia o 
por ac uerdo con la Fiscal ía acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como 
acusación. 
Ex aminado por el juez  de conocim iento el acuerdo para determinar que es v oluntario, libre y  espontáneo, 
procederá a aceptarlo sin que a partir de entonces s ea posible la retrac tación de alguno de los 
interv inientes, y  convocará a audiencia para la indiv idualización de la pena y  sentenc ia. 
Artículo 294. Vencimiento del término. Vencido el término previsto en el artículo 175 el fiscal deberá 
solici tar la preclus ión o formular la ac usación ante el juez de conocimiento. De no hacerlo, perderá 
competencia para seguir ac tuando de lo cual informará inmediatamente a su respectiv o superior. 



En es te ev ento el superior designará un nuevo fiscal quien deberá adoptar la decisión que c orresponda en 
el término de treinta (30) días, contados a partir del momento en que se le asigne el cas o. Vencido el 
plazo, si la si tuación permanece sin definición el imputado quedará en libertad inmediata, y la defens a o el 
Minister io Público solicitarán la preclusión al juez de conocim iento. 
El v encimiento de los térm inos señalados será c ausal de mala conducta. El superior dará av iso inmediato 
a la autoridad penal y disciplinaria competente. 
T I T U L O IV 
REGIMEN DE LA LIBERTAD Y SU RESTRICCION 
CAPITULO I 
Dis posiciones comunes 
Artículo 295. Afirmación de la libertad. Las disposic iones de este código que autoriz an prev entiv amente la 
priv ación o restricción de la libertad del  imputado tienen carácter ex cepcional; solo podrán s er 
interpretadas restric tiv amente y  su aplicación debe ser neces aria, adecuada, proporcional y  razonable 
frente a los contenidos constitucionales. 
Artículo 296. Finalidad de la restricción de la libertad. La libertad personal podrá ser afectada dentro de la 
actuación cuando s ea neces aria para ev itar la obstrucción de la jus ticia, o para as egurar la c omparecenc ia 
del imputado al proceso, la protección de la comunidad y  de las v íctimas, o para el c umplimiento de la 
pena. 
CAPITULO II 
Captura 
Artículo 297. R equisitos  generales. Para la captura s e requerirá orden escrita proferida por un juez de 
control de garantías con las formalidades legales y  por motiv o previamente definido en la ley . 
El fiscal que dirija la investigación solici tará la orden al juez correspondiente, acompañado de la polic ía 
judicial que presentará los elementos materiales probatorios, ev idencia físic a o la información pertinente, 
en la c ual  se fundamentará la medida. El juez de c ontrol de garantías podrá interrogar direc tamente a los 
tes tigos, peritos y funcionarios de la pol icía judicial y , luego de escuchar los argumentos del fisc al, dec idirá 
de plano. 
Capturada la persona será pues ta a disposición de un juez de c ontrol de garantías en el plazo máx imo de 
treinta y  seis (36) horas para que efec túe la audiencia de control  de legal idad, ordene la canc elación de la 
orden de captura y  disponga lo pertinente con relac ión al aprehendido. 
Parágrafo. Salv o los casos de c aptura en flagrancia, o de la captura ex cepcional dispues ta por la Fiscal ía 
General de la Nación, con arreglo a lo establecido en este código, el indiciado, imputado o ac usado no 
podrá s er priv ado de s u libertad ni res tringido en ella, sin prev ia orden emanada del juez de c ontrol de 
garantías. 
Artículo 298. C ont enido y vigencia. El mandamiento escrito ex pedido por el juez  correspondiente indicará 
de forma clara y sucinta los motiv os de la captura, el nombre y los datos que permitan indiv idual izar al 
indiciado o imputado, cuya captura se ordena, el número de radicación de la inv estigación adelantada por 
la polic ía judicial y  el fisc al que dirige la inv estigación. C opia de la orden de captura repos ará en el 
despacho del juez que la ordenó. 
La orden de captura tendrá una vigencia máxima de s eis (6) meses, pero podrá prorrogars e tantas v eces 
como res ul te necesario, a petición del fiscal correspondiente, quien estará obl igado a comunicar la 
prórroga al organismo de polic ía judicial encargado de hacerla efectiv a. 
Parágrafo. La pers ona capturada durante la etapa de juzgamiento será puesta a disposición de un juez de 
control de garantías en el  plazo máx imo de treinta y  seis (36) horas para que efectúe la audiencia de 
control de legalidad, ordene la canc elación de la orden de captura y  disponga lo pertinente con relación al 
aprehendido. 
Artículo 299. Trámite de la orden de captura. Proferida la orden de captura, el funcionario judicial la enviará 
inmediatamente a la Fiscal ía General de la Nación para que dis ponga el organis mo de polic ía judicial 
encargado de realizar la aprehens ión física, y se registre en el sistema de información que se llev e para el 
efecto. De igual  forma deberá c omunicarse cuando por c ualquier motiv o pierda s u v igencia, para 
descargarla de los archivos de c ada organismo, indicando el motivo de tal determinación. 



Artículo 300. Captura sin orden judicial. En los eventos en que proc eda la detención preventiva, el Fiscal 
General de la Nación o s u delegado podrá proferir excepcionalmente órdenes de captura cuando en 
desarrollo de la inv estigación tenga motivos fundados para inferi r que determinada pers ona ha participado 
en la conducta inv estigada, no sea posible obtener inmediatamente orden judicial, y concurra al menos 
una de las siguientes causales: 
1. Cuando exista riesgo de que la persona evada la acción de la justicia. 
2. Cuando represente peligro para la comunidad u obstruya la inv estigación. 
En estos c asos el c apturado s erá pues to a dis posición del juez de control  de garantías inmediatamente a 
más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas, para que en audiencia resuelv a lo pertinente. 
Artículo 301. Flagrancia. Se entiende que hay flagrancia cuando: 
1. La persona es sorprendida y  aprehendida al momento de cometer el delito. 
2. La persona es sorprendida o individualiz ada al momento de cometer el del ito y  aprehendida 
inmediatamente después por persec ución o voces de auxilio de quien presencie el hecho. 
3. La persona es sorprendida y  capturada con objetos, ins trumentos o huellas, de los cuales  aparezca 
fundadamente que momentos antes ha cometido un del ito o participado en él. 
Artículo 302. Proc edim iento en caso de flagrancia. Cualquier pers ona podrá capturar a quien s ea 
sorprendido en flagranc ia. 
Cuando s ea una autoridad la que real ice la captura deberá conducir al aprehendido inmediatamente o a 
más tardar en el término de la distancia, ante la Fisc alía General de la Nación. 
Cuando sea un particular quien realiza la aprehensión deberá conducir al aprehendido en el término de la 
distancia ante cualquier autoridad de policía. Es ta identi ficará al aprehendido, recibirá un informe detal lado 
de las ci rcuns tancias en que se produjo la captura, y  pondrá al capturado dentro del mismo plazo a 
disposición de la Fiscal ía General de la Nación. 
Si de la información suministrada o recogida aparece que el supuesto deli to no comporta detención 
preventiva, el aprehendido o capturado será liberado por la Fisc alía, imponiéndosele bajo palabra un 
compromis o de comparecencia cuando sea necesario. De la misma forma se procederá si la captura fuere 
ilegal. 
La Fisc al ía General de la Nación, con fundamento en el informe recibido de la autor idad polic iva o del 
partic ular que realizó la aprehensión, o con bas e en los elementos materiales probatorios y ev idencia física 
aportados, presentará al aprehendido, inmediatamente o a más tardar dentro de las treinta y  seis  (36) 
horas siguientes, ante el juez de control  de garantías para que este se pronuncie en audiencia preliminar 
sobre la legalidad de la aprehensión y las solicitudes de la Fiscal ía, de la defensa y del Minis terio Público. 
Artículo 303. Derec hos del capturado. Al capturado se le informará de manera inmediata lo siguiente: 
1. Del hec ho que s e le atribuye y motiv ó su captura y  el funcionario que la ordenó. 
2. Del derecho a indicar la pers ona a quien se deba comunicar su aprehensión. El funcionario res pons able 
del capturado inmediatamente proc ederá a comunic ar sobre la retención a la pers ona que es te indique. 
3. Del derecho que tiene a guardar silencio, que las manifestaciones que haga podrán ser usadas en su 
contra y que no es tá obl igado a declarar en contra de su c óny uge, c ompañero permanente o parientes 
dentro del cuarto grado de c onsanguinidad o civ il, o segundo de afinidad. 
4. Del derecho que tiene a designar y  a entrev istarse con un abogado de confianza en el menor tiempo 
posible. De no poder hacerlo, el sistema nacional de defensoría pública prov eerá su defensa. 
Artículo 304. Formalización de la reclusión. Cuando el c apturado deba ser recluido el funcionario judicial  a 
cuy as órdenes se encuentre lo remitirá inmediatamente a la autoridad del  es tablec imiento de reclusión 
pertinente, para que s e le mantenga priv ado de la libertad. La remisión ex presará el motiv o y  la fecha de la 
captura. 
En caso de que el capturado haya sido conducido a un establecimiento carcelario sin la orden 
corres pondiente, el di rector la solici tará al funcionario que ordenó s u captura. Si transcurr idas treinta y  seis 
(36) horas desde el ingres o del aprehendido no se ha satisfec ho es te requisi to, será pues to 
inmediatamente en libertad. 
Artículo 305. Registro de personas capturadas y detenidas. Los organismos c on atribuciones  de polic ía 
judicial, llev arán un registro ac tualiz ado de las capturas de todo tipo que realicen, con los siguientes datos: 



identific ación del capturado, lugar, fec ha y  hora en la que se llev ó a cabo su captura, razones que la 
motiv aron, funcionario que realizó o formaliz ó la captura y  la autoridad ante la c ual fue pues to a 
disposición. 
Para tal efecto, cada entidad deberá remitir el regis tro previsto en el incis o anterior a la Fiscal ía General de 
la Nación, para que la dependencia a su c argo c onsolide y ac tualice dic ho regis tro con la información 
sobre las capturas realizadas por cada organismo. 
CAPITULO III 
Medidas de As eguramiento 
Artículo 306. Solicit ud de imposición de medida de aseguramiento. El fiscal sol icitará al juez de c ontrol de 
garantías imponer medida de aseguram iento, indic ando la persona, el deli to, los elementos de 
conocimiento nec esarios para sus tentar la medida y su urgencia, los cuales se ev aluarán en audienc ia 
permitiendo a la defens a la controv ersia pertinente. 
Escuchados los argumentos del fiscal, Minis terio Público y defens a, el juez emitirá su decisión. 
La presencia del defensor cons tituy e requisi to de v alidez de la respectiv a audiencia. 
Artículo 307. Medidas de aseguram ient o. Son medidas de aseguramiento: 
A. Priv ativ as de la libertad 
1. Detención preventiv a en establecimiento de reclusión. 
2. Detención prev entiv a en la res idencia señalada por el imputado, siempre que esa ubicación no 
obs taculice el juzgamiento; 
B. No priv ativas de la libertad 
1. La obligación de someterse a un mecanismo de v igilancia elec trónica. 
2. La obligación de someterse a la v igilancia de una persona o institución determ inada. 
3. La obligación de presentars e periódicamente o cuando sea requerido ante el juez o ante la autor idad 
que él des igne. 
4. La obligación de observ ar buena conduc ta indiv idual, familiar y social, con especificación de la mis ma y 
su relación con el hecho. 
5. La prohibición de sali r del país, del lugar en el cual res ide o del ámbito terr itorial que fije el juez. 
6. La prohibición de concurr ir a determinadas reuniones o lugares. 
7. La prohibición de comunicarse con determinadas pers onas o con las v íctimas, siempre que no se afec te 
el derecho a la defensa. 
8. La prestación de una caución real adec uada, por el propio imputado o por otra persona, mediante 
depósi to de dinero, valores, consti tución de prenda o hipoteca, entrega de bienes o la fianza de una o más 
personas idóneas. 
9. La prohibición de sali r del lugar de habitación entre las 6:00 p.m. y  las 6:00 a.m. 
El juez podrá imponer una o v arias de estas medidas de aseguramiento, conjunta o indistintamente, según 
el caso, adoptando las precauciones necesarias para asegurar s u cumplimiento. Si se tratare de una 
persona de notoria ins olvencia, no podrá el juez imponer caución prendaria. 
Artículo 308. Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o de su 
delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y 
ev idencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir 
razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la c onduc ta del ictiva que se inv estiga, 
siempre y  cuando se cumpla alguno de los siguientes requisi tos: 
1. Que la medida de aseguramiento se muestre c omo necesaria para evitar que el imputado obstruya el 
debido ejercicio de la justicia. 
2. Que el imputado constituy e un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima. 
3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la sentencia. 
Artículo 309. Obstrucción de la justicia. Se entenderá que la imposición de la medida de aseguramiento es 
indispensable para ev itar la obstrucción de la jus ticia, cuando ex istan motivos graves y fundados que 
permitan inferir  que el  imputado podrá des truir, modi fic ar, dirigir, impedir, oc ul tar o falsi ficar elementos de 
prueba; o se considere que inducirá a coimputados, tes tigos, peri tos o terc eros para que informen 



fals amente o se c omporten de manera desleal  o reticente; o cuando impida o di ficul te la realización de las 
diligenc ias o la labor de los funcionarios y demás interv inientes en la ac tuación. 
Artículo 310. Peligro para la comunidad. Para estimar si la libertad del imputado res ul ta peligros a para la 
seguridad de la comunidad, además de la grav edad del hecho y la pena imponible, deberán tenerse en 
cuenta las siguientes circunstancias: 
1. La continuación de la ac tividad del ictiv a o su probable vinculación con organiz aciones crim inales. 
2. El número de del itos que se le imputan y  la naturalez a de los mismos. 
3. El hecho de es tar acusado, o de encontrarse s ujeto a alguna medida de aseguramiento, o de estar 
disfrutando un mecanismo susti tutiv o de la pena priv ativ a de la libertad, por deli to dolos o o 
preterintencional. 
4. La ex istencia de sentencias condenatorias v igentes por delito dolos o o preter intencional. 
Artículo 311. Peligro para la víctima. Se entenderá que la s eguridad de la v íctima se enc uentra en peligro 
por la libertad del imputado, cuando existan motiv os fundados que permitan inferir que podrá atentar 
contra ella, su familia o sus bienes. 
Artículo 312. No comparec encia. Para decidir ac erca de la ev entual no comparec encia del imputado,  
además de la modalidad y  grav edad del hec ho y  de la pena imponible se tendrá en cuenta: 
1. La falta de arraigo en la comunidad, determinado por el domicilio, asiento de la familia, de sus negocios 
o trabajo y  las faci lidades que tenga para abandonar definitiv amente el país o permanecer oculto. 
2. La grav edad del daño causado y  la actitud que el imputado asuma frente a es te. 
3. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro anterior, del que se pueda inferir 
razonablemente su falta de v oluntad para sujetarse a la inv estigación, a la persecución penal y al 
cumplimiento de la pena. 
Artículo 313. Procedencia de la detención preventiva. Satisfechos los requisitos señalados en el artículo 
308, procederá la detención preventiva en es tablecimiento carc elario, en los siguientes casos: 
1. En los delitos de competencia de los jueces penales de circui to especializados. 
2. En los deli tos  inv estigables de oficio, cuando el m ínimo de la pena prev ista por la ley  sea o exceda de 
cuatro (4) años. 
3. En los deli tos a que se refiere el T ítulo VIII del Libro II del C ódigo Penal cuando la defraudación 
sobrepase la cuantía de ciento cinc uenta (150) salarios mínimos legales mensuales v igentes. 
Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiv a en establecimiento c arcelar io 
podrá sus ti tuirse por la del lugar de residencia en los siguientes eventos: 
1. Cuando para el  cumplimiento de los  fines previstos para la medida de aseguramiento sea s uficiente la 
reclusión en el lugar de residencia, aspecto que será ev aluado por el juez al  momento de decidir sobre su 
imposic ión. 
2. Cuando el imputado o ac usado fuere may or de s esenta y  cinco (65) años, siempre que su pers onalidad, 
la naturaleza y  modalidad del delito hagan acons ejable su reclusión en el lugar de residencia. 
3. Cuando a la imputada o acusada le falten dos (2) meses o menos para el parto. Igual derecho tendrá 
durante los (6) meses siguientes a la fecha del nacim iento. 
4. Cuando el imputado o acus ado estuv iere en estado grav e por enfermedad, previo dic tamen de médicos 
ofic iales. 
El juez determinará si el imputado o ac usado debe permanec er en su lugar de res idencia, en clínica u 
hospital. 
5. Cuando la imputada o acus ada fuere madre cabeza de familia de hijo menor de doce (12) años  o que 
sufr iere incapacidad mental permanente, siempre y  cuando hay a estado bajo su cuidado. En aus encia d e 
ella, el padre que haga sus veces tendrá el mismo beneficio. 
La detención en el lugar de residencia comporta los permis os nec esarios para los controles médicos de 
rigor, la ocurrencia del parto, y  para trabajar en la hipótesis del numeral 5. 
En todos los ev entos el beneficiario suscribirá un ac ta en la cual se compromete a permanecer en el lugar 
o lugares indicados, a no cambiar de residencia sin previa autorización, a c oncurri r ante las autoridades 
cuando fuere requerido, y, adicionalmente, podrá imponer la obligación de someters e a los mecanismos de 
control y v igilancia elec trónic a o de una persona o institución determinada, según lo disponga el juez. 



Artículo 315. Medidas de aseguram ient o no pr ivativas de la libertad.  Cuando se proceda por del itos cuy a 
pena principal no s ea priv ativ a de la libertad, o por del itos querellables, o cuando el mínimo de la pena 
señalada en la ley  no ex ceda de cuatro (4) años, satisfec hos los requisi tos del  artículo 308, se podrá 
imponer una o v arias de las medidas señaladas en el artículo 307 li teral B, siempre que sean razonables y 
proporc ionadas para el cumplimiento de las finalidades prev istas. 
Artículo 316. I ncumplimiento. Si  el  imputado o acus ado incumpliere alguna de las obligaciones impuestas 
al conc ederle la detención domicil iaria, o las inherentes a la medida de aseguramiento no priv ativa de la 
libertad a que estuv iere sometido, a petición de la Fiscal ía o del Ministerio Públic o, el juez podrá, según el  
caso, ordenar su reclusión en establec imiento c arcelario, dis poner la reclusión en el lugar de residencia, o 
imponer otra medida no privativ a de la libertad, dependiendo de la gravedad del incumpl imiento o de la 
reincidencia. 
Artículo 317. Causales de libert ad. Las medidas de aseguramiento indicadas en los anter iores artículos 
tendrán vigencia durante toda la ac tuación. La libertad del imputado o ac usado se c umplirá de inmediato y 
solo procederá en los siguientes ev entos: 
1. Cuando se hay a cumplido la pena s egún la determinación anticipada que para es te efecto se haga, o se 
hay a decretado la preclusión, o se hay a absuelto al acusado. 
2. Como consec uencia de la aplicación del principio de oportunidad. 
3. Como c ons ecuencia de las cláusulas del  acuerdo cuando hay a sido aceptado por el  juez de 
conocimiento. 
4. Cuando transcurridos ses enta (60) días c ontados a parti r de la fecha de la formulación de imputación no 
se hubiere presentado la acusación o solici tado la preclusión, conforme a lo dispues to en el artíc ulo 294. 
5. Cuando transcurridos ses enta (60) días contados a parti r de la fecha de la formulación de la ac usación, 
no se hay a dado inicio a la audiencia de juicio oral. 
Artículo 318. Sol icitud de revoc atoria. Cualquiera de las partes podrá solicitar la revocatoria o la sustitución 
de la medida de as eguramiento, por una sola v ez y  ante el juez  de control de garantías que corresponda, 
presentando los elementos materiales probator ios o la información legalmente obtenidos que permitan 
inferi r raz onablemente que han desaparec ido los requisi tos del artículo 308. Contra esta decisión no 
procede recurso alguno. 
Artículo 319. De la caución. Fijada por el juez una caución, el obligado con la misma, si carec e de recursos 
suficientes para prestarla, deberá demostrar suficientemente esa incapacidad así como la cuantía que 
podría atender dentro del plazo que se le s eñale. 
En el evento en que se demues tre la incapacidad del imputado para pres tar caución prendaria, esta podrá 
ser sus tituida por cualquiera de las medidas de aseguramiento prev istas en el li teral  B del artículo 307, de 
acuerdo con los criterios de razonabilidad, proporcionalidad y  necesidad. 
Esta decis ión no admite recurso. 
Artículo 320. I nforme s obre medidas de aseguramiento. El  juez que profiera,  modi fique o rev oque una 
medida de aseguramiento deberá informarlo a la Fiscal ía General de la Nación y  al Departamento 
Adminis trativo de Seguridad, DAS, a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes a la decisión. Tales 
datos s erán registrados y almacenados en el sis tema de información que para el efecto llev ará la Fiscal ía 
General de la Nac ión. 
T I T U L O V 
PRINCIPIO DE OPORT UNIDAD 
Artículo 321. Principio de oport unidad y política criminal. La aplic ación del principio de oportunidad deberá 
hacerse con sujec ión a la política criminal del Estado. 
Artículo 322. Legalidad. La Fiscal ía General de la Nación es tá obligada a perseguir  a los autores y 
partícipes en los hec hos que rev istan las carac terísticas de una conduc ta punible que llegue a su 
conocimiento, excepto por la aplicac ión del principio de oportunidad, en los términos y  condiciones 
previstos en es te c ódigo. 
Artículo 323. Aplic ación del principio de oportunidad. La Fiscal ía General de la Nación podrá suspender,  
interrumpir o renunciar a la persec ución penal,  en los casos que es tablece este código para la apl icación 
del principio de oportunidad. 



Artículo 324. Causales. El principio de oportunidad se aplicará en los siguientes c asos: 
1. Cuando se trate de del ito sancionado con pena privativa de la libertad que no ex ceda en su máx imo de 
seis (6) años y se haya reparado integralmente a la v íctima, de conocerse es ta, y  además, pueda 
determinarse de manera objetiv a la ausencia o decadenc ia del interés  del Estado en el  ejercicio de la 
corres pondiente acción penal. 
2. Cuando la persona fuere entregada en ex tradición a caus a de la misma conduc ta punible. 
3. Cuando la persona fuere entregada a la Corte Penal Internacional a causa de la misma conduc ta 
punible. Tratándos e de otra conducta punible s olo procede la sus pensión o la interrupc ión de la 
persecución penal. 
4. Cuando la persona fuere entregada en extradición a causa de otra conducta punible y la sanción a la 
que pudiera l lev ar la persecución en Colombia carezca de importancia al lado de la s anción que le hubiera 
sido impuesta con efectos de c osa juzgada contra él en el ex tranjero. 
5. Cuando el imputado colabore eficazmente para ev itar que continúe el deli to o se realic en otros, o aporte 
información esencial para la des articulación de bandas de delincuencia organizada. 
6. Cuando el imputado sirva como testigo pr incipal de cargo contra los demás interv inientes, y su 
declaración en la c ausa contra ellos se haga bajo inmunidad total o parc ial. En este cas o los efec tos de la 
aplicación del  principio de oportunidad serán revocados si  la persona beneficiada con el mismo inc umple 
con la obligación que la motivó. 
7. Cuando el imputado hay a sufrido, a c onsecuencia de la c onducta culposa, daño físico o moral grav e que 
haga des proporcionada la aplicación de una s anción o implique desconocimiento del  principio de 
humanización de la sanción puni tiv a. 
8. Cuando proceda la suspensión del proc edimiento a prueba en el  marco de la jus ticia res taurativa y 
como consecuenc ia de es te se cumpla con las condiciones impuestas. 
9. Cuando la realización del procedimiento implique ries go o amenaza grav es a la seguridad ex terior del 
Estado. 
10. C uando en atentados contra bienes jurídicos de la adm inis tración pública o recta impartición de 
justicia, la afectación al bien jurídico funcional resul te poc o significativ a y la infracc ión al deber funcional 
tenga o hay a tenido como respues ta adecuada el reproc he y  la sanción disciplinar ios. 
11. Cuando en deli tos contra el patrimonio económico, el objeto material se enc uentre en tan al to grado de 
deter ioro respecto de s u ti tular, que la genéric a protección brindada por la ley haga más costos a su 
persecución penal y  comporte un reduc ido y  aleatorio beneficio. 
12. Cuando la imputación subjetiv a sea c ulposa y  los fac tores que la determinan cali fiquen la conduc ta 
como de mermada signi ficación jurídica y social. 
13. Cuando el juicio de reproc he de culpabilidad s ea de tan sec undaria consideración que haga de la 
sanción penal una res puesta innec esaria y  sin utilidad social. 
14. Cuando se afec ten mínimamente bienes colectiv os, siempre y cuando  
se dé la reparación integral y pueda deducirs e que el hecho no v olv erá a pres entarse. 
15. Cuando la persec ución penal de un deli to comporte problemas sociales más significativ os, siempre y 
cuando ex ista y  se produzc a una solución al ternativ a adecuada a los intereses de las víctimas. 
16. Cuando la persec ución penal  del deli to cometido por el imputado, como autor o partícipe, dific ul te, 
obs taculice o impida al  titular de la acción orientar s us esfuerz os de inv estigación hacia hec hos  delictiv os 
de may or relev ancia o trascendencia para la sociedad, cometidos por él mismo o por otras personas. 
17. Cuando los condicionamientos  fác ticos o s íquic os de la conduc ta permitan c onsiderar el ex ceso en la 
justific ante como representativ o de menor v alor jurídico o social por explicarse el mismo en la culpa. 
Parágrafo 1°. En los  casos prev istos  en los numerales 15 y  16, no podrá aplic arse el principio de 
oportunidad a los jefes, organiz adores o promotores, o a quienes hayan suminis trado elementos para su 
real ización. 
Parágrafo 2°. La apl icación del pr incipio de oportunidad respec to de delitos sanc ionados con pena 
priv ativ a de la libertad que exceda de s eis (6) años será proferida por el  Fiscal  General de la Nación o el  
delegado especial que designe para tal efecto. 



Parágrafo 3°. En ningún caso el fiscal podrá hacer uso del principio de oportunidad cuando se trate de 
hechos que puedan signi ficar v iolaciones grav es al derecho internacional humanitario, crímenes de lesa 
humanidad o genocidio de acuerdo con lo dis puesto en el Es tatuto de Roma, y  delitos de narcotráfico y 
terrorismo. 
Artículo 325. Suspensión del proc edimiento a prueba. El imputado podrá solici tar la suspensión del 
procedimiento a prueba mediante s olici tud oral  en la que manifieste un plan de reparación del  daño y las 
condiciones que es taría dis puesto a cumplir. 
El plan podrá consisti r en la mediación c on las v íc timas, en los casos en que es ta sea proc edente, la 
reparac ión integral de los daños causados a las víctimas o la reparación simbólica, en la forma inmediata o 
a plaz os, en el marc o de la jus ticia restaurativa . 
Presentada la solici tud, el fiscal c onsul tará a la v íctima y resolv erá de inmediato mediante dec isión que 
fijará las condiciones bajo las c uales se s uspende el procedimiento, y  aprobará o modific ará el plan de 
reparac ión propues to por el imputado, conforme a los pr incipios de jus ticia res taurativ a establecidos en 
este código. 
Si el procedimiento se reanuda con posterioridad, la admisión de los hechos  por parte del imputado no se 
podrá util izar como prueba de culpabilidad. 
Parágrafo. El fiscal podrá suspender el procedimiento a prueba cuando para el cumplimiento de la final idad 
del  principio de oportunidad es time conveniente hacerlo antes  de decidir s obre la ev entual renuncia al 
ejercicio de la acción penal. 
Artículo 326. Condiciones a cumpl ir durante el período de prueba. El fiscal fijará el período de prueba, el 
cual no podrá ser superior a tres (3) años, y  determinará una o v arias de las condiciones  que deberá 
cumpli r el imputado, entre las siguientes: 
1. Residir en un lugar determinado e informar al fiscal del conocimiento cualquier cambio del mismo. 
2. Participar en programas es peciales de tratamiento con el fin de superar problemas de dependencia a 
drogas o bebidas alcohólicas. 
3. Pres tar serv icios a favor de insti tuciones que se dediquen al trabajo social a fav or de la comunidad. 
4. Someters e a un tratamiento médic o o psic ológico. 
5. No pos eer o portar armas de fuego. 
6. No conducir v ehículos automotores, nav es o aeronav es. 
7. La reparación integral a las v íctimas, de conformidad con los mec anismos establecidos en la ley . 
8. La realiz ación de actividades en favor de la recuperación de las v íctimas. 
9. La colaboración activa y  efectiv a en el tratamiento sicológico para la rec uperación de las víctimas, 
siempre y  cuando medie su consentimiento. 
10. La manifestación públic a de arrepentimiento por el hecho que se le imputa. 
11. La obligación de observ ar buena conducta indiv idual, familiar y social. 
12. La dejación efec tiv a de las armas y  la manifestación expres a de no participar en actos delictuales. 
Durante el período de prueba el imputado deberá someterse a la vigilancia que el  fiscal determine s in 
menoscabo de su dignidad. 
Vencido el período de prueba y  verificado el cumplimiento de las condiciones, el fisc al ordenará el archiv o 
definitiv o de la actuación. 
Artículo 327. Control judicial en la aplic ación del principio de oport unidad. El juez de control de garantías 
deberá efectuar el control de legalidad res pec tivo, dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
determinación de la Fisc al ía de dar aplic ación al principio de oportunidad, siempre que con es ta se ex tinga 
la acción penal. 
Dic ho control s erá obligatorio y  automático y se realizará en audiencia especial en la que la v íctima y  el 
Minister io Público podrán controv erti r la prueba aducida por la Fisc al ía General de la Nac ión para 
sustentar la decisión. El juez res olv erá de plano y contra es ta determinación no procede recurso alguno. 
La aplic ación del pr incipio de oportunidad y  los preac uerdos de los posibles imputados y la Fiscal ía, no 
podrán comprometer la presunción de inocencia y  solo procederán si hay un m ínimo de prueba que 
permita inferir la autoría o participación en la conducta y  su tipicidad. 



Artículo 328. La participación de las víctimas. En la aplic ación del princ ipio de oportunidad el fiscal deberá 
tener en cuenta los interes es de las v íctimas. Para estos efectos deberá oír a las que se hay an hec ho 
presentes en la actuación. 
Artículo 329. Efectos de la aplicación del principio de oportunidad.  La decisión que prescinda de la 
persecución ex tinguirá la acción penal respecto del  autor o partícipe en cuy o fav or se decide, salvo que la 
causal que la fundamente s e base en la falta de interés del Estado en la pers ecución del hecho, evento en 
el cual las consecuencias de la aplic ación del princ ipio se ex tenderán a los demás autores o partícipes en 
la conduc ta punible, a menos que la ley  ex ija la reparac ión integral a las v íctimas. 
Artículo 330. R eglamentación. El Fiscal General de la N ación deberá ex pedir  un reglamento, en el que se 
determine de manera general el procedimiento interno de la entidad para asegurar que la apl icación del 
principio de oportunidad cumpla con sus finalidades y se ajuste a la C ons titución y  la ley . 
El reglamento expedido por la Fiscal ía General de la Nación deberá des arrollar el plan de pol ítica criminal 
del Es tado. 
T I T U L O VI 
DE LA PRECLU SION 
Artículo 331. Preclusión. En cualquier momento, a partir de la formulación de la imputación el  fisc al 
solici tará al juez de conocimiento la preclusión, si no ex istiere mérito para acusar. 
Artículo 332. Causales. El fiscal solicitará la preclusión en los siguientes cas os: 
1. Imposibilidad de iniciar o continuar el ejerc icio de la acción penal. 
2. Existencia de una causal que ex cluy a la respons abilidad, de acuerdo con el Código Penal. 
3. Inex istencia del hec ho inv estigado. 
4. Atipicidad del hec ho inv estigado. 
5. Ausencia de intervención del imputado en el hecho inv estigado. 
6. Imposibilidad de desv irtuar la pres unción de inocencia. 
7. Venc imiento del térm ino máx imo prev isto en el inciso segundo del artíc ulo 294 del este código. 
Parágrafo. Durante el juzgamiento, de sobrev enir las causales contempladas en los numerales 1 y  3, el 
fiscal, el Minis terio Público o la defensa, podrán solici tar al juez de conocimiento la preclus ión. 
Artículo 333. Trám ite. Prev ia s olici tud del  fiscal  el  juez ci tará a audiencia, dentro de los cinc o (5) días 
siguientes, en la que se estudiará la petición de preclusión. 
Ins talada la audiencia, se conc ederá el uso de la palabra al fiscal para que exponga su solicitud con 
indicación de los elementos mater iales probatorios y  evidencia fís ica que sus tentaron la imputación, y 
fundamentación de la causal incoada. 
Acto seguido se confer irá el uso de la palabra a la víctima, al agente del Ministerio Público y al defens or 
del imputado, en el ev ento en que quisieren oponers e a la petición del fiscal. 
En ningún cas o habrá lugar a solici tud ni práctica de pruebas. 
Agotado el debate el juez  podrá decretar un reces o has ta por una (1) hora para preparar la decisión que 
motiv ará oralmente. 
Artículo 334. Efectos de la decisión de preclus ión. En firme la sentencia que decreta la preclusión, c esará 
con efectos de cosa juzgada la persec ución penal en contra del imputado por esos hechos. Igualmente, se 
rev ocarán todas las medidas cautelares que se le hayan impuesto. 
Artículo 335. R echazo de la solicitud de preclusión. En firme el auto que rechaza la preclusión las  
diligenc ias volv erán a la Fisc al ía, res ti tuy éndos e el térm ino que duró el trámite de la preclusión. 
El juez que conozca de la preclusión quedará impedido para conocer del juicio. 
LIBRO III 
EL JU ICIO 
T I T U L O I 
DE LA ACU SACION 
CAPITULO I 
Requisi tos formales 
Artículo 336. Pres entación de la acus ación. El fiscal pres entará el escri to de acus ación ante el juez 
competente para adelantar el juicio c uando de los elementos materiales probator ios, evidencia física o 



información legalmente obtenida, se pueda afirmar, con probabil idad de verdad, que la conduc ta delictiv a 
ex istió y que el imputado es su autor o partícipe. 
Artículo 337. Contenido de la ac usación y documentos anex os. El escri to de acusación deberá contener: 
1. La indiv idualizac ión concreta de quiénes son acusados, incluy endo su nombre, los  datos que sirv an 
para identi ficarlo y  el domici lio de ci taciones. 
2. Una relación clara y  sucinta de los hechos jurídic amente relev antes, en un lenguaje comprensible. 
3. El nombre y  lugar de ci tación del  abogado de confianza o, en su defec to, del que le designe el Sis tema 
Nacional de Defensoría Públic a. 
4. La relación de los bienes y recursos afec tados con fines de comiso. 
5. El  descubrimiento de las pruebas. Para es te efec to se presentará documento anex o que deberá 
contener: 
a) Los hechos que no requieren prueba. 
b) La trasc ripción de las pruebas anticipadas que s e quieran aducir al juicio, siempre y cuando su práctica 
no pueda repeti rse en el mismo. 
c) El nombre, dirección y datos personales de los tes tigos o peri tos cuya declaración se solici te en el juicio. 
d) Los documentos, objetos u otros  elementos que quieran aduc irse, junto con los respectiv os testigos de 
acredi tación. 
e) La indic ación de los tes tigos o peritos de desc argo indicando su nombre, dirección y datos pers onales. 
f) Los demás elementos fav orables al acus ado en poder de la Fiscalía. 
g) Las declaraciones o deposiciones. 
La Fiscalía solamente entregará c opia del esc rito de ac usación c on des tino al acus ado, al Minis ter io 
Público y a las víctimas, con fines únicos de información. 
CAPITULO II 
Audiencia de formulac ión de ac usación 
Artículo 338. Citación. Dentro de los tres (3) días siguientes al recibo del escri to de acusación, el juez 
señalará fecha, hora y  lugar para la celebración de la audiencia de formulación de ac usación. A fal ta de 
sala, el juez podrá habil itar cualquier recinto públ ico idóneo. 
Artículo 339. Trám ite. Abierta por el juez la audiencia, ordenará el tras lado del esc ri to de ac usación a las 
demás partes; concederá la palabra a la Fiscalía, Minis terio Público y  defensa para que ex pres en 
oralmente las c ausales  de incompetencia,  impedimentos, recus aciones, nulidades, si las hubiere, y las 
observ aciones sobre el escri to de acus ación, si no reúne los requisi tos  es tablecidos en el artículo 337, 
para que el fiscal lo aclare, adicione o corr ija de inmediato. 
Resuelto lo anterior concederá la palabra al fiscal para que formule la corres pondiente acusación. 
El juez deberá presidi r toda la audiencia y se requerirá para su v alidez la presencia del fiscal, del abogado 
defensor y  del acus ado priv ado de la libertad, a menos que no desee hac erlo o sea renuente a su tras lado. 
También podrán conc urrir el acusado no priv ado de la libertad y  los demás intervinientes sin que su 
ausencia afecte la v alidez. 
Artículo 340. La víctima. En es ta audiencia se determinará la cal idad de v íctima, de conformidad con el 
artículo 132 de es te código. Se reconocerá s u repres entación legal en caso de que se constituy a. De 
ex istir un número plural de v íctimas, el juez podrá determinar igual número de representantes al de 
defensores para que interv engan en el transcurso del juicio oral. 
Artículo 341. Trámite de impedimentos, recus aciones  e impugnación de c ompetencia. De los 
impedimentos, recusaciones, o impugnaciones de c ompetencia conoc erá el s uperior jerárquico del juez, 
quien deberá resolv er de plano lo pertinente dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de lo actuado. 
En el evento de prosperar el impedimento, la recusación o la impugnación de competencia, el superior 
deberá rem iti r la ac tuación al funcionario competente. Es ta decisión no admite recurso alguno. 
Artículo 342. Medidas de protección. Una vez formulada la ac usación el juez podrá, a s olici tud de la 
Fiscalía, cuando se considere neces ario para la protección integral de las víctimas o testigos, ordenar: 
1. Que se fije como domic ilio para los efectos de las ci taciones y  noti ficaciones, la s ede de la Fiscal ía, 
quien las hará llegar res erv adamente al destinatario. 



2. Que se adopten las medidas nec esarias tendientes a ofrec er efic az protección a v íctimas y  testigos para 
conjurar posibles reacciones contra ellos o su fami lia, originadas en el cumplimiento de su deber testi fical. 
Artículo 343. Fec ha de la audiencia preparat oria. Antes de final izar la audiencia de formulación de 
acusación el juez tomará las siguientes decisiones: 
1. Inc orporará las correcciones a la acus ación leída. 
2. Aprobará o improbará los ac uerdos a que hay an llegado las partes. 
3. Suspenderá condicionalmente el procedimiento, cuando corres ponda. 
Concluida la audiencia de formulación de ac usación, el juez fijará fecha, hora y sala para la celebración de 
la audiencia preparatoria, la cual deberá real izarse en un término no inferior a quince (15) días ni superior 
a los treinta (30) días siguientes a su señalamiento. A falta de sala, el juez podrá habili tar cualquier otro 
recinto público o privado para el efec to. 
CAPITULO III 
Descubrimiento de los  elementos materiales probator ios  
y  evidencia fís ica 
Artículo 344. Inicio del desc ubrimiento. Dentro de la audiencia de formulación de ac usación s e cumpli rá lo 
relacionado con el descubrimiento de la prueba. A es te respecto la defensa podrá solici tar al juez de 
conocimiento que ordene a la Fiscal ía, o a quien c orresponda, el descubrimiento de un elemento material  
probatorio específic o y  ev idencia física de que tenga c onocimiento, y  el juez ordenará, si es pertinente, 
descubrir, exhibir o entregar copia según se solici te, con un plaz o máx imo de tres (3) días para su 
cumplimiento. 
La Fiscal ía, a su v ez, podrá pedir al juez que ordene a la defens a entregarle copia de los elementos 
materiales de c onv icción, de las declaraciones juradas y demás medios probatorios que pretenda hac er 
v aler en el juicio. Así mismo cuando la defensa piense hacer uso de la inimputabilidad en cualquiera de 
sus v ariantes entregará a la Fisc al ía los ex ámenes periciales que le hubieren sido practicados al acus ado. 
El juez  velará porque el descubrim iento sea lo más completo posible durante la audiencia de formulación 
de ac usación. 
Sin embargo, si durante el juicio alguna de las  partes enc uentra un elemento material probatorio y 
ev idencia físic a muy signi fic ativ os que debería ser descubierto, lo pondrá en conocimiento del juez quien, 
oídas las partes y  considerado el perjuicio que podría producirse al derecho de defensa y  la integridad del 
juicio, decidirá si es ex cepcionalmente admis ible o si debe ex cluirse esa prueba. 
Artículo 345. Restricciones al descubrimiento de prueba. Las partes no podrán s er obligadas a descubrir: 
1. Información sobre la cual alguna norma dis ponga su s ecreto, c omo las conv ersaciones del  imputado 
con su abogado, entre otras. 
2. Información sobre hechos ajenos a la acusación, y, en particular, información relativa a hechos que por 
disposición legal o c ons titucional no pueden ser objeto de prueba. 
3. Apuntes personales, archiv os o documentos que obren en poder de la Fiscal ía o de la defensa y  que 
formen parte de su trabajo preparator io del caso, y  cuando no se refieran a la manera como se condujo 
una entrev ista o se realizó una deposición. 
4. Informac ión cuy o descubrimiento genere un per juicio notable para inv estigaciones en curso o 
pos ter iores. 
5. Información cuy o descubrimiento afecte la seguridad del Estado. 
Parágrafo. En los casos contemplados en los numerales 4 y  5 del presente artíc ulo , se procederá como se 
indica en el inciso 2º del artíc ulo 383 pero a las partes se les impondrá reserva sobre lo escuchado y 
discutido. 
Artículo 346. Sanciones por el incumplim ient o del deber de revelación de información durante el 
procedimiento de descubrimiento. Los elementos probatorios y  evidencia física que en los términos de los 
artículos anteriores deban descubrirse y  no sean descubiertos, y a sea c on o sin orden espec ífic a del juez, 
no podrán s er aducidos al proceso ni  conv ertirs e en prueba del mismo, ni practicarse durante el  juicio. El 
juez es tará obligado a rechaz arlos, salvo que se acredi te que su descubrimiento se hay a omitido por 
causas no imputables a la parte afec tada. 



Artículo 347. Proc edim iento para ex posiciones. Cualquiera de las partes podrá aducir al proceso 
ex posiciones, es decir  declaraciones juradas de cualquiera de los testigos llamados a juicio, a efectos de 
impugnar su credibilidad. 
La Fiscal ía General de la Nación podrá tomar ex posiciones  de los potenciales tes tigos que hubiere 
entrev istado la polic ía judicial, con el m ismo v alor anotado en el inciso anterior, si a juicio del fisc al que 
adelanta la inv estigación res ul tare conv eniente para la preparación del juicio oral. 
Las afirmaciones hechas en las ex posiciones, para hac erse v aler en el juicio c omo impugnación, deben 
ser leídas durante el c ontrainterrogatorio. No obstante, la información contenida en ellas no puede tomarse 
como una prueba por no haber sido prac ticada con sujec ión al contrainterrogatorio de las partes. 
T I T U L O II 
PREACUERDOS Y NEGOCIACIONES ENTR E LA FISCALIA 
Y EL IMPUTADO O ACUSADO 
CAPITULO UN ICO 
Artículo 348. Finalidades. Con el fin de humaniz ar la ac tuación procesal y la pena; obtener pronta y 
cumplida justicia; ac tiv ar la solución de los conflictos s ociales que genera el  deli to; propiciar la reparación 
integral de los perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la partic ipac ión del imputado en la definición 
de su caso, la Fisc alía y  el imputado o acus ado podrán llegar a preacuerdos que impliquen la terminación 
del proces o. 
El funcionario, al celebrar los preacuerdos, debe observ ar las directiv as de la Fiscalía General de la Nación 
y  las pautas trazadas como polític a criminal, a fin de aprestigiar la adminis tración de justicia y  ev itar su 
cuestionam iento. 
Artículo 349. Improc edencia de acuerdos o negociaciones con el imputado o acus ado. En los delitos en los 
cuales el s ujeto ac tivo de la conducta punible hubiese obtenido incremento patr imonial fruto del mismo, no 
se podrá celebrar el ac uerdo c on la Fiscalía hasta tanto se reintegre, por lo menos, el c incuenta por ciento 
del valor equiv alente al incremento percibido y se asegure el recaudo del remanente. 
Artículo 350. Preac uerdos  desde la audiencia de formulación de imputación. Desde la audiencia de 
formulación de imputación y has ta antes  de ser presentado el escr ito de acusación, la Fisc al ía y el 
imputado podrán llegar a un preacuerdo sobre los términos de la imputación. Obtenido este preacuerdo, el 
fiscal lo presentará ante el juez de conoc imiento como escri to de ac usación. 
El fisc al y  el imputado, a través de su defensor, podrán adelantar conversaciones para llegar a un ac uerdo, 
en el  cual el imputado s e declarará culpable del del ito imputado, o de uno relacionado de pena menor,  a 
cambio de que el fiscal: 
1. Elimine de su ac usación alguna causal de agrav ación puni tiv a, o algún cargo espec ífico. 
2. Tipi fique la conducta, dentro de su alegación conclusiva, de una forma específica con miras a dism inuir 
la pena. 
Artículo 351. Modalidades. La aceptac ión de los cargos determinados en la audiencia de formulac ión de la 
imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible, ac uerdo que se consignará en el 
escri to de acus ación. 
También podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hec hos imputados y  sus 
consec uencias. Si hubiere un c ambio favorable para el imputado c on relación a la pena por imponer, es to 
constituirá la única rebaja c ompens atoria por el acuerdo. Para efec tos de la acus ación se procederá en la 
forma prev ista en el inciso anter ior. 
En el evento que la Fiscal ía, por caus a de nuev os elementos cognosci tiv os, proy ecte formular cargos 
distintos y  más gravosos a los consignados en la formulación de la imputación, los preac uerdos deben 
referi rse a esta nueva y  posible imputación. 
Los preacuerdos c elebrados entre Fiscalía y acus ado obl igan al juez de c onocimiento,  salvo que el los 
desconozc an o quebranten las garantías fundamentales. 
Aprobados los preacuerdos por el juez, procederá a convocar la audiencia para dictar la sentenc ia 
corres pondiente. 



Las reparaciones efec tivas a la víctima que puedan resultar de los  preacuerdos  entre fiscal  e imputado o 
acusado, pueden aceptarse por la v íctima. En caso de rehusarlos, esta podrá acudir a las v ías judiciales 
pertinentes. 
Artículo 352. Preacuerdos posteriores a la pres ent ación de la ac usación. Presentada la acus ación y  has ta 
el momento en que s ea interrogado el acusado al inicio del juicio oral sobre la aceptación de su 
responsabil idad, el fiscal y  el acusado podrán realiz ar pre acuerdos en los términos prev istos en el artículo 
anter ior. 
Cuando los preacuerdos se realizaren en es te ámbito procesal, la pena imponible se reducirá en una 
terc era parte. 
Artículo 353. Aceptación total  o parcial de los c argos. El imputado o acusado podrá aceptar parcialmente 
los cargos. En es tos eventos los beneficios de punibilidad s ólo serán ex tens iv os para efectos de lo 
aceptado. 
Artículo 354. R eglas c omunes. Son inexistentes los acuerdos realizados s in la asistencia del defensor. 
Prevalecerá lo que decida el imputado o ac usado en c aso de discrepancia con su defensor, de lo cual  
quedará constancia. 
Si la índole de los acuerdos perm ite la rápida adopción de la sentencia, s e ci tará a audiencia para su 
proferimiento en la cual brevemente la Fiscalía y  el imputado podrán hacer las manifes taciones que c rean 
conveniente, de acuerdo con lo regulado en este código. 
T I T U L O III 
AU DIENC IA PR EPARATOR IA 
CAPITULO I 
Trámite 
Artículo 355. Instalación de la audiencia preparatoria. El juez declarará abierta la audiencia con la 
presencia del fiscal, el defensor, el acus ado, el Minis terio Públic o y  la representación de las v íctimas, si la 
hubiere. 
Para la validez de esta audiencia s erá indis pensable la presenc ia del juez, fiscal y  defensor. 
Artículo 356. Desarrollo de la audiencia preparat oria. En desarrol lo de la audiencia el juez dispondrá: 
1. Que las  partes  manifies ten sus observ aciones pertinentes al proc edimiento de descubrimiento de 
elementos  probatorios, en especial, si el efectuado fuera de la sede de la audiencia de formulación de 
acusación ha quedado completo. Si no lo es tuv iere, el juez lo rec haz ará. 
2. Que la defensa desc ubra sus elementos materiales probatorios y  evidencia físic a. 
3. Que la Fiscal ía y  la defens a enuncien la totalidad de las pruebas que harán valer en la audiencia del 
juicio oral y  público. 
4. Que las partes manifies ten si tienen interés en hacer estipulaciones probatorias. En este caso dec retará 
un receso por el término de una (1) hora, al cabo de la c ual s e reanudará la audiencia para que la Fiscal ía 
y  la defensa se manifiesten al respecto. 
Parágrafo. Se entiende por estipulaciones probatorias los acuerdos celebrados entre la Fiscalía y la 
defensa para aceptar como probados alguno o algunos de los hechos o sus circ unstancias. 
5. Que el acusado manifieste si acepta o no los cargos. En el primer caso s e procederá a dic tar sentenc ia 
reduciendo has ta en la tercera parte la pena a imponer, conforme lo prev isto en el artíc ulo 351. En el 
segundo caso se c ontinuará con el trámite ordinario. 
Artículo 357. Solicitudes probatorias. Durante la audiencia el juez dará la palabra a la Fiscal ía y  luego a la 
defensa para que solici ten las pruebas que requieran para s ustentar su pretensión. 
El juez decretará la prác tica de las pruebas sol ici tadas cuando ellas se refieran a los hec hos de la 
acusación que requieran prueba, de ac uerdo con las  reglas de pertinencia y  adm isibi lidad previstas en 
este código. 
Las partes pueden probar sus pretensiones a través de los medios lícitos que libremente decidan para que 
sean debidamente aducidos al proc eso. 
Ex cepcionalmente,  agotadas las s olici tudes probatorias de las partes, si el Minis terio Público tuviere 
conocimiento de la ex istencia de una prueba no pedida por éstas que pudiere tener esencial influencia en 
los resultados del juicio, solici tará su práctica. 



Artículo 358. Exhibición de los elementos materiales de prueba. A solici tud de las partes, los elementos 
materiales  probator ios y  ev idenc ia física podrán ser ex hibidos durante la audiencia c on el único fin de s er 
conocidos y  estudiados. 
Artículo 359. Exclusión, rechazo e inadmisibi lidad de los medios de prueba. Las partes y  el Minister io 
Público podrán sol icitar al juez la exclusión, rechaz o o inadmisibilidad de los medios de prueba que, de 
conformidad c on las reglas es tablecidas en este código, resul ten inadmisibles, impertinentes, inútiles, 
repetitiv os o encaminados a probar hec hos notor ios o que por otro motiv o no requieran prueba. 
Igualmente inadmiti rá los medios de prueba que s e refieran a las c onversaciones que haya tenido la 
Fiscalía c on el  imputado, acusado o su defens or en desarrollo de manifestaciones preacordadas, 
suspensiones condicionales y aplicación del pr incipio de oportunidad, a menos que el imputado, acus ado o 
su defensor consientan en ello. 
Cuando el juez ex cluy a, rechac e o inadmita una prueba deberá motiv ar oralmente su decisión y contra 
ésta procederán los recursos ordinarios. 
Artículo 360. Prueba i legal. El juez excluirá la práctica o aducción de medios de prueba ilegales, 
incluy endo los que se han practicado, aducido o cons eguido con v iolación de los requisi tos formales 
previstos en es te c ódigo. 
Artículo 361. Prohibición de pruebas de oficio. En ningún caso el juez podrá decretar la práctica de 
pruebas de oficio. 
Artículo 362. Decisión s obre el orden de la present ación de la prueba. El juez decidirá el orden en que 
debe presentars e la prueba. En todo cas o, la prueba de la Fiscal ía tendrá lugar antes que la de la defensa, 
sin per juicio de la pres entación de las respectiv as pruebas de refutación en cuy o caso serán primero las 
ofrecidas por la defensa y luego las de la Fiscal ía. 
CAPITULO II 
Conclusión de la audiencia preparatoria 
Artículo 363. Sus pensión. La audiencia preparatoria, además de lo prev isto en este código, según 
proceda, solamente podrá sus penderse: 
1. Por el trám ite de la apelación de las decisiones relativ as a las pruebas, la audiencia se suspenderá 
has ta que el superior jerárquic o profiera su decisión. 
2. Por circunstancias de fuerz a mayor o c aso fortuito debidamente acredi tadas, siempre que no puedan 
remediarse sin suspender la audiencia. 
Artículo 364. Reanudac ión de la audiencia. El juez  señalará el  día, hora y sala para la reanudación de la 
audiencia sus pendida en los cas os del artíc ulo anterior. 
El juez podrá decretar recesos, máx imo por dos (2) horas, cuando sean indispensables para el buen 
entendimiento de la audiencia. 
Artículo 365. Fijación de la fec ha de inicio del juicio oral. Concluida la audiencia preparatoria, el juez fijará 
fec ha, hora y sala para el inicio del juicio que deberá realizarse dentro de los treinta (30) días siguientes a 
la terminación de la audiencia preparator ia. 
T I T U L O IV 
JUICIO ORAL 
CAPITULO I 
Ins talación 
Artículo 366. Inicio del  juicio oral. El día y hora señalados en la audiencia preparatoria, el  juez instalará el 
juicio oral, prev ia v eri ficac ión de la pres encia de las partes. Durante el  transcurs o del juicio, el juez v elará 
porque las personas presentes en el mismo guarden silencio, si no tienen la palabra, y obs erven decoro y 
respeto. Igualmente, conc ederá turnos brev es para las intervenciones de las partes con el fin de que se 
refieran al orden de la audiencia. El juez podrá ordenar el reti ro del público asistente que perturbe el 
desarrollo de la audiencia. 
Artículo 367. Alegación inicial. Una v ez instalado el juicio oral,  el juez adv ertirá al  ac usado, si es tá 
presente, que le asiste el  derec ho a guardar silencio y  a no autoinc riminars e, y  le c onc ederá el  uso de la 
palabra para que manifies te, sin apremio ni juramento, si se declara inocente o culpable. La declaración 
podrá ser mix ta, o sea, de culpabilidad para alguno de los cargos y de inocencia para los otros. 



De declararse c ulpable tendrá derec ho a la rebaja de una s exta parte de la pena imponible respecto de los 
cargos aceptados. 
Si el ac usado no hiciere manifestación, se entenderá que es de inocencia. Igual  consideración se hará en 
los casos de contumacia o de persona ausente. Si el acusado se declara inocente se procederá a la 
presentación del caso. 
Artículo 368. Condiciones de val idez de la manif estación. De reconoc er el ac usado su c ulpabilidad, el juez 
deberá verificar que actúa de manera libre, v oluntaria, debidamente informado de las consecuencias de su 
decisión y  asesorado por su defensor. Igualmente, preguntará al acusado o a su defens or si su aceptación 
de los cargos corresponde a un acuerdo celebrado con la Fiscalía. 
De adv ertir  el juez algún desconocimiento o quebrantamiento de garantías fundamentales, rec haz ará la 
alegación de culpabilidad y  adelantará el procedimiento c omo si hubiese habido una alegación de no 
culpabil idad. 
Artículo 369. Manifestaciones de culpabilidad preacordadas. Si se hubieren realizado manifestaciones de 
culpabil idad preacordadas entre la defensa y  la ac usación en los  términos  previstos en es te c ódigo, la 
Fiscalía deberá indicar al juez los términos de la misma, ex presando la pretensión punitiv a que tuv iere. 
Si la mani festación fuere aceptada por el juez, se incorporará en la sentencia. Si la rec hazare, adelantará 
el juicio como si  hubiese habido una manifestación inicial de inocencia. En este caso,  no podrá 
mencionarse ni será objeto de prueba en el juicio el contenido de las conv ers aciones entre el fisc al y  el 
defensor, tendientes a las manifestaciones preacordadas. Esta información tampoco podrá s er uti lizada en 
ningún tipo de proceso judicial en contra del ac usado. 
Artículo 370. Decisión del juez. Si el juez aceptare las manifestaciones preacordadas, no podrá imponer 
una pena s uperior a la que le ha solici tado la Fiscalía y  dará apl icación a lo dispues to en el artículo 447 de 
este código. 
CAPITULO II 
Presentación del caso 
Artículo 371. Declaración inicial. Antes de proceder a la presentación y  prác tica de las pruebas, la Fiscal ía 
deberá presentar la teoría del caso. La defensa, si lo des ea, podrá hacer lo propio. 
Al proceder a la práctica de las pruebas se observ ará el orden señalado en audiencia preparatoria y las 
reglas prev istas en el capítulo siguiente de este código. 
CAPITULO III 
Práctic a de la prueba 
Parte I 
Dis posiciones generales 
Artículo 372. Fines. Las pruebas tienen por fin llevar al conocimiento del juez, más allá de duda razonable,  
los hechos y circunstancias mater ia del  juic io y  los de la responsabilidad penal del  acus ado, como autor o 
partícipe. 
Artículo 373. Libertad. Los hechos y  circunstancias de interés para la solución correc ta del cas o, se podrán 
probar por cualquiera de los medios establecidos en este código o por cualquier otro medio técnico o 
científic o, que no v iole los derec hos humanos. 
Artículo 374. Oportunidad de pruebas. Toda prueba deberá ser solicitada o presentada en la audienc ia 
preparator ia, salv o lo dispues to en el inc iso final del artíc ulo 357, y se practic ará en el momento 
corres pondiente del juicio oral y  público. 
Artículo 375. Pertinencia. El elemento material probatorio, la ev idencia física y el medio de prueba deberán 
referi rse, direc ta o indirec tamente, a los hechos o circunstancias relativ os a la comisión de la conduc ta 
delictiv a y  sus cons ecuencias, así como a la identidad o a la responsabilidad penal del  acus ado. También 
es pertinente cuando sólo sirv e para hacer más probable o menos probable uno de los hechos o 
circuns tancias mencionados, o se refiere a la credibilidad de un testigo o de un peri to. 
Artículo 376. Admis ibil idad. Toda prueba pertinente es admisible, salv o en alguno de los siguientes casos: 
a) Que ex ista peligro de causar grav e perjuicio indebido; 
b) Probabil idad de que genere confusión en lugar de may or claridad al as unto, o ex hiba esc aso valor 
probatorio, y 



c) Que sea injus tamente dilatoria del procedimiento. 
Artículo 377. Publicidad. Toda prueba se practicará en la audiencia del juicio oral y público en presencia de 
las partes, intervinientes que hayan asistido y  del públ ico presente, con las limi taciones es tablecidas en 
este código. 
Artículo 378. Contradicción. Las partes tienen la facultad de controv ertir, tanto los medios de prueba como 
los elementos mater iales probatorios y ev idencia fís ica presentados en el juicio, o aquel los que se 
practiquen por fuera de la audiencia públ ica. 
Artículo 379. Inmediación. El juez deberá tener en cuenta como pruebas únicamente las que hayan sido 
practicadas y controvertidas en su pres encia. La admisibilidad de la prueba de referencia es excepcional. 
Artículo 380. Criterios de valoración. Los medios de prueba, los elementos mater iales probatorios y  la 
ev idencia físic a, se apreciarán en c onjunto. Los cri terios para apreciar c ada uno de ellos serán s eñalados 
en el respectiv o capítulo. 
Artículo 381. Conocimiento para condenar. Para condenar se requiere el conocimiento más allá de toda 
duda, acerca del delito y de la responsabilidad penal del ac usado, fundado en las pruebas debatidas en el 
juicio. 
La sentencia condenatoria no podrá fundamentarse exclusiv amente en pruebas de referencia. 
Artículo 382. Medios de conocimiento. Son medios de conocimiento la prueba testimonial, la prueba 
pericial, la prueba documental, la prueba de inspección, los elementos mater iales probatorios, evidenc ia 
fís ica, o cualquier otro medio técnic o o científic o, que no viole el ordenamiento jurídic o. 
Parte II 
Reglas generales para la prueba testimonial 
Artículo 383. Obligación de rendir testimonio. Toda persona está obl igada a rendir, bajo juramento, el 
tes timonio que se le solici te en el juic io oral y  público o como prueba anticipada, salv o las ex cepciones 
constitucionales y  legales. 
Al tes tigo menor de doce (12) años  no se le recibirá juramento y  en la diligencia deberá es tar asistido, en 
lo pos ible, por su representante legal o por un pariente may or de edad. El juez, con fundamento en 
motiv os razonables, podrá prac ticar el testimonio del menor fuera de la s ala de audiencia, de acuerdo c on 
lo prev isto en el numeral 5º del artículo 146 de este c ódigo, pero siempre en presencia de las partes, 
quienes harán el interrogatorio c omo si fuera en juicio públ ico. 
Artículo 384. Medidas especiales para asegurar la comparecencia de testigos. Si el testigo debidamente 
citado s e negare a comparec er, el juez ex pedirá a la Polic ía N acional o cualquier otra autoridad, orden 
para su aprehensión y  conducción a la sede de la audiencia. Su renuencia a declarar se c astigará c on 
arresto has ta por v eintic uatro (24) horas, al cabo de las cuales, si persis te su negativ a, se le procesará. 
Las autoridades indicadas están obligadas a auxiliar oportuna y  diligentemente al juez para garantizar la 
comparec encia obligatoria de los testigos, so pena de fal ta grav e. 
Artículo 385. Excepciones c onstitucionales. Nadie podrá ser obl igado a declarar contra s í mismo o contra 
su cóny uge, compañera o compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o civil, o segundo de afinidad. 
El juez  informará sobre es tas excepciones  a cualquier pers ona que vay a a rendir testimonio, quien podrá 
renunciar a es e derecho. 
Son casos de excepción al deber de declarar, las relaciones de: 
a) Abogado con su cliente; 
b) Médico con pac iente; 
c) Psiquiatra, psicólogo o terapis ta c on el paciente; 
d) Trabajador social con el entrevistado; 
e) Clérigo con el feligrés; 
f) Contador público con el cliente; 
g) Periodis ta con su fuente; 
h) Inv estigador con el informante. 
Artículo 386. Impedimento del testigo para c oncurrir. Si el testigo estuviere físic amente impedido para 
concurrir a la audiencia públic a donde se prac ticará la prueba, de no hallarse disponible el sis tema de 



audio v ídeo u otro sistema de reproducción a distancia, és ta se realizará en el lugar en que se encuentre, 
pero siempre en presencia del juez y  de las partes que harán el interrogator io. 
El testigo que no permaneciere en el lugar antes mencionado, injus ti ficadamente, incurrirá en arresto has ta 
por quince (15) días, previo trámite s umario y oral, o en multa entre diez (10) y cien (100) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Artículo 387. Testimonios especiales. Cuando se requiera el tes timonio del Presidente de la R epública o 
del Vicepresidente de la República, se informará previamente al dec larante s obre la fecha y hora, para que 
permanezca en s u despacho, a donde s e trasladarán el juez, las partes y  el personal de s ecretaría 
neces ario para la prác tica del  medio de prueba. Se observ arán en ello las  reglas prev istas en es te 
capítulo. 
Artículo 388. Testimonio de agente diplomático. C uando se requiera testimonio de un minis tro o agente 
diplomátic o de nación extranjera acredi tado en Colombia o de una pers ona de s u c omitiva o famil ia se le 
remitirá al embajador o agente res pec tiv o, por conduc to del Ministerio de Relaciones Ex teriores, nota 
suplic atoria para que si  lo tiene a bien concurra a dec larar o permita que la persona sol icitada lo haga,  o 
acceda a rendirlo en sus dependencias. 
Artículo 389. Juramento. Toda autor idad a quien corresponda tomar juramento, amonestará prev iamente a 
quien debe prestarlo ac erca de la importancia moral  y legal del acto y las sanciones  penales establecidas 
contra los que dec laren falsamente o incumplan lo prometido, para lo cual se leerán las respectiv as 
disposiciones. Acto seguido se tomará el juramento por medio del cual el testigo se c ompromete a decir 
toda la verdad de lo que conoce. 
Artículo 390. Examen de los testigos. Los tes tigos serán interrogados uno des pués del otro, en el orden 
establecido por la parte que los hay a solici tado. Primero serán interrogados  los testigos de la acusación y 
luego los de la defensa. Antes de iniciar el interrogator io a un testigo, el juez le informará de los  derechos 
previstos en la Consti tución y la ley , y  le ex igirá el juramento en la forma señalada en el artículo anter ior. 
Después pedirá que se identifique con s us nombres y apellidos y  demás generales de ley . 
Artículo 391. Interrogatorio cruzado del testigo. Todo declarante, luego de las formalidades indic adas en el 
artículo anterior, en primer término será interrogado por la parte que hubiere ofrecido su tes timonio como 
prueba. Este interrogatorio, denominado directo, se limitará a los aspectos principales de la controv ersia, 
se referirá a los hechos objeto del juicio o relativ os a la credibilidad de otro dec larante.  No se podrán 
formular preguntas sugestiv as ni se insinuará el sentido de las respuestas. 
En segundo lugar, si lo desea, la parte dis tinta a quien solic itó el testimonio, podrá formular preguntas al 
declarante en forma de contrainterrogatorio que se limi tará a los temas abordados en el interrogator io 
directo. 
Quien hubiere intervenido en el interrogator io directo podrá agotar un turno de preguntas dirigidas  a la 
aclaración de los puntos debatidos en el contrainterrogatorio, el cual se denomina redirec to. En estos 
ev entos deberán seguirse las mismas reglas del directo. 
Finalmente, el declarante podrá ser nuev amente preguntado por la otra parte, si considera neces ario hac er 
claridad s obre las respues tas dadas en el redirecto y  sujeto a las pautas del contrainterrogator io. 
Artículo 392. Reglas sobre el interrogat orio. El interrogatorio se hará observ ando las siguientes 
instrucciones: 
a) Toda pregunta v ersará sobre hechos específicos; 
b) El juez prohibirá toda pregunta sugestiva, capciosa o confusa; 
c) El juez prohibirá toda pregunta que tienda a ofender al tes tigo; 
d) El juez  podrá autorizar al tes tigo para c onsultar documentos  necesarios  que ayuden a su memoria. En 
este caso, durante el interrogatorio, se permitirá a las demás partes el ex amen de los mismos; 
e) El juez excluirá toda pregunta que no sea pertinente. 
El juez intervendrá con el fin de que el interrogatorio sea leal y que las respuestas sean claras y precisas. 
Artículo 393. Reglas sobre el c ontrainterrogatorio. El contrainterrogator io se hará observ ando las 
siguientes instrucciones: 
a) La finalidad del contrainterrogatorio es refutar, en todo o en parte, lo que el tes tigo ha contestado; 



b) Para c ontrainterrogar se puede utiliz ar c ualquier declaración que hubies e hecho el tes tigo s obre los 
hechos en entrevista, en declaración jurada durante la investigac ión o en la propia audiencia del juicio oral. 
El tes tigo deberá permanec er a disposición del  juez durante el término que és te determine, el  cual no 
podrá exceder la duración de la prác tica de las pruebas, quien podrá ser requerido por las partes para una 
aclaración o adición de su testimonio, de acuerdo con las reglas anteriores. 
Artículo 394. Acus ado y c oacusado como testigo. Si el acusado y el coacus ado ofrecieren declarar en su 
propio juicio comparecerán como tes tigos y  bajo la grav edad del juramento serán interrogados, de acuerdo 
con las reglas prev istas en este código. 
Artículo 395. Oposiciones durante el interrogat orio. La parte que no está interrogando o el Minis ter io 
Público, podrán oponerse a la pregunta del  interrogador cuando v iole alguna de las reglas anteriores o 
incurra en alguna de las prohibiciones. El juez decidirá inmediatamente si la oposición es fundada o 
infundada. 
Artículo 396. Examen separado de testigos. Los testigos serán interrogados separadamente, de tal manera 
que no puedan escuchar las declaraciones de quienes les preceden. 
Se ex ceptúa de lo anterior, además de la v íc tima y  el acusado c uando decide declarar, aquellos testigos o 
peri tos que debido al  rol desempeñado en la preparac ión de la inv estigación se requiera de su presenc ia 
ininterrumpida en la sala de audiencias, bien sea apoyando a la Fiscalía o a la defensa. 
Artículo 397. Interrogatorio por el  juez. Ex cepcionalmente, el  juez podrá interv enir  en el interrogatorio o 
contrainterrogatorio, para c onseguir que el  testigo responda la pregunta que le han formulado o que lo 
haga de manera clara y  precisa. Una v ez terminados los interrogator ios de las partes, el juez y  el Minis ter io 
Público podrán hac er preguntas complementarias para el cabal entendim iento del caso. 
Artículo 398. Testigo privado de libertad. La pers ona priv ada de libertad, que fuere ci tada como testigo a la 
audiencia del juicio oral  y público, s erá trasladada c on la debida antelación y las medidas de s eguridad y 
protección al lugar del juicio. Terminado el interrogatorio y  contrainterrogatorio, será dev uelto en la forma 
antes indic ada, sin dilación alguna, al si tio de rec lusión. 
Artículo 399. Testimonio de policía judicial.  El  serv idor público de policía judicial  podrá ser ci tado al  juic io 
oral y  público a rendir testimonio con relación al caso. El juez podrá autorizarlo para c onsultar su informe y 
notas relativ as al mismo, como recurso para recordar. 
Artículo 400. Testigo s ordomudo. Cuando el tes tigo fuere sordomudo, el juez nombrará intérprete oficial. Si 
no lo hubiere, el nombram iento recaerá en persona reputada como conocedora del mencionado sistema. 
Lo anterior no obs ta para que pueda es tar acompañado por uno designado por él. 
El testigo y  el intérprete prestarán juramento. 
Artículo 401. Testigo de lengua extranjera. Cuando el testigo de lengua extranjera no comprendiere el  
idioma cas tellano, el juez nombrará traduc tor oficial. Si no lo hubiere, el nombramiento recaerá en persona 
reputada como idónea para hac er la traducción. Lo anterior no obsta para que pueda estar acompañado 
por uno designado por él. 
El testigo y  el traductor pres tarán juramento. 
Artículo 402. Conocimiento pers onal. El tes tigo únicamente podrá declarar sobre as pec tos que en forma 
directa y personal hubiese tenido la ocasión de observ ar o percibir. En c aso de mediar controversia s obre 
el fundamento del conocimiento pers onal podrá objetarse la dec laración mediante el procedimiento de 
impugnación de la credibilidad del testigo. 
Artículo 403. Impugnación de la credibilidad del testigo. La impugnación tiene como únic a final idad 
cuestionar ante el juez la credibilidad del tes timonio, con relación a los siguientes as pectos: 
1. Naturalez a inverosímil o increíble del tes timonio. 
2. Capacidad del testigo para percibir, recordar o comunicar c ualquier as unto sobre la declaración. 
3. Existencia de cualquier tipo de prejuicio, interés u otro motivo de parcialidad por parte del testigo. 
4. Manifestaciones anteriores del tes tigo, incluidas aquellas hechas a terceros, o en entrev istas, 
ex posiciones, declaraciones juradas o interrogatorios en audiencias ante el juez de control de garantías. 
5. Carácter o patrón de conducta del testigo en cuanto a la mendacidad. 
6. Contradicciones en el contenido de la declaración. 



Artículo 404. Apreciación del testimonio. Para apreciar el tes timonio, el juez tendrá en cuenta los principios 
téc nico científicos s obre la percepción y  la memoria y, especialmente, lo relativ o a la naturaleza del objeto 
percibido, al estado de sanidad del sentido o sentidos por los cuales se tuv o la percepción, las 
circuns tancias de lugar, tiempo y  modo en que s e percibió, los proces os de rememoración, el 
comportamiento del tes tigo durante el interrogatorio y el contrainterrogatorio, la forma de sus respues tas y 
su pers onalidad. 
Parte III 
Prueba pericial 
Artículo 405. Proc edencia. La prueba pericial es procedente cuando sea necesario efec tuar valoraciones 
que requieran conocimientos científicos, técnic os, artísticos o especializados. 
Al peri to le serán aplicables, en lo que corres ponda, las reglas del tes timonio. 
Artículo 406. Prestación del servicio de per itos. El serv icio de per itos se pres tará por los expertos de la 
policía judicial, del Ins tituto N acional de Medicina Legal y Ciencias Forens es, entidades públic as o 
priv adas, y  particulares es pecializados en la mater ia de que se trate. 
Las inv estigaciones o los anális is se realizarán por el peri to o los peri tos, según el cas o. El informe será 
firmado por quienes hubieren interv enido en la parte que les corresponda. 
Todos los peri tos deberán rendir su dic tamen bajo la grav edad del juramento. 
Artículo 407. N úmero de perit os. A menos que s e trate de prueba impertinente,  irrelevante o superflua, el 
juez no podrá limi tar el número de peritos que sean llamados a declarar en la audiencia públic a por las 
partes. 
Artículo 408. Quiénes pueden ser peritos. Podrán ser per itos, los siguientes: 
1. Las personas con título legalmente reconocido en la respectiv a ciencia, téc nica o arte. 
2. En c ircunstancias diferentes, podrán ser nombradas las personas de reconocido entendimiento en la 
respectiva ciencia, técnica, arte, oficio o afición aunque se carezca de título. 
A los efectos de la c ual ificación podrán utiliz ars e todos los medios de prueba admisibles, incluido el propio 
tes timonio del dec larante que se presenta como perito. 
Artículo 409. Quiénes no pueden ser nombrados. No pueden ser nombrados, en ningún caso: 
1. Los menores de dieciocho (18) años, los interdictos y  los enfermos mentales. 
2. Quienes hay an sido suspendidos en el ejercicio de la res pec tiv a ciencia, técnica o arte, mientras dure la 
suspensión. 
3. Los que hay an sido condenados por algún deli to, a menos que se encuentren rehabil itados. 
Artículo 410. Obligatoriedad del cargo de perito. El nombramiento de per ito, tratándos e de servidor público, 
es de forz osa aceptación y  ejercicio. Para el particular solo lo será ante falta absoluta de aquellos. 
El nombrado sólo podrá ex cusars e por enfermedad que lo imposibili te para ejercerlo, por carencia de 
medios adecuados para cumplir el encargo, o por grave per juicio a sus interes es. 
El peri to que injus ti ficadamente, se negare a cumpli r con su deber será s ancionado con multa de diez (10) 
a cien (100) salarios mínimos legales mens uales vigentes, equiv alente en moneda legal c olombiana. 
Artículo 411. Impedimentos y recusaciones. Respecto de los peri tos serán aplicables las mismas causales 
de impedimento y  rec usación señaladas para el juez. El  peri to cuy o impedimento o recusación hay a sido 
aceptada, s erá ex cluido por el  juez, en la audiencia preparatoria o, excepcionalmente, en la audiencia del 
juicio oral y  público. 
Artículo 412. Comparecencia de los perit os a la audiencia. Las partes solici tarán al juez que haga 
comparec er a los peri tos al juicio oral y  público, para ser interrogados y  contrainterrogados en relación c on 
los informes periciales que hubiesen rendido, o para que los rindan en la audiencia. 
Artículo 413. Presentación de inf ormes. Las partes podrán pres entar informes de per itos de su confianza y  
solici tar que és tos  sean citados a interrogatorio en el juicio oral  y público, acompañando certificación que 
acredi te la idoneidad del perito. 
Artículo 414. Admisibi lidad del informe y  citación del  perito. Si  el  juez admite el informe pres entado por la 
parte, en la audiencia preparatoria, inmediatamente ordenará ci tar al peri to o peri tos que lo suscriben, para 
que c oncurran a la audiencia del juicio oral y  público con el fin de ser interrogados y  contrainterrogados. 



Artículo 415. Base de la opinión pericial. T oda declaración de perito deberá estar precedida de un informe 
resum ido en donde se ex pres e la bas e de la opinión pedida por la parte que propus o la prác tica de la 
prueba. Dic ho informe deberá ser puesto en conocimiento de las demás partes al menos con cinc o (5) días  
de anticipación a la celebración de la audiencia pública en donde s e recepcionará la peri tación, s in 
perjuicio de lo establecido en es te código sobre el desc ubrimiento de la prueba. 
En ningún caso, el informe de que trata este artículo será admisible c omo ev idencia, si el perito no declara 
oralmente en el juic io. 
Artículo 416. Acceso a los elementos materiales. Los peri tos, tanto los que hay an rendido informe, como 
los que sólo serán interrogados y  contrainterrogados en la audiencia del juicio oral y  público, tendrán 
acceso a los elementos materiales probatorios y  ev idencia físic a a que se refiere el informe pericial o a los 
que s e hará referencia en el interrogatorio. 
Artículo 417. Instrucciones para interrogar al perito. El peri to deberá ser interrogado en relación con los 
siguientes aspectos: 
1. Sobre los antecedentes que acrediten su conocimiento teóric o sobre la ciencia, téc nica o arte en que es 
ex perto. 
2. Sobre los antecedentes que acrediten su conocimiento en el uso de instrumentos o medios en los 
cuales es experto.  
3. Sobre los antecedentes que acredi ten su conocimiento prác tico en la cienc ia, técnica, arte, oficio o 
afic ión apl icables. 
4. Sobre los principios científicos, técnic os o artísticos en los que fundamenta s us v erificaciones o análisis 
y  grado de aceptación. 
5. Sobre los métodos empleados en las inv estigaciones y  análisis relativ os al caso. 
6. Sobre si en sus exámenes o v erificaciones utilizó téc nicas de orientación, de probabilidad o de c erteza. 
7. La corroboración o ratificación de la opinión pericial por otros expertos que declaran también en el 
mismo juicio, y  
8. Sobre temas similares a los anteriores. 
El peri to responderá de forma clara y precisa las preguntas que le formulen las partes. 
El perito tiene, en todo caso, derecho de consul tar documentos, notas escr itas y  publicaciones con la 
finalidad de fundamentar y  aclarar su res puesta. 
Artículo 418. Instrucciones para c ontrainterrogar al perito. El c ontrainterrogatorio del  peri to se cumpli rá 
observ ando las siguientes instrucciones: 
1. La finalidad del contrainterrogatorio es refutar, en todo o en parte, lo que el perito ha informado. 
2. En el c ontrainterrogatorio se podrá utilizar cualquier argumento s ustentado en pr incipios, téc nicas,  
métodos o rec ursos acredi tados en div ulgaciones técnico científicas cali ficadas, referentes a la materia de 
controv ersia. 
Artículo 419. Perito impedido para c onc urri r. Si el perito es tuviera físicamente impedido para conc urri r a la 
audiencia pública donde s e practicará la prueba, de no hallarse disponible el sis tema de audio v ídeo u otro 
sistema de reproducción a dis tancia, ésta s e cumpl irá en el lugar en que se encuentre, en presencia del 
juez y  de las partes que habrán de interrogarlo. 
Artículo 420. Apreciac ión de la prueba pericial. Para apreciar la prueba peric ial, en el juicio oral y  público, 
se tendrá en c uenta la idoneidad técnico científic a y  moral del  peri to, la claridad y  ex acti tud de sus 
respues tas, su comportamiento al  responder, el  grado de aceptación de los principios científicos, técnicos  
o artís ticos  en que se apoya el  peri to, los instrumentos util izados y  la consistencia del conjunto de 
respues tas. 
Artículo 421. Limitación a las opiniones del perit o sobre insanidad ment al. Las declaraciones de los peri tos 
no podrán referirse a la inimputabi lidad del ac usado. En consecuencia, no se admitirán preguntas para 
establecer si, a su juicio, el acus ado es imputable o inimputable. 
Artículo 422. Admisibi lidad de publ icaciones científicas y de prueba novel. Para que una opinión pericial 
referida a aspectos nov eles del conocimiento sea admisible en el juicio, se ex igirá como requisi to que la 
base científica o técnica satisfaga al menos uno de los siguientes cri terios: 
1. Que la teoría o técnica suby acente haya sido o pueda llegar a ser verificada. 



2. Que la teoría o téc nica subyacente hay a sido publicada y  hay a recibido la crítica de la comunidad 
académic a. 
3. Que se hay a acredi tado el niv el de confiabilidad de la técnica científica utilizada en la base de la opinión 
pericial. 
4. Que goc e de aceptabilidad en la comunidad académica. 
Artículo 423. Presentación de la evidencia demostrativa. Será admisible la presentación de ev idencias  
demostrativ as siempre que resulten pertinentes  y relev antes para el esclarecimiento de los hechos o para 
ilus trar el testimonio del ex perto. 
Parte IV 
Prueba doc umental 
Artículo 424. Prueba doc umental. Para los efec tos de es te código s e entiende por documentos, los 
siguientes: 
1. Los tex tos manuscri tos, mecanografiados o impres os. 
2. Las grabaciones magnetofónicas. 
3. Disc os de todas las especies que contengan grabaciones. 
4. Grabaciones fonópticas o vídeos. 
5. Pel ículas cinematográficas. 
6. Grabaciones computacionales. 
7. Mensajes de datos. 
8. El télex , telefax  y  similares. 
9. Fotografías. 
10. Radiografías. 
11. Ecografías. 
12. Tomografías. 
13. Electroencefalogramas. 
14. Electrocardiogramas. 
15. Cualquier otro objeto similar o análogo a los anteriores. 
Artículo 425. D ocument o auténtico. Salvo prueba en c ontrario,  se tendrá como auténtico el documento 
cuando se tiene c onocimiento cierto sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito, mec anografiado, 
impreso, fi rmado o produc ido por algún otro procedimiento. También lo serán la moneda de curso legal, los 
sellos y  efectos oficiales, los títulos v alores, los documentos notarial o judicialmente rec onocidos, los 
documentos o instrumentos públic os, aquellos prov enientes del ex tranjero debidamente apostillados, los 
de origen priv ado sometidos al trámite de presentación personal  o de simple autenticación, las c opias de 
los certific ados de regis tros  públic os, las  publ icaciones  oficiales, las publicaciones periódicas  de prensa o 
rev istas es pecializadas, las etiquetas comerciales, y , finalmente, todo documento de aceptación general en 
la comunidad. 
Artículo 426. Métodos  de autenticación e identificación.  La autenticidad e identi ficación del doc umento se 
probará por métodos como los siguientes: 
1. Reconocimiento de la persona que lo ha elaborado, manuscri to, mecanografiado, impres o, firmado o 
producido. 
2. Reconocimiento de la parte contra la cual se aduc e. 
3. Mediante certific ación ex pedida por la entidad certific adora de fi rmas  digi tales de personas naturales  o 
jurídic as. 
4. Mediante informe de ex perto en la respectiva disciplina sugerida en el artículo 424. 
Artículo 427. D ocumentos procedent es del extranjero. Los documentos remitidos por autoridad extranjera, 
en cumpl imiento de petición de autoridad penal colombiana, basada en conv enio bilateral o multilateral de 
cooperación judicial rec íproca, son auténticos, a menos que se demues tre lo contrario. 
Artículo 428. Traducción de documentos. El documento manuscr ito, mec anografiado, impreso o producido 
en idioma dis tinto del  cas tellano, será traducido por orden del juez y  por traductores oficiales. El  tex to 
original y el de la traducción consti tuirán el medio de prueba. 



Artículo 429. Presentación de documentos. El  documento podrá presentarse en original, o en c opia 
autenticada, cuando lo primero no fues e posible o caus are grav e perjuicio a s u poseedor. 
Artículo 430. Documentos anónimos. Los documentos, cuy a autenticac ión o identi ficación no sea posible 
establecer por alguno de los proc edim ientos prev istos en este capítulo, se considerarán anónimos y no 
podrán admitirse como medio probatorio. 
Artículo 431. Empleo de los document os en el juicio. Los documentos escri tos s erán leídos y  ex hibidos de 
modo que todos los interv inientes  en la audiencia del juicio oral y  públic o puedan c onocer su forma y 
contenido. 
Los demás documentos  serán exhibidos y  proy ectados por c ualquier medio, para que sean c onocidos por 
los intervinientes mencionados. Cuando se requiera, el ex perto respectiv o lo explicará. Es te podrá ser 
interrogado y contrainterrogado como un peri to. 
Artículo 432. Aprec iación de la prueba documental. El juez apreciará el documento teniendo en cuenta los 
siguientes cri terios: 
1. Que no hay a sido al terado en su forma ni en su contenido. 
2. Que permita obtener un conocimiento claro y  preciso del hecho, declarac ión o ates tac ión de v erdad, que 
constituye su contenido. 
3. Que dicho contenido sea conforme con lo que ordinariamente ocurre. 
Artículo 433. Criterio general. Cuando se exhiba un documento con el propósi to de ser v alorado como 
prueba y resul te admisible, conforme con lo prev isto en capítulo anterior deberá presentarse el original del  
mismo como mejor ev idencia de su contenido. 
Artículo 434. Excepciones a la regla de la mejor evidencia. Se ex ceptúa de lo anter ior los doc umentos 
públicos, o los duplicados  auténtic os, o aquellos  cuy o original s e hubiere ex trav iado o que se encuentran 
en poder de uno de los intervinientes, o se trata de documentos voluminos os y  sólo se requiere una parte 
o fracción del mismo, o, finalmente, se estipule la innec esariedad de la presentación del original. 
Parágrafo. Lo anterior no es óbic e para que resul te indispens able la presentación del original del 
documento, cuando se requiera para la realiz ación de es tudios técnicos tales como los de grafología y 
documentología, o forme parte de la cadena de cus todia. < /p>  
Parte V 
Reglas relativ as a la inspección 
Artículo 435. Procedencia. El juez, ex cepcionalmente, podrá ordenar la realización de una inspección 
judicial fuera del recinto de audienc ia cuando, prev ia sol icitud de la Fiscal ía o la defensa, es time nec esaria 
su prác tic a dada la imposibilidad de ex hibir y autenticar en la audiencia, los elementos materiales 
probatorios y evidencia física, o cualquier otra evidenc ia demos trativa de la manera como ocurrieron los 
hechos objeto de juzgamiento. 
En ningún caso el  juez podrá uti lizar su conocimiento priv ado para la adopción de la sentencia a que 
hubiere lugar. 
Artículo 436. Criterios para decretar la. La inspección judicial únicamente podrá ser decretada, atendidos 
los siguientes criterios: 
1. Que sea imposible realizar la ex hibición de autenticación de la ev idencia en audiencia. 
2. Que resulte de v ital importancia para la fundamentación de la sentencia. 
3. Que no sea v iable lograr el cometido mediante otros medios técnicos. 
4. Que sea más económic a y práctic a la realización de la ins pección que la utiliz ación del medio técnico. 
5. Que las condiciones del lugar a inspeccionar no hayan v ariado de manera signi fic ativa. 
6. Que no se ponga en grav e riesgo la s eguridad de los interv inientes durante la práctica de la prueba. 
El juez  ins peccionará el objeto de prueba que le indiquen las partes. Si estas sol icitan el  concurs o de 
tes tigos y  peri tos permitirá que declaren o r indan dictamen de acuerdo con las reglas prev istas en es te 
código. 
Parte VI 
Reglas relativ as a la prueba de referencia 
Artículo 437. Noción. Se considera como prueba de referencia toda declaración realizada fuera del juic io 
oral  y  que es uti lizada para probar o ex cluir uno o v arios elementos  del deli to, el grado de interv ención en 



el mismo, las circunstancias de atenuación o de agrav ación punitiv as, la naturalez a y ex tensión del daño 
irrogado, y  cualquier otro aspecto sus tancial objeto del debate, cuando no sea posible practicarla en el 
juicio. 
Artículo 438. Admisión excepcional  de la prueba de referencia. Unicamente es  admisible la prueba de 
referencia cuando el declarante: 
a) Mani fiesta bajo juramento que ha perdido la memoria sobre los hechos y  es corroborada pericialmente 
dicha afirmación; 
b) Es v íctima de un deli to de sec ues tro, desaparición forzada o evento similar; 
c) Padece de una grav e enfermedad que le impide declarar; 
d) Ha fallecido. 
También se aceptará la prueba de referencia c uando las declaraciones se hal len registradas en escri tos de 
pasada memoria o archivos históricos. 
Artículo 439. Prueba de referenc ia múltiple. Cuando una declaración contenga apartes que consti tuy a 
prueba de referencia admisible y  no admisible, deberán suprimirse aquel los no cobijados  por las 
ex cepciones previstas  en los artículos anteriores, salvo que de proc eder de esa manera la declaración se 
torne ininteligible, en cuyo caso se excluirá la declaración en su integridad. 
Artículo 440. Utiliz ación de la prueba de referencia para fines de impugnación. Podrán utiliz arse, con fines 
de impugnación de la credibilidad del  testigo o perito,  las  declaraciones que no constituy an prueba de 
referencia inadmis ible, de ac uerdo c on las causales prev istas en el artículo 438. 
Artículo 441. Impugnación de la credibi lidad de la prueba de referenc ia. Podrá c ues tionarse la credibil idad 
de la prueba de referencia por cualquier medio probatorio, en los mismos términos que la prueba 
tes timonial. 
Lo anterior no obs ta para que la prueba de referencia, en lo pertinente, se regule en su admisibi lidad y 
apreciación por las reglas generales de la prueba y  en especial por las relacionadas con el testimonio y  lo 
documental. 
CAPITULO IV 
Alegatos de las partes e interv inientes 
Artículo 442. Petición de absolución perentoria. T erminada la práctica de las  pruebas,  el fiscal o el 
defensor podrán solici tar al juez la abs oluc ión perentoria cuando resul ten os tensiblemente atípic os los 
hechos en que se fundamentó la acus ación, y  el juez  res olv erá sin escuc har alegatos de las  partes  e 
interv inientes. 
Artículo 443. Turnos para alegar. El fiscal expondrá oralmente los argumentos relativos al anál isis de la 
prueba, tipificando de manera circunstanciada la conduc ta por la cual ha pres entado la acus ación. 
A continuación se dará el uso de la palabra al repres entante legal de las v íctimas, si lo hubiere, y al 
Minister io Público, en es te orden, quienes podrán presentar sus alegatos atinentes a la responsabilidad del 
acusado. 
Finalmente, la defensa, si lo considera pertinente, ex pondrá sus argumentos los cuales podrán ser 
controv ertidos exclusiv amente por la Fiscal ía. Si  es to ocurriere la defensa tendrá derecho de réplica y, en 
todo c aso, dispondrá del último turno de interv ención argumentativ a. Las réplicas  se limi tarán a los temas 
abordados. 
Artículo 444. Extensión de los alegatos. El juez del imi tará en cada cas o la extensión máxima de los 
argumentos de conclus ión, en atenc ión al v olumen de la prueba v ista en la audiencia pública y la 
complejidad de los cargos resul tantes de los hec hos contenidos en la acusación. 
Artículo 445. Clausura del debate. Una vez presentados los alegatos, el juez declarará que el debate ha 
terminado y , de ser nec esario, podrá decretar un receso has ta por dos  (2) horas para anunciar el s entido 
del fallo. 
CAPITULO V 
Decisión o sentido del fallo 
Artículo 446. Contenido. La dec isión será indiv idualizada frente a c ada uno de los enjuiciados y cargos 
contenidos en la acus ación, y  deberá referirse a las sol icitudes hec has en los alegatos finales. El s entido 



del fal lo se dará a conocer de manera oral y públic a inmediatamente des pués del rec eso prev isto en el 
artículo anterior, y  deberá contener el del ito por el cual se halla a la pers ona culpable o inocente. 
Artículo 447. Individualización de la pena y sentencia. Si el fallo fuere condenatorio, o si se aceptare el 
acuerdo celebrado con la Fiscalía, el juez c onc ederá brevemente y  por una sola vez la palabra al fiscal y 
luego a la defensa para que se refieran a las condic iones individuales, familiares, sociales, modo de v iv ir y 
antec edentes de todo orden del culpable. Si lo consideraren conv eniente, podrán referi rse a la probable 
determinación de pena aplic able y  la concesión de algún subrogado. 
Si el juez  para individualiz ar la pena por imponer, estimare necesario ampliar la información a que se 
refiere el incis o anterior, podrá solici tar a cualquier ins titución, públic a o priv ada,  la designación de un 
ex perto para que este, en el término improrrogable de diez (10) días hábiles, responda su petición . 
Escuchados los interv inientes, el juez señalará el lugar, fec ha y  hora de la audiencia para proferir 
sentencia, en un térm ino que no podrá ex ceder de quinc e (15) días calendario c ontados  a partir de la 
terminación del juicio oral, en la cual incorporará la decis ión que puso fin al incidente de reparación 
integral. 
Parágrafo. En el término indicado en el inciso anterior se emitirá la sentencia abs olutoria. 
Artículo 448. C ongruencia. El  acus ado no podrá s er declarado culpable por hechos  que no cons ten en la 
acusación, ni por delitos por los cuales no se ha solicitado condena. 
Artículo 449. Libertad inmediata. De ser abs uel to de la totalidad de los cargos consignados en la acusación 
el juez dispondrá la inmediata l ibertad del acusado, si es tuv iere pr iv ado de ella, lev antará todas las 
medidas cautelares impues tas y  librará sin di lación las órdenes correspondientes. 
Tratándos e de deli tos de c ompetencia de los jueces penales de circ uito especial izados, la libertad se hará 
efectiv a en firme la sentencia. 
Artículo 450. Acusado no privado de la libertad. Si al  momento de anunciar el s entido del  fallo el ac usado 
declarado culpable no se hallare detenido, el juez podrá disponer que continúe en libertad has ta el 
momento de dic tar sentencia. 
Si la detención es necesaria, de conformidad c on las normas de este código, el juez  la ordenará y librará 
inmediatamente la orden de encarc elamiento. 
Artículo 451. Ac usado priv ado de la libertad. El juez podrá ordenar su ex carcelación siempre y cuando los 
cargos por los cuales fue encontrado c ulpable fueren susc eptibles, al momento de dic tar sentenc ia, del 
otorgamiento de un subrogado penal. 
Artículo 452. Situación de los inimputables. Si la raz ón de la decisión fuera la inimputabilidad, el juez 
dispondrá prov isionalmente la medida de s eguridad apropiada mientras se profiere el fallo res pec tivo. 
Artículo 453. Requerim ient o por otra autoridad. En caso de que el acus ado fuere requerido por otra 
autor idad judicial, emitido el fallo absolutor io, será pues to a disposición de quien corresponda. 
Si el fallo fuere condenatorio, se dará cuenta de es ta decisión a la autoridad que lo haya requerido. 
T I T U L O V 
SUSPEN SION ES DE LA AUDIENCIA DEL JUIC IO OR AL 
Artículo 454. Principio de concentración. La audiencia del juicio oral deberá ser continua salv o que se trate 
de si tuaciones  sobrev inientes de manifies ta gravedad, y sin ex isti r otra alternativa viable, en c uy o caso 
podrá sus penderse por el tiempo que dure el fenómeno que ha motiv ado la suspensión. 
El juez podrá decretar rec esos, máx imo por dos (2) horas c uando no c omparezc a un testigo y  deba 
hacérsele comparecer coac tivamente. 
Si el término de suspensión incide por el transcurso del tiempo en la memoria de lo s ucedido en la 
audiencia y , sobre todo de los resul tados de las pruebas practicadas, es ta s e repeti rá. Igual proc edimiento 
se realizará si en c ualquier etapa del juicio oral se debe cambiar al juez. 
T I T U L O VI 
INEFIC AC IA DE LOS ACT OS PROCESALES 
Artículo 455. Nulidad derivada de la prueba i lícita. Para los efec tos del  artículo 23 s e deben c onsiderar, al  
respecto, los siguientes cr iterios: el vínculo atenuado, la fuente independiente, el descubrimiento inev itable 
y  los demás que es tablezca la ley. 



Artículo 456. Nulidad por incompetencia del juez. Será motivo de nulidad el que la actuación se hubiere 
adelantado ante juez incompetente por razón del fuero, o porque su c onocimiento es té asignado a los 
jueces penales de circ ui to especializ ados. 
Artículo 457. N ulidad por violación a garantías fundamentales. Es c aus al de nul idad la violación del 
derecho de defensa o del debido proceso en aspec tos sustanciales. 
Los recursos de apelación pendientes  de definición al momento de iniciars e el juicio público oral, salvo lo 
relacionado con la negativ a o admisión de pruebas, no invalidan el proc edimiento. 
Artículo 458. Principio de taxatividad. No podrá decretars e ninguna nulidad por causal diferente a las 
señaladas en este título. 
LIBRO IV 
EJECUCION DE SENT ENC IAS 
T I T U L O I 
EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
CAPITULO I 
Ejecución de penas 
Artículo 459. Ejecución de penas y  medidas de seguridad. La ejecución de la s anción penal impues ta 
mediante s entencia ejec utoriada, corresponde a las autoridades peni tenciarias bajo la superv isión y control 
del Ins tituto Nacional Peni tenciario y Carcelario, en coordinación con el juez de ejecución de penas y 
medidas de seguridad. 
En todo lo relacionado con la ejecución de la pena, el Ministerio Público podrá intervenir e interponer los 
recurs os que sean necesarios. 
Artículo 460. Acumulación jurídica. Las normas que regulan la dosi ficación de la pena, en cas o de 
concurso de conductas punibles, se aplicarán también cuando los deli tos conex os se hubieren fal lado 
independientemente. Igualmente, c uando se hubieren profer ido varias sentencias en di ferentes procesos. 
En es tos casos la pena impues ta en la primera decisión s e tendrá como parte de la sanción a imponer. 
No podrán acumularse penas  por del itos c ometidos c on posterioridad al proferim iento de sentencia de 
primera o única ins tancia en cualquiera de los procesos, ni penas ya ejecutadas, ni  las impuestas  por 
deli tos cometidos durante el tiempo que la pers ona estuv iere priv ada de la l ibertad. 
Artículo 461. Sustitución de la ejec ución de la pena. El juez de ejecución de penas y  medidas de seguridad 
podrá ordenar al  Instituto N acional Penitenciario y  Carcelar io la s ustitución de la ejec ución de la pena, 
previa cauc ión, en los mismos casos de la susti tución de la detención preventiva. 
Artículo 462. Apl icación de las penas acc esorias. Cuando se trate de las penas acces orias es tablecidas en 
el Código Penal, se proc ederá de ac uerdo con las siguientes normas: 
1. Si s e trata de la priv ación del derecho a residir en determ inados lugares o de acudir a ellos, se enviará 
copia de la sentencia a la autoridad judicial y policiv a del lugar en donde la residencia se prohíba o donde 
el sentenciado debe residi r. También s e oficiará al agente del Minis terio Públ ico para su c ontrol. 
2. Cuando se trate de inhabilidad para el ejercic io de derec hos y  func iones públic as, se remitirán copias de 
la sentencia ejecutoriada a la R egistraduría N acional del Estado C ivil y  a la Procuraduría General de la 
Nación. 
3. Si  se trata de la pérdida de empleo o cargo públic o, se comunic ará a quien haya hecho el 
nombramiento, la elección o los cuerpos directiv os de la respec tiva entidad y  a la Procuraduría General de 
la Nación. 
4. Si  se trata de la inhabilidad para ejercer indus tria, comercio, arte, profesión u oficio, se ordenará la 
cancelación del documento que lo autoriza para ejerc erlo y se oficiará a la autor idad que lo ex pidió. 
5. En caso de la ex pulsión del terri torio nacional de extranjeros se procederá así: 
a) El juez de ejecución de penas, una v ez cumplida la pena priv ativ a de la libertad, lo pondrá a disposición 
del Departamento Adminis trativ o de Seguridad para que lo ex puls e del terri torio nacional, y 
b) En el auto que decrete la l ibertad defini tiva se ordenará poner a la pers ona a disposición del 
Departamento Adminis trativ o de Seguridad para su expulsión del terr itorio nac ional. 
Cuando la pena fuere inferior a un (1) año de prisión, el juez, si lo considera conv eniente, podrá anticipar la 
ex pulsión del terri torio nacional. 



El expulsado, en ningún cas o, podrá reingresar al territorio nacional. 
6. Si se tratare de la prohibición de cons umir bebidas alcohólicas, sus tanc ias estupefacientes o 
psicotrópic as, se c omunicará a las autor idades  policivas del lugar de residencia del s entenciado para que 
tomen las medidas neces arias para el  cumplimiento de es ta sanción, oficiando al agente del Minis ter io 
Público para su control. 
7. Si se tratare de la inhabi lidad especial para el ejercicio de la patria potestad, se oficiará al Minis ter io 
Público, al Ins ti tuto Colombiano de Bienestar F amiliar, y a la Superintendencia de Notariado y  Registro 
para que haga las anotaciones correspondientes. 
En los cas os de privación del derec ho de conducir v ehículos y  la inhabili tación especial para la tenencia y 
porte de armas, se oficiará a las autoridades encargadas de ex pedir las respectivas autoriz aciones, para 
que las cancelen o las nieguen. 
Artículo 463. Informes. La autor idad encargada de cumpli r o v igilar el cumplimiento de estas sanciones 
informará lo pertinente al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad. 
Artículo 464. Remisión. Los aspectos relacionados con la ejecuc ión de la pena no regulados en es te 
código se regirán por lo dis puesto en el Código Penal y  el Código Penitenciario y  Carcelario. 
CAPITULO II 
Ejecución de medidas de seguridad 
Artículo 465. Entidad competente. El tratamiento de los inimputables por trastorno mental estará a cargo 
del Sis tema General de Seguridad Social en Salud, a quien corresponderá la ejecución de las medidas de 
protección y  seguridad. 
Artículo 466. Internación de inimputables. El juez de Ejec ución de Penas y Medidas de Seguridad ordenará 
la internac ión del inimputable c omunicando su decisión a la entidad competente del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, con el fin de que se asigne el centro de Rehabili tación. El Insti tuto Nacional 
Penitenciario y  Carcelar io, Inpec, pondrá a disposición del C entro de Rehabil itación el inimputable. 
Cuando el inimputable no es té a disposición del Inpec, el des pacho judicial debe c oordinar con la autor idad 
de polic ía y  la respec tiv a Dirección Territor ial de Salud su traslado al Centro de Rehabilitación en Salud 
Mental autorizado por el Sis tema General de Seguridad Social en Salud. 
Si el inimputable queda a dis posición de los par ientes, es tos  se comprometerán a ejerc er la vigilanc ia 
corres pondiente y  rendir los informes que se soliciten; su traslado se hará prev io el otorgamiento de 
caución y  la suscripción de la respec tiv a diligencia de compromiso. 
La autoridad o el  particular,  a quienes s e haya encomendado el inimputable,  trimes tralmente rendirán los 
informes al juez de ejec ución de penas y  medidas de seguridad. 
Artículo 467. Libertad vigilada. Impues ta la libertad vigilada, el juez de ejecución de penas y  medidas de 
seguridad comunicará tal medida a las autoridades policivas del lugar, para el cumplimiento de lo 
dispues to en el Código Penal, y  señalará los controles respec tiv os. 
Artículo 468. Suspensión, sustitución o ces ación de la medida de seguridad. El juez de ejecuc ión de penas 
y  medidas de seguridad, de oficio o a s olici tud de parte y  previo concepto de per ito oficial y de conform idad 
con lo dispues to en el C ódigo Penal, podrá: 
1. Suspender condicionalmente la medida de seguridad. 
2. Sus ti tuir la por otra más adec uada si así lo es timare conv eniente. 
3. Ordenar la c esación de tal medida. 
En cas o de internación en casa de es tudio o trabajo el dictamen se sus tituirá por concepto escrito y 
motiv ado de la junta o c onsejo directiv o del establecimiento en donde se hubiere cumplido es ta medida, o 
de su direc tor a fal ta de tales organis mos. 
El beneficiario de la suspensión condic ional, o del  cambio de la medida de seguridad por una de libertad 
v igilada, deberá c onsti tuir caución, personalmente o por intermedio de s u representante legal, en la forma 
prevista en es te código. 
Artículo 469. R evocat oria de la suspensión c ondicional. En cualquier momento podrá el juez de ejecución 
de penas y  medidas de seguridad rev ocar la s uspensión condic ional de la medida de s eguridad o de la 
medida sustitutiva, cuando se incumplan las obligaciones fijadas en la diligencia de compromiso, o cuando 
los peritos conc eptúen que es necesario la continuación de la medida originaria. 



Artículo 470. Medidas de seguridad para indígenas. C orresponde a los jueces de ejecución de penas y 
medidas de seguridad dis poner lo nec esario para la ejecución de las medidas de s eguridad aplicables a 
los inimputables por diversidad sociocultural, en coordinac ión con la máx ima autoridad indígena de la 
comunidad respec tiva. 
CAPITULO III 
Libertad condicional 
Artículo 471. Solicitud. El condenado que se hallare en las circ uns tancias prev istas en el  Código Penal 
podrá solici tar al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad la libertad condicional, acompañando 
la res olución fav orable del cons ejo de disciplina, o en su defecto del director del respectiv o es tablecimiento 
carcelario, copia de la c artilla biográfica y los demás documentos que prueben los requisi tos exigidos en el 
Código Penal, los que deberán ser entregados a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes. 
Si se ha impuesto pena acces oria de multa, su pago es requisi to imprescindible para poder otorgar la 
libertad condicional. 
Artículo 472. D ecisión. Recibida la solici tud, el juez de ejec ución de penas y medidas  de seguridad 
resolv erá dentro de los ocho (8) días siguientes, mediante prov idencia motiv ada en la cual se impondrán 
las obl igaciones a que s e refiere el Código Penal, cuyo cumplimiento se garantiz ará mediante caución. 
El tiempo neces ario para otorgar la libertad condicional se determ inará con base en la pena impuesta en la 
sentencia. 
La reducción de las penas por trabajo y  estudio, al igual que cualquier otra rebaja de pena que es tablezca 
la ley, se tendrá en cuenta c omo parte c umpl ida de la pena impuesta o que pudiere imponers e. 
Artículo 473. Condición para la rev ocatoria. La rev ocator ia s e decretará por el juez de ejecución de penas 
y  medidas  de seguridad de oficio o a petición de los encargados de la vigilanc ia, cuando aparezca 
demostrado que se han violado las obligaciones contraídas. 
CAPITULO IV 
Suspensión c ondicional de la ejecución de la pena priv ativ a  
de la libertad 
Artículo 474. Proc edencia. Para conceder la suspensión condicional de la ejec ución de la pena, se dará 
cumplimiento a lo dispuesto en el Código Penal y  se fijará el término dentro del cual el beneficiado debe 
reparar los daños oc asionados c on el deli to, salvo que hay a bienes s ecuestrados, decomisados o 
embargados, que garantic en íntegramente la indemnización. 
Si se ha impuesto pena acces oria de multa, su pago es requisi to imprescindible para poder otorgar la 
condena de ejecución condicional, salv o las ex cepciones de ley . 
Artículo 475. Ejecución de la pena por no reparación de los daños. Si el beneficiado con la s uspensión 
condicional de la ejecución de la pena, sin justa causa, no reparare los daños dentro del término que le ha 
fijado el juez, se ordenará inmediatamente el cumplimiento de la pena respectiv a y se procederá como si la 
sentencia no se hubiere suspendido. 
Artículo 476. Extinción de la condena y devolución de la c aución. Cuando se declare la ex tinción de la 
condena conforme al C ódigo Penal, se dev olv erá la caución y  se comunicará a las mismas entidades a 
quienes se comunicó la sentencia o la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
CAPITULO V 
Dis posiciones comunes a los dos capítulos anteriores 
Artículo 477. Negación o revocat oria de los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad. De 
ex istir motiv os para negar o rev ocar los mecanismos s usti tutivos de la pena priv ativ a de la libertad, el juez 
de ejecución de penas y  medidas de seguridad los pondrá en conocimiento del condenado para dentro del 
término de tres (3) días pres ente las ex plicaciones pertinentes. La decisión s e adoptará por auto motivado 
en los diez (10) días siguientes. 
Artículo 478. Decisiones. Las decisiones que adopte el juez de ejecución de penas y  medidas de 
seguridad en relación c on mecanismos sustitutivos de la pena priv ativ a de la libertad y  la rehabili tación, 
son apelables ante el juez que profirió la condena en primera o única ins tancia. 
Artículo 479. Prórroga para el pago de perjuicios. Cuando el  beneficiado c on la condena de ejecución 
condicional  no hubiere cumplido la obligación de indemnizar los perjuicios dentro del término señalado, el 



juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, a petición justi ficada, podrá prorrogar el plaz o por una 
sola v ez. Excepcionalmente podrá conc eder un segundo plaz o. Si no cumpl iere se ejecutará la condena. 
CAPITULO VI 
De la rehabili tación 
Artículo 480. Concesión. La rehabili tación de derechos y  funciones públ icas la concederá el juez de 
ejecución de penas y medidas de s eguridad, previa solici tud del condenado de ac uerdo c on las normas del 
presente capítulo y  dentro de los plazos determ inados por el Código Penal. 
La providencia que conc ede la rehabili tación s erá publicada en la Gac eta Oficial del respectiv o 
departamento. 
Artículo 481. Anex os a la s olicitud de rehabi litación. Con la solicitud de rehabilitación se presentarán: 
1. Copias de las sentencias de primera, de segunda ins tancia y  de casación si fuere el caso. 
2. Copia de la cartilla biográfica. 
3. Dos declaraciones, por lo menos, de personas de reconocida honorabilidad, sobre la conduc ta 
observ ada después de la condena. 
4. Certificado de la entidad bajo cuy a v igilancia hubiere estado el peticionario en el período de prueba de la 
libertad condicional o v igilada, si fuere el caso. 
5. Comprobación del pago de los per juicios civ iles cuando fuere posible. 
6. Certificado del Departamento Administrativo de Seguridad y de la Procuraduría General de la Nación. 
Artículo 482. Comunicaciones. La prov idencia que c oncede la rehabili tación de derechos y  funciones 
públicas, s e comunicará a las mis mas entidades a quienes se comunic ó la s entencia y  a la Registraduría 
Nacional del Es tado Civ il, para que hagan las anotaciones  del c aso. En los  demás  eventos  se procederá 
conforme a la naturaleza del derecho res tringido. 
Artículo 483. Ampliación de pruebas. El  juez de ejecución de penas y  medidas de seguridad que deba 
resolv er la sol icitud de rehabili tación puede pedir ampl iación o ratific ación de las pruebas acompañadas al 
memorial  respectiv o y  practicar de oficio las pruebas que estime pertinentes, dentro de un plazo no may or 
de diez (10) días. 
LIBRO V 
COOPERACION INTERNACIONAL 
CAPITULO I 
En materia probatoria 
Artículo 484. Princ ipio general. Las autoridades inv estigativ as y  judiciales  dis pondrán lo pertinente para 
cumpli r con los  requerimientos de cooperación internacional  que les  sean solic itados de conformidad c on 
la Constitución Pol ítica, los instrumentos internacionales y  ley es que regulen la materia, en es pecial en 
desarrollo de la juris dicción de la Corte Penal Internacional. 
Parágrafo. El requerimiento de una persona, mediante difusión o circ ular roja, a trav és de los canales de la 
Organización Internacional de Policía Criminal INT ERPOL, tendrá eficacia en el terri torio colombiano. En 
tales ev entos la persona retenida será pues ta a dispos ición del despacho del Fiscal General de la Nación, 
en forma inmediata. 
La Fiscal ía General de la Nación comunic ará inmediatamente al  Ministerio de Relaciones Ex teriores para 
lo pertinente y  librará, en térm ino no superior a dos (2) días hábiles, la orden de captura con fines de 
ex tradición si fuere del c aso, a tenor de lo dispuesto en el artículo 509 de es te código. 
Artículo 485. Solicitudes de cooperación judicial  a las autoridades extranjeras. Los juec es, fiscales y  jefes 
de unidades de policía judicial  podrán solic itar a autoridades extranjeras y  organismos internacionales, 
directamente o por los c onduc tos establecidos, cualquier tipo de elemento material probatorio o la práctica 
de diligencias que resul ten neces arias, dentro del ámbito de sus c ompetencias, para un caso que es té 
siendo inv estigado o juz gado en Colombia. Las autoridades conc ernidas podrán comunic arse directamente 
a fin de determinar la proc edencia de las ac tuaciones relacionadas en la solici tud. 
En la solici tud de asis tencia se informará a la autoridad requerida los datos necesarios para su desarrollo, 
se precisarán los hechos que motiv an la ac tuación, el objeto, elementos materiales probatorios, normas 
presuntamente violadas, identidad y  ubicación de pers onas o bienes cuando ello sea neces ario, as í como 



las ins trucciones que conv iene observ ar por la autoridad ex tranjera y el término conc edido para el 
diligenc iamiento de la petición. 
Artículo 486. Traslado de testigos y per itos. Una v ez agotados los medios técnicos  posibles tales como el 
dispositivo de audiovideo u otro similar, la autoridad competente s olici tará la asistencia de los tes tigos o 
peri tos que sean relev antes y  necesarios para la inv estigac ión y  el juzgamiento, pero la parte interesada 
correrá con los gastos. 
Los testigos y  peritos declararán en el juicio oral, con sujeción a las disposiciones de este código. 
Parágrafo. Los fiscales o juec es, conforme a las reglas del pres ente código y  con observ ancia de los 
conductos legalmente establecidos, podrán solici tar el traslado a terri torio extranjero para la práctica de 
actuaciones de su competencia. Para tal efec to se proc ederá una v ez agotados los medios técnicos 
posibles prev istos en el inciso anter ior. En todos los cas os deberá solici tarse el traslado, prev ia 
autor ización de las autoridades extranjeras legitimadas para otorgar la. 
Igualmente los jueces y  fiscales, en la investigación y juzgamiento y  dentro del ámbito de su competencia, 
podrán requeri r directamente a los funcionarios diplomáticos  y consulares de Colombia en el ex terior para 
la obtención de elementos materiales probatorios o realizar dil igencias que no resul ten incompatibles c on 
los principios ex pres ados en es te código. 
El Fiscal General de la Nación podrá autorizar la presencia de func ionarios judiciales ex tranjeros para la 
práctica de dil igencias en el territor io nacional, con la dirección y coordinación de un fiscal delegado y  la 
asistencia de un representante del M inis terio Público. 
Artículo 487. Delit os transnacionales. Cuando se trate de deli tos que rev istan una dimens ión internacional,  
la Fiscalía General de la Nac ión podrá hacer parte de una comisión internacional e interins titucional 
des tinada a colaborar en la indagación o inv estigación. 
El Fisc al General  de la N ación podrá celebrar con s us homólogos  de otras naciones ac tos dirigidos  a 
fortalec er la cooperación judicial, as í como intercambiar tec nología, ex periencia, capaci tación o cualquier 
otra ac tividad que tenga propósi tos simi lares. 
Artículo 488. Fac ultades para evitar dilaciones injustificadas. Las autoridades encargadas de la 
inv estigación y  el  juzgamiento, tendrán amplias facultades  para ev itar dilaciones  durante el trámite de las 
solici tudes de asis tencia judicial, tomando las decisiones que sean necesarias. 
Artículo 489. Límite de la as istencia. Se podrá pres tar asistencia judic ial penal, incluso si la conducta por la 
cual se solicita no s e encuentra tipi ficada por el derecho interno, salv o que resul te c ontraria a los valores y 
principios cons agrados en la Consti tución Polític a de Colombia. 
Parágrafo. La ex tinción del derecho de dom inio o cualquier otra medida que implique la pérdida o 
suspensión del poder disposi tiv o sobre bienes, declarada por orden de autoridad ex tranjera competente,  
podrá ejecutarse en Colombia. 
La decisión que ordena la ex tinción del derecho de dominio, comiso o cualquier medida definitiva, será 
puesta en conocimiento de la Fisc al ía General de la Nación. Esta determinará si procede la medida 
solici tada, caso en el cual la env iará al juez competente para que decida mediante s entencia. 
El Fiscal General de la Nación podrá crear un fondo de asistencia judicial internacional al que se l lev en 
estos recursos, sin perjuicio de lo que corres ponda al  Fondo para la inv ersión social y luc ha contra el 
crimen organizado. 
CAPITULO II 
La ex tradición 
Artículo 490. La extradición. La ex tradición s e podrá solici tar, conceder u ofrecer de acuerdo con los 
tratados públicos y , en su defecto con la ley . 
Además, la ex tradición de los colombianos por nacimiento se concederá por los delitos cometidos en el 
ex terior, considerados como tales en la legislación penal colombiana. 
La ex tradición no procederá por deli tos pol íticos. 
No procederá la ex tradición de c olombianos por nacimiento cuando s e trate de hechos cometidos c on 
anter ior idad al 17 de diciembre de 1997. 



Artículo 491. Concesión u ofrec imiento de la extradición. Corresponde al gobierno por medio del Minis ter io 
del  Interior y de Jus ticia, ofrecer o conceder la extradición de una pers ona c ondenada o procesada en el 
ex terior, salvo en los casos contemplados en el artículo anterior. 
Artículo 492. Extradición facultativa. La oferta o c onces ión de la ex tradición es fac ul tativa del gobierno; 
pero requiere conc epto prev io y  fav orable de la Corte Suprema de Justicia. 
Artículo 493. Requis itos para concederla u ofrec erla. Para que pueda ofrecerse o conceders e la 
ex tradición se requiere, además: 
1. Que el hecho que la motiva también esté prev isto como deli to en Colombia y  repr imido con una sanción 
priv ativ a de la libertad cuy o mínimo no sea infer ior a cuatro (4) años. 
2. Que por lo menos se hay a dictado en el exterior resolución de acus ación o su equiv alente. 
Artículo 494. Condiciones para el ofrecimiento o concesión. El gobierno podrá subordinar el ofrecimiento o 
la concesión de la extradición a las condiciones que considere oportunas. En todo caso deberá exigir  que 
el solici tado no vay a a ser juzgado por un hecho anterior div erso del que motiva la ex tradición, ni sometido 
a sanciones dis tintas de las que se le hubieren impuesto en la condena. 
Si según la legislación del Es tado requirente, al deli to que motiva la ex tradición corresponde la pena de 
muerte, la entrega s ólo se hará bajo la condición de la conmutación de tal pena, e igualmente, a c ondición 
de que al extradi tado no se le someta a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, ni a las penas de des tierro, prisión perpetua o confisc ación. 
Artículo 495. Document os anexos para la s olicitud u ofrecimiento. La s olici tud para que se ofrezca o se 
conceda la ex tradición de persona a quien s e haya formulado resolución de ac usación o su equivalente o 
condenado en el ex terior, deberá hacerse por la vía diplomática, y en casos excepcionales por la consular, 
o de gobierno a gobierno, con los siguientes documentos: 
1. Copia o trascripción auténtic a de la sentencia, de la resolución de acus ación o su equiv alente. 
2. Indic ación ex acta de los actos que determ inaron la solic itud de ex tradición y del lugar y la fecha en que 
fueron ejecutados. 
3. Todos los datos que se posean y  que sirv an para establec er la plena identidad de la persona reclamada. 
4. Copia auténtica de las disposiciones penales aplic ables para el caso. 
Los documentos mencionados serán ex pedidos en la forma prescri ta por la legislación del Es tado 
requirente y  deberán ser traducidos al castellano, si fuere el caso. 
Artículo 496. Conc epto del Ministerio de R elaciones Exter iores. Recibida la documentación, el Minis ter io 
de Relaciones Ex teriores ordenará que pas en las diligencias al Ministerio del Interior y  de Jus ticia junto 
con el concepto que ex prese si es del caso proceder con sujeción a conv enciones o usos internacionales o 
si se debe obrar de ac uerdo con las normas de este código. 
Artículo 497. Estudio de la documentación. El Minister io del Interior y de Justicia examinará la 
documentación en un término improrrogable de cinco (5) días y  si encuentra que fal tan piezas sus tanciales 
en el expediente, lo devolv erá al Minis ter io de Relaciones Ex ter iores, con indicación detallada de los  
nuevos elementos de juicio que sean indispens ables. 
Artículo 498. Perfeccionamiento de la documentación. El M inis terio de Relaciones Ex teriores adelantará 
las ges tiones  que fueren necesarias  ante el  gobierno ex tranjero, a fin de que la documentación se 
complete con los elementos a que se refiere el artíc ulo anterior. 
Artículo 499. Envío del expediente a la Corte Suprema de Justicia. Una v ez perfeccionado el expediente, el 
Minister io del Inter ior y  de Justicia lo remitirá a la Corte Suprema de J usticia, Sala de Cas ación Penal, para 
que esta Corporación emita concepto. 
Artículo 500. Trámit e. Recibido el expediente por la Corte, s e dará traslado a la pers ona requerida o a su 
defensor por el término de diez (10) días para que solici ten las pruebas que cons ideren necesarias. 
Vencido el término de traslado, se abr irá a pruebas la ac tuación por el término de diez (10) días, más el de 
distancia, dentro del  cual s e practic arán las solicitadas  y  las que a juicio de la C orte Suprema de J ustic ia 
sean indis pensables para emitir concepto. 
Practic adas las pruebas, el proc eso se dejará en secretaría por cinco (5) días para alegar. 
Artículo 501. Concepto de la Corte Suprema de Justicia. Vencido el término anter ior, la Corte Suprema de 
Justicia emitirá concepto. 



El concepto negativ o de la Corte Suprema de Jus ticia obligará al gobierno; pero si fuere favorable a la 
ex tradición, lo dejará en libertad de obrar según las conv eniencias nacionales. 
Artículo 502. F undamentos  de la resolución que concede o niega la extradición. La Corte Suprema de 
Justicia, fundamentará su c oncepto en la v alidez formal de la documentación presentada, en la 
demostración plena de la identidad del sol ici tado, en el principio de la doble incriminación, en la 
equiv alencia de la prov idencia proferida en el ex tranjero y, cuando fuere el c aso, en el cumplimiento de lo 
previsto en los tratados públicos. 
Artículo 503. Resolución que niega o concede la extradición. Recibido el ex pediente con el c onc epto de la 
Corte Suprema de Jus ticia, habrá un término de quince (15) días para dictar la res olución en que se 
conceda o s e niegue la ex tradición solici tada. 
Artículo 504. Entrega diferida. Cuando con anterioridad al recibo del requerimiento la persona solici tada 
hubiere delinquido en Colombia, en la resolución ejec utiv a que conc eda la ex tradición, podrá di ferir la 
entrega has ta c uando s e le juzgue y  cumpla pena, o has ta que por preclusión de la instrucción o sentenc ia 
absolutor ia hay a terminado el proces o. 
En el caso prev isto en este artículo, el funcionario judicial de conoc imiento o el direc tor del es tablecimiento 
donde estuviere recluido el interno, pondrá a órdenes del gobierno al s olici tado en extradición, tan pronto 
como ces e el motiv o para la reclusión en C olombia. 
Artículo 505. Prelación en la conc esión. Si una misma pers ona fuere objeto de solicitudes de ex tradición 
por parte de dos (2) o más Es tados, será preferida, tratándos e de un mismo hecho, la sol icitud del país en 
cuy o terri torio fue cometida la infracción; y  si s e tratare de hechos div ersos la s olici tud que v ersare la 
infracción más grav e. En c aso de igual grav edad, será preferido el Es tado que presentó la primera solici tud 
de ex tradición. 
Corresponde al gobierno establecer el orden de precedencia cuando hubiere v arias demandas de 
ex tradición. 
Artículo 506. Entrega del extraditado. Si la ex tradición fuere concedida, el  Fiscal  General de la N ación 
ordenará la captura del procesado si no es tuv iere priv ado de la libertad, y  lo entregará a los agentes del 
país que lo hubieren solici tado. 
Si fuere rec haz ada la petición, el Fiscal General de la Nación ordenará poner en libertad al detenido. 
Artículo 507. Entrega de objetos. J unto con la persona reclamada, o pos teriormente, se entregarán todos 
los objetos enc ontrados en su poder, deposi tados o esc ondidos en el país y  que es tén relacionados con la 
perpetración de la conducta punible, as í como aquellos que puedan s erv ir como elemento de prueba. 
Artículo 508. Gastos. Los gastos de ex tradición serán s ufragados por c ada Estado dentro de los l ími tes de 
su terri torio. 
Artículo 509. C aptura. El Fiscal General de la Nación decretará la captura de la persona requerida tan 
pronto conozca la solic itud formal de ex tradic ión, o antes, si así lo pide el Estado requirente, mediante nota 
en que ex prese la plena identidad de la persona, la circunstancia de haberse proferido en su contra 
sentencia condenatoria, acusación o su equivalente y la urgencia de tal medida. 
Artículo 510. Derecho de defensa. Desde el momento en que se inicie el trámite de extradición la persona 
tendrá derecho a designar un defensor y  de no hac erlo se le nombrará de oficio. 
Artículo 511. Causales de l ibertad. La persona rec lamada será puesta en libertad incondicional por el  
Fiscal General  de la N ación, si  dentro de los s esenta (60) días siguientes a la fecha de su captura no se 
hubiere formalizado la petición de ex tradición, o si transc urrido el término de treinta (30) días des de 
cuando fuere puesta a disposición del Estado requirente, este no proc edió a su traslado. 
En los casos aquí prev istos, la persona podrá ser capturada nuevamente por el mismo motiv o, cuando el 
Estado requirente formalice la petición de ex tradición u otorgue las condiciones para el traslado. 
Artículo 512. Requisit os para s olicit arla. Sin perjuicio de lo prev isto en tratados públic os, cuando contra 
una persona que se encuentre en el  exter ior s e haya proferido en Colombia resolución que resuelva la 
situación jurídica, imponiendo medida de aseguramiento, resolución de ac usación en firme o sentenc ia 
condenatoria por deli to que tuv iere pena privativa de la libertad no inferior a dos (2) años de prisión, el 
funcionario que conociere del proceso en primera o única instancia, pedirá al Minis ter io del Interior y de 



Justicia que se sol icite la ex tradición del proc esado o c ondenado, para lo c ual  remitirá copia de la 
providencia respectiva y demás documentos que considere conducentes. 
La solicitud podrá elev arla el funcionario de s egunda ins tancia c uando sea él quien ha formulado la 
medida. 
Artículo 513. Examen de la document ación. El Ministerio del Interior y de Justicia examinará la 
documentación presentada, y si adv irtiere que fal tan en ella algunos doc umentos importantes, la dev olverá 
al funcionario judicial con una nota en que se indiquen los nuev os elementos de juicio que deban allegarse 
al expediente. 
Artículo 514. Gestiones diplomátic as para obtener la extradición. Una v ez perfeccionado el expediente, el 
Minister io del Interior y  de J usticia lo remitirá al de Relaciones Exter iores para que este, sujetándos e a los 
convenios o usos internacionales, adelante las gestiones diplomátic as necesarias para obtener del 
gobierno ex tranjero la extradic ión. 
CAPITULO III 
Sentencias ex tranjeras 
Artículo 515. Ejec ución en Colombia. Las sentenc ias penales proferidas por autoridades de otros países 
contra ex tranjeros o nacionales colombianos podrán ejecutarse en C olombia a petición formal de las 
respectivas autoridades ex tranjeras, formulada por la v ía diplomática. 
Artículo 516. Requisitos. Para que la sentenc ia ex tranjera pueda ser ejecutada en nuestro país deben 
cumpli rse como mínimo los siguientes requisitos: 
1. Que no se oponga a los Tratados Internacionales suscri tos por Colombia, o a la Cons ti tución Política o a 
las ley es de la Repúblic a. 
2. Que la sentencia se encuentre en firme de c onformidad con las dispos iciones del país extranjero. 
3. Que en Colombia no se hay a formulado acus ación, ni  sentencia ejec utoriada de los jueces nacionales, 
sobre los mismos hechos, salv o lo prev isto en el numeral 1 del artíc ulo 16 del Código Penal. 
4. Que a fal ta de tratados públ icos, el Es tado requirente ofrezca reciprocidad en c asos análogos. 
Artículo 517. Trámite. La solici tud deberá s er tramitada ante el Ministerio de R elaciones Ex teriores. Es te 
remitirá el asunto a la Sala Penal de la Corte Suprema de J usticia, la que decidirá sobre la ejecución de la 
sentencia extranjera. 
No se hará nuevo juzgamiento en Colombia, ex cepto lo dispuesto en el artículo 16 del Código Penal. 
LIBRO VI 
JUSTIC IA RESTAURAT IVA 
CAPITULO I 
Dis posiciones generales 
Artículo 518. Definiciones. Se entenderá por programa de justic ia restaurativa todo proc eso en el que la 
v íctima y el imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente de forma ac tiv a en la res olución de 
cuestiones derivadas del  deli to en busca de un resul tado restaurativo, con o sin la participac ión de un 
faci litador. 
Se entiende por resultado res taurativo, el  ac uerdo encaminado a atender las necesidades y 
responsabil idades  indiv iduales  y colec tivas de las  partes y  a lograr la reintegración de la víctima y del 
infrac tor en la comunidad en busca de la reparac ión, la resti tución y  el servicio a la comunidad. 
Artículo 519. Reglas Generales. Los proces os de justicia restaurativ a se regirán por los principios 
generales establecidos en el presente código y  en particular por las siguientes reglas: 
1. Consentimiento l ibre y v oluntario de la v íctima y  el  imputado, acus ado o sentenciado de s ometer el 
conflic to a un proceso restaurativ o. Tanto la v íctima como el imputado, acus ado o sentenc iado podrán 
retirar este consentimiento en cualquier momento de la actuación. 
2. Los acuerdos que se alcancen deberán contener obligaciones razonables y proporcionadas con el daño 
ocasionado con el deli to. 
3. La participación del imputado, acusado o sentenciado no se utiliz ará como prueba de admisión de 
culpabil idad en procedimientos jurídicos ul ter iores. 
4. El incumplim iento de un ac uerdo no deberá uti lizars e como fundamento para una c ondena o para la 
agrav ación de la pena. 



5. Los fac ili tadores deben desempeñar sus funciones de manera imparcial y  velarán porque la v íctima y  el  
imputado, acusado o s entenciado ac túen c on mutuo respeto. 
6. La v íctima y  el imputado, acus ado o sentenciado tendrán derec ho a c onsultar a un abogado. 
Artículo 520. Condiciones para la remisión a los programas de justicia Restaurativ a. El fiscal o el juez, para 
remitir un caso a los programas de justicia restaurativ a, deberá: 
1. Informar plenamente a las partes de sus derechos, de la naturaleza del proceso y  de las posibles 
consec uencias de su decisión. 
2. Cerciorarse que no se hay a coaccionado a la v íctima ni  al infractor para que participen en proc esos 
restaurativ os o acepten resultados restaurativos, ni se los haya inducido a hac erlo por medios desleales. 
Artículo 521. Mec anismos. Son mecanismos de jus ticia restaurativ a la concil iación preproces al, la 
conciliación en el incidente de reparación integral y  la mediación. 
CAPITULO II 
Concil iación preproc esal 
Artículo 522. La conciliación en los delit os querellables. La conciliación se s urtirá obligatoriamente y  como 
requisi to de procedibilidad para el ejercicio de la acción penal, cuando se trate de deli tos querellables, ante 
el fisc al que corres ponda, o en un centro de concil iación o ante un conc iliador rec onoc ido como tal. 
En el primer evento, el fiscal citará a querellante y querellado a di ligencia de concil iación. Si hubiere 
acuerdo procederá a archiv ar las di ligencias. En caso c ontrario, ejercitará la acción penal corres pondiente, 
sin perjuicio de que las partes ac udan al mecanismo de la mediación. 
Si la audiencia de c onciliación s e realizare ante un centro o conciliador rec onocidos como tales, el 
conciliador env iará copia del acta que así lo constate al fiscal  quien procederá al arc hiv o de las diligencias 
si fue exitosa o, en caso contrario, iniciará la acción penal c orrespondiente, si fuere procedente, sin 
perjuicio de que las partes acudan al mecanismo de la mediación. 
La inasistencia injusti ficada del querel lante se entenderá como desistimiento de su pretensión. La del 
querel lado motivará el ejercicio de la acción penal, si fuere proc edente. 
En cualquier caso, si alguno de los citados fuere incapaz, concurrirá su representante legal. 
La conciliación se ceñirá, en lo pertinente, a lo es tablecido en la Ley  640 de 2001. 
CAPITULO III 
Mediación 
Artículo 523. Concepto. Mediac ión es un mecanismo por medio del cual un tercero neutral, particular o 
servidor público designado por el Fiscal General de la Nación o su delegado, conforme con el manual que 
se ex pida para la materia, trata de permitir el intercambio de opiniones entre víctima y el imputado o 
acusado para que confronten sus puntos de v ista y , con su ay uda, logren soluc ionar el conflic to que les 
enfrenta. 
La mediación podrá referi rse a la reparación, res tituc ión o resarcim iento de los per juicios c ausados; 
real ización o abstención de determinada conduc ta; pres tación de serv icios a la comunidad; o pedimento de 
disculpas o perdón. 
Artículo 524. Proc edencia. La mediación procede desde la formulación de la imputación y hasta antes del 
inicio del juicio oral para los delitos perseguibles de oficio cuy o mínimo de pena no ex ceda de cinco (5) 
años de pr isión, siempre y cuando el bien jurídico protegido no s obrepase la órbita pers onal del 
perjudicado, y  víctima, imputado o acusado ac epten ex presa y  v oluntar iamente someter s u caso a una 
solución de jus ticia res taurativa. 
En los del itos con pena s uperior a cinco (5) años la mediación será considerada para otorgar algunos 
beneficios durante el trámite de la actuación, o relacionados con la dosi ficac ión de la pena, o el 
purgam iento de la sanción. 
Artículo 525. Solicitud. La mediación podrá sol icitars e por la víctima o por el imputado o ac usado ante el  
fiscal, juez de control de garantías o juez de conocim iento, según el cas o, para que el Fiscal General de la 
Nación, o su delegado para esos efectos, proceda a designar el mediador. 
En los cas os de menores, inimputables y v íctimas incapaces, sus representantes  legales deberán 
participar en la mediación. 



Artículo 526. Efectos de la mediac ión. La decisión de v íctima y  victimario de ac udir a la mediación tiene 
efectos v inculantes, en consec uencia, ex cluy e el ejercicio de la acc ión civ il derivada del deli to y el 
incidente de reparación integral. 
El mediador ex pedirá un informe de sus resultados y  lo remitirá al fiscal o al juez, según el c aso, para que 
lo v alore y  determine sus efectos en la actuación. 
Los resul tados de la mediación serán valorados para el ejercicio de la acción penal; la selección de la 
coerción personal, y  la indiv idualización de la pena al momento de dictars e sentencia. 
Artículo 527. Directr ices. El Fiscal General de la Nación elaborará un manual que fije las direc trices del 
funcionamiento de la mediación, partic ularmente en la capacitación y ev aluación de los mediadores y las 
reglas de conducta que regirán el funcionamiento de la mediación y , en general, los programas de justic ia 
restaurativ a. 
LIBRO VII 
REGIMEN DE IMPLEMENT AC ION 
CAPITULO I 
Dis posiciones generales 
Artículo 528. Proc eso de implementación. El C onsejo Superior de la Judicatura y el Fiscal General de la 
Nación ordenarán los estudios nec esarios y  tomarán las decisiones  correspondientes para la implantación 
gradual y sucesiva del sistema contemplado en este código. 
En des arrollo de los  artículos 4º y 5º del Acto legislativ o 03 de 2002, la Comisión all í creada adelantará el 
seguimiento de la implementación gradual. 
Artículo 529. C riterios para la implementación. Se tendrán en cuenta los siguientes fac tores para el 
cumplimiento de sus funciones: 
1. Número de des pachos y  procesos en la Fisc al ía y  en los juzgados penales. 
2. Registro de serv idores c apac itados en oral idad y  prev isión de demanda de capaci tación. 
3. Proy ección sobre el número de salas de audiencia requeridas. 
4. Demanda en justicia penal y  requerimiento de defensoría pública. 
5. Niv el de conges tión. 
6. Las reglas de la gradualidad fijadas por es ta ley. 
Artículo 530. Selección de distritos judiciales. Con base en el análisis de los cri ter ios anteriores, el sis tema 
se aplicará a partir del 1º de enero de 2005 en los distritos judiciales de Armenia, Bogotá, Manizales y 
Pereira. Una s egunda etapa a partir del 1º de enero de 2006 incluirá a los distritos judiciales de 
Bucaramanga, Buga, Cali, Medellín, San Gi l, Santa Rosa de Viterbo, Tunja y  Yopal. 
En enero 1º de 2007 entrarán al nuevo sistema los  dis tritos judiciales  de Antioquia, C undinamarca, 
Florencia, Ibagué, Neiv a, Pasto, Popay án y  Villavicencio. 
Los distri tos judiciales de Barranquilla, Cartagena, Cúc uta, Montería, Quibdó, Pamplona, Riohac ha, Santa 
Marta, Sincelejo y  Valledupar, y  aquellos que l legaren a crearse,  entrarán a aplicar el sis tema a partir del 
primero (1º) de enero de 2008. 
CAPITULO II 
Régimen de transición 
Artículo 531. Proces o de descongestión, depuración y liquidación de proces os. Los términos de 
prescr ipción y  caducidad de las acciones que hubies en tenido ocurrencia antes de la entrada en vigenc ia 
de es te código, serán reducidos en una cuarta parte que se res tará de los térm inos fijados en la ley. En 
ningún caso el término prescriptivo podrá ser inferior a tres (3) años. 
En las inv estigaciones prev ias a cargo de la Fiscal ía y  en las cuales hayan transcurrido cuatro (4) años 
desde la comisión de la conducta, salvo las exceptuadas en el siguiente inciso por s u naturaleza, se 
aplicará la prescripción. 
Estarán por fuera del proces o de desc onges tión, depuración y liquidación de proces os, las inv estigaciones 
por deli tos de competenc ia de los juec es penales de circuito especial izados y , además, los deli tos de 
fals edad en documentos que afec ten direc ta o indirectamente los intereses patrimoniales del Es tado; 
peculado por apropiación; pec ulado culposo en cuantía que sea o ex ceda de cien (100) salarios mínimos, 
legales, mensuales, v igentes; conc usión; cohecho propio; cohecho impropio; enr iquecimiento ilíci to de 



servidor públic o; contrato sin cumplimiento de requisi tos legales; interés indebido en la celebrac ión de 
contratos; violación del régimen legal o consti tucional de inhabilidades e incompatibil idades en la 
contratación; prev aricato; fraude proces al; hurto y  estafa en cuantía que sea o exceda de cinc uenta (50) 
salarios m ínimos, mens uales, legales y  v igentes cuando s e afecte el  patr imonio económico del  Es tado; 
homicidio agrav ado y  deli tos conex os con todos los anter iores. También se exceptúan todos aquel los 
deli tos sex uales en los que el sujeto pasiv o sea menor de edad y  las ac tuaciones en las que se hay a 
emitido res olución de cierre de investigación. 
Los fisc ales y  jueces, en los casos prev istos en los incisos anteriores, proc ederán de inmediato a su 
rev isión para tomar las determinaciones. En una sola decisión se podrán agrupar todos los casos 
susceptibles de es te efecto. 
Los términos c ontemplados en el pres ente artículo s e aplic arán en todos  los  dis tritos judiciales a partir de 
la promulgación del código. 
Artículo 532. Ajust es en plantas de personal  en Fiscalía General de la Nación, R ama Judicial, Defensoría 
del Pueblo y entidades que c umplen f unciones de Policía J udic ial. Con el fin de c ons eguir la transición 
hacia el sis tema ac usatorio previsto en el Acto Legislativo 03 de 2002, se garantiza la pres encia de los 
servidores  públ icos necesarios  para el  adec uado funcionamiento del nuevo sis tema, en particular el 
tras lado de cargos entre la Fiscalía General de la Nación, la Rama Judicial, la Defensoría del Pueblo y los 
organismos que cumplen funciones de pol icía judicial. 
Al efec to, el Consejo Superior de la J udic atura podrá, dentro de los límites de la respectiv a apropiación 
presupues tal, trans formar juzgados penales municipales y  promisc uos municipales en juzgados penales 
de circuito y  juzgados y  tribunales especializados. 
El térm ino para la reubicación de los servidores cuy os cargos se supriman, será de dos (2) años contados 
a partir de la supresión. Los nombramientos en estos c argos se harán c on s erv idores de carrera judicial, o 
que estén en prov isionalidad, que se encuentren en regis tro de elegibles, o por conc urso abierto. 
CAPITULO III 
Dis posiciones finales 
Artículo 533. Derogatoria y vigencia. El pres ente código regirá para los delitos cometidos con pos ter ior idad 
al 1° de enero del año 2005. Los casos de que trata el  numeral  3 del artíc ulo 235 de la Constitución 
Pol ítica continuarán su trámite por la Ley  600 de 2000. 
Los artículos 531 y  532 del presente código, entrarán en vigenc ia a partir de su publicación. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 
Luis Humberto Gómez Gallo. 
El Secretario General del honorable Senado de la R epúblic a, 
Emilio Ramón Otero Dajud. 
La Presidenta de la honorable C ámara de Representantes, 
Zulema del Carmen Jattin Corrales. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
Angelino Lizcano Rivera. 
REPU BLIC A DE C OLOMBIA - GOBIERNO NAC IONAL 
Publíquese y ejecútes e. 
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de agos to de 2004. 
ÁLVAR O URIBE VÉLEZ 
El Ministro del Interior y  de Justicia, 
Sabas Pretelt de la Vega. 
 


